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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Orden del Día de la Vigésima Segunda Sesión del Primer Período Ordinario de Sesiones, del Segundo Año de Ejercicio Constitucional de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

26 de Mayo del año 2016.

1.- Lista de asistencia de las Diputadas y Diputados de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado.

2.- Declaratoria de apertura de la Sesión. 

 
3.- Lectura, Discusión y, en su caso aprobación del Orden del Día propuesto para el desarrollo de la Sesión. 

4.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de la Minuta de la Sesión anterior.

5.- Lectura del informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado.

6.- Lectura del informe sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión anterior.

7.- Lectura de Iniciativas de Reforma Constitucional:

A.- Primera lectura de una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el Artículo 162 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como diversas disposiciones de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado José María Fraustro Siller, con relación al procedimiento de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal.
B.- Segunda lectura de una Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma y adiciona el Artículo 8 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para reconocer expresamente el derecho de acceso a internet y a la banda ancha, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Francisco Tobías Hernández.
8.- Lectura de Iniciativas de Diputadas y Diputados:

A.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma el Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Francisco Tobías Hernández, mediante la cual propone establecer con claridad quienes son los sujetos obligados al pago del impuesto sobre adquisición de inmuebles.

B.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma diversas disposiciones del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Jesús de León Tello, del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, conjuntamente con los demás Diputados que la suscriben, en materia de armonización electoral.

C.- Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma la fracción II del Artículo 10 de la Ley Promotora para el Desarrollo Rural de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, mediante la cual propone que sean facultades del consejo fomentar y apoyar con programas y acciones a quienes realicen la participación inclusiva de los grupos en situación de vulnerabilidad en el sector productivo.

D.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma el título del Capítulo Segundo, así como los Artículos 8, 10, 11, primer párrafo, 43, 57 fracción VII, 59 fracción I, 63 fracción II, 64 fracción III, 67 fracción XII, 70 fracción I, 71 primer párrafo, 142, 162 primer párrafo, 169 primer párrafo, 172 párrafo séptimo, 175 primero y segundo párrafos, 237 fracción II y 305 fracción I, de la Ley del Sistema Integral de Justicia para Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, de la Fracción Parlamentaria “José Mario Molina Pasquel y Henríquez”, del Partido Verde Ecologista de México, mediante la cual propone armonizar diversas disposiciones relacionadas con el nuevo sistema de justicia penal.

E.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que reforma el primer párrafo y se complementa la fracción XVII del Artículo 126 del Código Municipal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Antonio Nerio Maltos, con relación a la suplencia de la figura del secretario del Ayuntamiento, así como de la expedición de las constancias de identidad y vecindad.

F.- Iniciativa con Proyecto de Decreto por la que se modifican diversos artículos de la Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de las Diputadas Sonia Villarreal Pérez e Irma Leticia Castaño Orozco, con relación a las atribuciones del titular del Ejecutivo y de la Secretaría de las Mujeres.

9.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de Dictámenes  y Acuerdos en cartera:

A.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Iniciativa de Decreto que reforma el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; así como a una segunda Iniciativa para adicionar el Artículo 286 Bis planteada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila; mediante el cual se propone considerar con modalidad agravante en la categoría de delitos culposos el manejar un vehículo automotriz utilizando el teléfono celular con las manos.

B.- Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y no Discriminación, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez, conjuntamente con la Diputada Irma Leticia Castaño Orozco, del Grupo  Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional.

C.- Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación Puntos Constitucionales y Justicia, con relación a una Iniciativa con Proyecto de Decreto para crear la Ley que establece el Arancel para el Cobro de Honorarios de los Abogados en el Estado de Coahuila de Zaragoza, la cual presenta el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los demás Diputados del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional.
D.- Acuerdo presentado por las Comisiones Unidas de Ciencia y Tecnología y de Educación, Cultura y Actividades Cívicas, con relación a una Iniciativa de Decreto por la que se establece un acuerdo de parte del cabildo del Municipio de Francisco I. Madero, Coahuila, para que la capsula puesta en resguardo en el interior del incinerador que se encuentra ubicado sobre el Boulevard Primero de Mayo, permanezca en su interior por un período de 50 años, y sea abierta hasta el 26 de abril de 2066.

10.- Agenda Política:

A.- Pronunciamiento que presenta el Diputado Jesús De León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, sobre “El sensible fallecimiento de Don Luis H. Álvarez”.
B.- Pronunciamiento que presentan los integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Carolina Morales Iribarren, “Con motivo del Día Internacional de la Diversidad Biológica”.

C.- Pronunciamiento que presentan las diputadas y los diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, por conducto del Diputado José María Fraustro Siller, “Con motivo de los lamentables hechos sucedidos en el Congreso del Estado de Chiapas”.

11.- Clausura de la Sesión y citatorio para la próxima Sesión.

MINUTA DE LA VIGÉSIMA PRIMERA SESIÓN DEL PRIMER PERIODO ORDINARIO DE SESIONES, DEL SEGUNDO AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

EN LA CIUDAD DE SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, EN LAS INSTALACIONES DEL SALÓN DE SESIONES DEL CONGRESO Y SIENDO LAS 14:00 HORAS, CON 32 MINUTOS, DEL 18 DE MAYO DEL AÑO 2016, Y ESTANDO PRESENTES 15 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS, DIO INICIO LA SESIÓN INFORMANDO LA PRESIDENCIA QUE LAS DIPUTADAS YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS Y GEORGINA CANO TORRALVA, Y EL DIPUTADO SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, DIERON AVISO QUE NO ASISTIRÍAN A LA SESIÓN POR CAUSA JUSTIFICADA. 

LA PRESIDENCIA DECLARÓ ABIERTA LA SESIÓN Y VÁLIDOS LOS ACUERDOS QUE EN ELLA SE TRATARAN.

1.- SE DIO LECTURA AL ORDEN DEL DÍA, APROBÁNDOSE POR UNANIMIDAD DE VOTOS EN LOS TÉRMINOS QUE FUE LEÍDA.

2.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS LA MINUTA DE LA SESIÓN ANTERIOR, DISPENSÁNDOSE SU LECTURA.
3.- SE DIO LECTURA AL INFORME DE CORRESPONDENCIA Y DOCUMENTACIÓN RECIBIDA POR EL CONGRESO EL ESTADO.

4.- SE DISPENSÓ LA LECTURA DEL INFORME SOBRE LE TRAMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO QUE SE PRESENTARON EN LA SESIÓN ANTERIOR.

5.- SE APROBÓ EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE FINANZAS,  CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO ENVIADA POR EL PRESIDENTE MUNICIPAL DE OCAMPO, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA LA VALIDACIÓN DE UN ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO LOS LOTES DE TERRENO CON UNA SUPERFICIE DE 516,640.57 M2., SOBRE EL CUAL SE ENCUENTRA CONSTITUIDO EL ASENTAMIENTO HUMANO IRREGULAR DENOMINADO “EL PEDREGAL” UBICADO EN ESE MUNICIPIO, A FAVOR DE LOS ACTUALES POSEEDORES, CON OBJETO DE LLEVAR A CABO LA REGULARIZACIÓN DE LA TENENCIA DE LA TIERRA, EL CUAL FUE INCORPORADO COMO BIEN DEL DOMINIO PRIVADO DEL MUNICIPIO CON DECRETO 343 PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE FECHA 22 DE ENERO DE 2016.

6.- SE APROBÓ EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE FINANZAS, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO ENVIADA POR EL PRESIDENTE MUNICIPAL DE OCAMPO, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA LA VALIDACIÓN DE UN ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO, PARA ENAJENAR A TÍTULO GRATUITO LOS LOTES DE TERRENO CON UNA SUPERFICIE DE 203,019.68 M2., SOBRE EL CUAL SE ENCUENTRA CONSTITUIDO EL ASENTAMIENTO HUMANO IRREGULAR DENOMINADO “NUEVO POBLADO” UBICADO EN ESE MUNICIPIO, A FAVOR DE LOS ACTUALES POSEEDORES, CON OBJETO DE LLEVAR A CABO LA REGULARIZACIÓN DE LA TENENCIA DE LA TIERRA, EL CUAL FUE INCORPORADO COMO BIEN DEL DOMINIO PRIVADO DEL MUNICIPIO CON DECRETO 342 PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE FECHA 22 DE ENERO DE 2016.

7.- SE APROBÓ EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE FINANZAS, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO ENVIADA POR EL PRESIDENTE MUNICIPAL DEL CASTAÑOS, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA LA VALIDACIÓN DE UN ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO, PARA ENAJENAR A TÍTULO ONEROSO LOS LOTES DE TERRENO CON UNA SUPERFICIE DE 17-40-14.12 HECTÁREAS, UBICADO EN LA COLONIA “AMPLIACIÓN INDEPENDENCIA” DE ESA CIUDAD, A FAVOR DE LOS ACTUALES POSEEDORES, CON OBJETO DE LLEVAR A CABO LA REGULARIZACIÓN DE LA TENENCIA DE LA TIERRA, EL CUAL SE DESINCORPORÓ CON DECRETO NÚMERO 160 PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE FECHA 9 DE OCTUBRE DE 2015.

8.- SE APROBÓ EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE FINANZAS, CON RELACIÓN A UNA INICIATIVA DE DECRETO ENVIADA POR EL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE ARTEAGA, COAHUILA DE ZARAGOZA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA LA VALIDACIÓN DE UN ACUERDO APROBADO POR EL AYUNTAMIENTO, PARA CONTINUAR CON LAS ENAJENACIONES A TÍTULO GRATUITO, DE LOS LOTES DE TERRENO CON UNA SUPERFICIE DE 34-48-17.34 HECTÁREAS, SOBRE EL CUAL SE ENCUENTRA CONSTITUIDO EL ASENTAMIENTO HUMANO IRREGULAR DENOMINADO “HUACHICHIL” UBICADO EN ESE MUNICIPIO, A FAVOR DE LOS ACTUALES POSEEDORES, CON OBJETO DE CONTINUAR CON LA ESCRITURACIÓN PARA LLEVAR A CABO LA REGULARIZACIÓN DE LA TENENCIA DE LA TIERRA, EN VIRTUD QUE EL DECRETO 284 PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE FECHA 1 DE JUNIO DE 2007, QUEDO SIN VIGENCIA.

SE CONOCIÓ Y RESOLVIÓ SOBRE LAS SIGUIENTES PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO:

9.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “SOLICITAR A LA SECRETARÍA DE SALUD EN EL ESTADO SE REALICEN LAS VERIFICACIONES PERTINENTES EN LOS DENOMINADOS CENTROS, CLÍNICAS, SALONES DE BELLEZA Y SPA, QUE OPERAN EN NUESTRO ESTADO A FIN DE SANCIONAR O SUSPENDER ACTIVIDADES SEGÚN SEA EL CASO, A AQUELLOS QUE NO CUMPLAN CON LOS PROTOCOLOS DE SALUD Y PONGA EN RIESGO LA SALUD DE LAS Y LOS USUARIOS”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA CAROLINA MORALES IRIBARREN, CONJUNTAMENTE CON EL GRUPO PARLAMENTARIO DEL P.R.I.

10.- EN VIRTUD, DE QUE NO FUE PRESENTADA DE URGENTE Y OBVIA LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO PARA “SOLICITAR AL TITULAR DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DEL ESTADO DE COAHUILA, SE PRONUNCIE SOBRE LA LEGALIDAD EN LAS DESVIACIONES PRESUPUESTARIAS DEL  PODER EJECUTIVO DEL ESTADO, CONTENIDAS EN LA CUENTA PÚBLICA 2014 Y QUE ADVIRTIÓ EN SU INFORME ANUAL DE RESULTADOS 2014”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JESÚS DE LEÓN TELLO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL”, DEL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL, CONJUNTAMENTE CON LOS DEMÁS DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBIERON, Y FUE TURNADA A LAS COMISIONES UNIDAS DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL Y CUENTA PÚBLICA, DE PRESUPUESTO Y LA DE HACIENDA,  PARA EFECTOS DE ESTUDIO Y DICTAMEN. 

11.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “CON RELACIÓN A SOLICITARLE AL GOBIERNO DEL ESTADO, ASÍ COMO A LOS MUNICIPIOS DE LA ENTIDAD, ESTABLECER PUNTOS DE ACCESO A INTERNET GRATUITO EN ZONAS CON ALTA DENSIDAD POBLACIONAL”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO SERGIO GARZA CASTILLO, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “HILDA GRACIELA RIVERA DE PÉREZ ARREOLA”, DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA.

12.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LA SUBDIRECCIÓN DE PROTECCIÓN CIVIL, PARA QUE REVISE EL ESTADO FÍSICO EN EL QUE SE ENCUENTRAN LOS PUENTES DE TODO EL ESTADO, Y A LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES PARA QUE REALICE EL MANTENIMIENTO ADECUADO A LOS PUENTES DE SU JURISDICCIÓN”, QUE PRESENTÓ EL DIPUTADO JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y ENRÍQUEZ”, DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO.

13.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR AL INSTITUTO ESTATAL ELECTORAL, PARA QUE EN EL ÁMBITO DE SUS ATRIBUCIONES AUMENTE EL NÚMERO DE PERSONAL QUE ATIENDE LAS NECESIDADES DE LAS Y LOS CIUDADANOS EN EL MÓDULO DE ATENCIÓN UBICADO EN CIUDAD ACUÑA, COAHUILA, CON EL FIN DE AGILIZAR LAS ACTIVIDADES QUE LES COMPETEN, CON MIRAS A CONTAR CON UN PADRÓN MÁS GRANDE DE PERSONAS REGULARIZADAS Y EN CONDICIONES DE PARTICIPAR EN LAS ELECCIONES QUE SE LLEVARÁN A CABO EN EL 2017”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “DOROTEA DE LA FUENTE FLORES”, DEL PARTIDO NUEVA ALIANZA, CONJUNTAMENTE CON EL DIP. SERGIO GARZA CASTILLO, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “HILDA GRACIELA RIVERA DE PÉREZ ARREOLA” DEL PARTIDO UNIDAD DEMOCRÁTICA DE COAHUILA.

14.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y A LA SECRETARÍA DE EDUCACIÓN PÚBLICA ESTATAL, A FIN DE AMPLIAR EL RECURSO DESTINADO PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS BECAS PROMAJUVE, ASÍ COMO SOLICITAR SE VALORE LA AMPLIACIÓN DEL RANGO DE ESCOLARIDAD  AL QUE VA DESTINADO ESTE BENEFICIO, ES DECIR, QUE NO SOLAMENTE SEA APLICABLE HASTA LA EDUCACIÓN BÁSICA SINO QUE TAMBIÉN SE CONSIDERE SU APLICACIÓN HASTA LA PREPARATORIA CON NIVEL MEDIO SUPERIOR”, QUE PRESENTÓ LA DIPUTADA CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR, DE LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA “LIC. GILBERTO RINCÓN GALLARDO”, DEL PARTIDO SOCIALDEMÓCRATA DE COAHUILA.

15.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES A INICIAR LOS ESTUDIOS QUE PERMITAN AMPLIAR LAS OPCIONES DE CONECTIVIDAD CARRETERA ENTRE EL CENTRO Y NORTE DEL PAÍS, DE MANERA ESPECIAL ENTRE LA REGIÓN SURESTE DE COAHUILA Y LA ZONA METROPOLITANA DE MONTERREY”, QUE PRESENTARON LOS LOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADO JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ.

16.- SE APROBÓ POR UNANIMIDAD DE VOTOS “EXHORTAR A LA DELEGACIÓN EN COAHUILA DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, A REPARAR Y MEJORAR EL FUNCIONAMIENTO DE LOS EQUIPOS DE AIRE ACONDICIONADO EN SUS UNIDADES MÉDICAS EN NUESTRA ENTIDAD”, QUE PRESENTARON LOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADO JOSÉ RICARDO SALDÍVAR VAQUERA.

AGENDA POLÍTICA:

17.- SE DIO LECTURA A UN PRONUNCIAMIENTO PRESENTADO POR LA DIPUTADA IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO "GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ", DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL “CON MOTIVO DE LA CONMEMORACIÓN DEL 17 DE MAYO DÍA NACIONAL DE LA LUCHA CONTRA LA HOMOFOBIA, RELACIONÁNDOLO CON EL DÍA INTERNACIONAL CONTRA LA HOMOFOBIA, BIFOBIA Y TRANSFOBIA”.

EN BREVE TIEMPO SE PRESENTARON LOS LEGISLADORES QUE NO PASARON LISTA AL INICIO DE LA SESIÓN ASISTIENDO FINALMENTE 22 DE 25 DIPUTADAS Y DIPUTADOS.
NO HABIENDO OTRO ASUNTO QUE TRATAR, LA PRESIDENCIA DIO POR TERMINADA LA SESIÓN SIENDO LAS 16:00 CON 39 MINUTOS, DEL MISMO DÍA, CITÁNDOSE A LOS DIPUTADOS Y DIPUTADAS A LA VIGÉSIMA SEGUNDA SESIÓN, QUE SE LLEVARÍA A CABO  A LAS 11 HORAS, DEL 24 DE MAYO DE 2016.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA A 18 DE MAYO DE 2016
DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.

PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA.

	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ.

SECRETARIA.
	DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN.
SECRETARIA.




Informe de correspondencia y documentación recibida por el Congreso del Estado
26 de mayo de 2016
1.- Oficio del secretario del ayuntamiento de Zaragoza, mediante el cual envía el presupuesto de egresos para el ejercicio fiscal 2016.
Túrnese a la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública
2.- Oficio del tesorero municipal de Progreso, mediante el cual envía el presupuesto de egresos para el ejercicio fiscal 2016.
Túrnese a la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública
3.- Estados financieros auditados correspondientes al ejercicio fiscal 2015, de la Universidad Autónoma de Coahuila.
Túrnese a la Comisión de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública
4.- Oficio del Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del estado de Coahuila de Zaragoza, mediante el cual comunica que en uso de la facultad que le confiere el artículo 83 de la Constitución Política Local, tuvo a bien formular observaciones al Decreto número 438 de fecha 20 de abril de 2016, que contiene la reforma al Artículo 22 y adiciona el artículo 22 bis a la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Coahuila de Zaragoza, adjuntando el documento que contiene dichas observaciones y solicitando que sean analizadas.
Túrnese a la Comisión de Desarrollo Urbano, Infraestructura y Transporte  
5.- Oficio del secretario del ayuntamiento de Torreón, Coahuila, mediante el cual se solicita la validación del acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un inmueble con una superficie de 7,467.27 m2, ubicado en el desarrollo ciudad Nazas San Antonio, a favor del Poder Judicial de la Federación por conducto del Consejo de la Judicatura Federal, para la construcción de un edificio que albergará el Centro de Justicia Penal Federal.
Se turnó a la Comisión de Finanzas
5.- Oficio del secretario del ayuntamiento de Torreón, Coahuila, mediante el cual se solicita la validación del acuerdo aprobado por el ayuntamiento de dicho municipio, para enajenar a título gratuito un inmueble con una superficie de 32,549.69 m2ubicado en el desarrollo ciudad Nazas San Antonio, a favor del Poder Judicial de la Federación por conducto del Consejo de la Judicatura Federal, para la construcción de un edificio que albergará el Centro de Justicia Penal Federal.
Se turnó a la Comisión de Finanzas
7.- Oficio de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, mediante el cual informa de la aprobación de un acuerdo en el que se exhorta a los Congresos locales a incorporar de manera urgente el principio de paridad en sus constituciones y leyes electorales para todos los cargos de elección popular, de acuerdo con los lineamientos establecidos por el Instituto Nacional Electoral en su acuerdo Ine/Cg63/2016.
Túrnese a la Comisión Encargada de la Armonización de Nuestra Legislación Estatal con la Federal, en Materia Político-Electoral
8.- Oficio de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, mediante el cual informa de la aprobación de un acuerdo en el que se exhorta a los congresos locales a realizar la armonización legislativa necesaria para dar pleno cumplimiento a las observaciones emitidas por el Comité de la Cedaw a nuestro país en el marco del “IX Informe de México sobre el cumplimiento de la convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer.
Túrnese a la Comisión de Igualdad y No Discriminación
9.- Oficio de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, mediante el cual informa de la aprobación de un acuerdo en el que se exhorta a las legislaturas de las entidades federativas a actualizar, armonizar y expedir en su caso sus ordenamientos jurídicos en materia de desarrollo social, observando lo establecido en tratados internacionales, principios constitucionales y leyes secundarias de la materia.
Túrnese a la Comisión de Desarrollo Social
INFORME SOBRE EL TRÁMITE REALIZADO RESPECTO A LAS PROPOSICIONES CON PUNTOS DE ACUERDO PRESENTADAS EN LA SESIÓN CELEBRADA POR EL PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO EL 18 DE MAYO DE 2016.

Sobre el trámite realizado respecto a las Proposiciones con Puntos de Acuerdo que se presentaron en la sesión celebrada el 18 de mayo de 2016, la Presidencia de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso del Estado, informa lo siguiente:

1.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Secretaría de Salud del Estado, el punto de acuerdo, mediante el cual se le solicita  “Se realicen las verificaciones pertinentes en los denominados centros, clínicas, salones de belleza y spa que operan en nuestro Estado a fin de sancionar o suspender actividades según sea el caso a aquellos que no cumplan con los protocolos de salud y pongan en riesgo la salud de las y los usuarios”, planteado por los integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la Diputada Martha Carolina Morales Iribarren, para los efectos procedentes.
2.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a las Comisiones Unidas de Auditoría Gubernamental y Cuenta Pública, de Hacienda y de Presupuesto de este Congreso, el punto de acuerdo, mediante el cual se solicita “Al titular de la Auditoría Superior del Estado de Coahuila, se pronuncie sobre la legalidad en las desviaciones presupuestarias del  Poder Ejecutivo del Estado, contenidas en la cuenta pública 2014 y que advirtió en su informe anual de resultados 2014”, planteado por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con las Diputadas y el Diputado del Grupo Parlamentario "Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”, del Partido Acción Nacional, para los efectos procedentes.
3.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Secretaría de Infraestructura y Transporte, y a los 38 Municipios del Estado, el punto de acuerdo, en el que se les exhorta a que “En la medida que sus presupuestos se los permita, establezcan zonas con acceso a internet gratuito, preferentemente lugares habitacionales con mayor densidad poblacional y de menor capacidad económica, con el fin de cumplir con el objetivo social, en el sentido de que el mayor número de ciudadanos de escasos recursos, puedan tener acceso a internet de manera gratuita”, planteado por el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria "Hilda Graciela de Pérez Arreola del Partido Unidad Democrática de Coahuila, para los efectos procedentes.

4.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Subdirección de Protección Civil en el Estado y a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, el punto de acuerdo, en el que se exhorta “A la Subdirección de Protección Civil, para que revise el estado físico en el que se encuentran los puentes de todo el estado, y a la Secretaría de Comunicaciones y Transporte, para que realice el mantenimiento adecuado a los puentes de su jurisdicción", planteado por el Diputado Javier de Jesús Rodríguez Mendoza, de la Fracción Parlamentaria “José Mario Molina Pasquel y Henríquez” del Partido Verde Ecologista de México, para los efectos procedentes.

5.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió al Instituto Nacional Electoral, a la Junta Local de Coahuila del INE y a la Junta Ejecutiva Distrital No. 1 de Coahuila del INE, el punto de acuerdo, mediante el cual se les exhorta para que “En el ámbito de sus atribuciones aumente el número de personal que atiende las necesidades de las y los ciudadanos en el módulo de atención ubicado en Ciudad Acuña, Coahuila, con el fin de agilizar las actividades que les competen, con miras a contar con un padrón más grande de personas regularizadas y en condiciones de participar en las elecciones que se llevaran a cabo en el 2017” así como para que se “Agilicen los procesos que llevan a cabo los ciudadanos del Municipio de Acuña Coahuila, ya que manifiestan que tardan de uno a tres meses en concluir sus trámites”, planteado por la Diputada Luisa Ivone Gallegos Martínez de la Fracción Parlamentaria “Dorotea de la Fuente Flores”, conjuntamente con el Diputado Sergio Garza Castillo, de la Fracción Parlamentaria "Hilda Graciela de Pérez Arreola del Partido Unidad Democrática de Coahuila, para los efectos procedentes.

6.- Se formularon comunicaciones mediante las cuales se envió a la Secretaría de Educación Pública y a la Secretaría de Educación en el Estado; el punto de acuerdo, en el cual se le envía un exhorto “A fin de  ampliar el recurso destinado para la implementación de las Becas PROMAJUVE, así como solicitar se valore la ampliación del rango de escolaridad al que va destinado este beneficio, es decir que no solamente sea aplicable hasta la educación básica sino que  también se considere su  aplicación hasta la preparatoria o nivel medio superior”, planteado por la Diputada Claudia Elisa Morales Salazar de la Fracción Parlamentaria “Lic. Gilberto Rincón Gallardo”, del Partido Socialdemócrata de Coahuila, para los efectos procedentes.
7.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió la Secretaría de Comunicaciones y Transporte; el punto de acuerdo en el que se le exhorta  “A iniciar los estudios que permitan ampliar las opciones de conectividad carretera entre el centro y norte del país, de manera especial entre la región sureste de Coahuila y la zona metropolitana de Monterrey" del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado Javier Díaz González, para los efectos procedentes.

8.- Se formuló comunicación mediante la cual se envió a la Delegación Federal en Coahuila del Instituto Mexicano del Seguro Social, el punto de acuerdo, mediante el cual se le exhorta a “A reparar, y mejorar el funcionamiento de los equipos de aire acondicionado en sus unidades médicas en nuestra Entidad”, planteado por los integrantes del Grupo Parlamentario "Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz", del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del Diputado José Ricardo Saldívar Vaquera, para los efectos procedentes.
A T E N T A M E N T E.

SALTILLO, COAHUILA,  A 26 DE MAYO DE 2016.

EL PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DEL CONGRESO.

DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 162 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, ASÍ COMO DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS ESTATALES Y MUNICIPALES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforma el Artículo 162 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como  diversas disposiciones de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El 24 de abril de 1984, fue publicada en el Periódico Oficial del Estado, la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Esta ley tiene por objeto reglamentar el Capítulo Único del Título Séptimo de la Constitución Política del Estado, en materia de los sujetos de responsabilidad en el servicio público, las obligaciones en el servicio público, las responsabilidades y sanciones administrativas en el servicio público, así como las que se deban resolver mediante Juicio Político; las autoridades competentes y los procedimientos para aplicar dichas sanciones; las autoridades competentes y los procedimientos para declarar la procedencia del enjuiciamiento penal de los servidores públicos a que se refiere el artículo 165 de la Constitución Política del Estado; y el registro patrimonial de los servidores públicos.
En esta tesitura, la presente Iniciativa busca principalmente realizar adecuaciones y actualizaciones en lo referente al procedimiento de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal. Lo anterior, en virtud de que algunas partes del articulado de la ley de la materia no se encuentran alineadas a los nuevos paradigmas del nuevo sistema de justicia penal. 
De igual forma, derivado de la experiencia que recientemente se tuvo en el Congreso del Estado, en el desarrollo de procedimientos contenidos en la citada ley, es que se advirtió la necesidad imperiosa de rediseñar en gran parte la ley en comento, así como el artículo 162 de la Constitución Política local. 
Con la finalidad de lograr lo anterior, es oportuno que previamente se mencionen algunas de las definiciones relacionadas con el procedimiento de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal, parte fundamental a reformar en el presente instrumento legislativo, señalando en primer término la consagrada en la Ley de Responsabilidades de Servidores Públicos Estatales y Municipales de Coahuila de Zaragoza, en la cual se establece lo siguiente:

“ARTICULO 29.- Para los efectos de este capítulo, por declaración de procedencia se entiende la resolución emitida por el Congreso del Estado, determinando la procedibilidad del enjuiciamiento del servidor público, quien quedará a disposición de la autoridad competente, para que se proceda conforme a la legislación de la materia.”

Por su parte la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, señala en su artículo 165, los servidores públicos contra quienes se puede incoar el juicio de procedencia de responsabilidad penal, mencionando los siguientes: Gobernador del Estado, los Diputados del Congreso del Estado, el Auditor Superior del Estado, los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia del Tribunal Electoral, del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, del Tribunal de Conciliación y Arbitraje, de los Tribunales Distritales, los jueces de primera instancia, los secretarios del ramo, el Procurador General de Justicia del Estado y los Subprocuradores, los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos, los integrantes de los consejos municipales y los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos.

Asimismo, se propone disminuir los tiempos que la ley señala actualmente para las etapas correspondientes a ofrecimiento de pruebas y alegatos, con la finalidad de otorgar mayor agilidad al procedimiento.
Como se ha señalado anteriormente, el pasado 13 de octubre de 2015, a solicitud de la Procuraduría General de Justicia del Estado, se instruyó ante el Congreso local un procedimiento en contra de un Regidor del Ayuntamiento de Arteaga, Coahuila de Zaragoza, el cual concluyó el 12 de enero del año en curso, determinándose que estaba legalmente comprobada la conducta o el hecho materia de la denuncia; y que por ende se desprendía la existencia de responsabilidad del servidor público, por lo que había lugar a proceder en su contra quedando suspendido de su encargo en tanto estuviera sujeto a proceso penal.

El anterior procedimiento que vio culminadas todas y cada una de sus etapas, sirvió para que se analizaran detenidamente -previo a su aplicación- las disposiciones legales invocadas, lo cual también permitió a los integrantes de la Comisión Instructora de Juicio Político y de Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal, pudiéramos identificar las normas que a juicio de quienes presentamos la presente Iniciativa, requieren ser adecuadas para otorgar una mayor certidumbre jurídica al procedimiento en cuestión.

Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforma el Artículo 162 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 162. Todo ciudadano, bajo su responsabilidad y mediante la presentación de elementos de prueba, podrá formular denuncia ante el Congreso del Estado, respecto de las conductas relacionadas con el Juicio Político.

En las conductas relacionadas con el inicio del procedimiento de Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal, la denuncia tendrá que formularse en primer término ante la Procuraduría General de Justicia del Estado, Procuraduría General de la República o Procuradurías de otros Estados, según sea el caso, para que éstas a su vez, de ser procedente, le soliciten al Congreso del Estado el inicio del referido procedimiento.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se reforman diversas disposiciones de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 3o.- Son autoridades competentes para aplicar la presente Ley:

I a III.- ….

IV.- La Procuraduría General de Justicia del Estado;

V a XI.- ….

ARTÍCULO 6o.- Podrán ser sujetos de juicio político los Diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; el Gobernador del Estado; los Secretarios del ramo; los subsecretarios; el Fiscal General del Estado; los Fiscales Especializados; los directores generales o su equivalente en las entidades y los directores de las dependencias del Poder Ejecutivo y de la Fiscalía General del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los Jueces de Primera Instancia; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos del Estado; los integrantes de los Concejos Municipales; los directores generales o sus equivalentes de las entidades paraestatales y paramunicipales; así como los titulares e integrantes de los consejos y asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación.

ARTÍCULO 8o.- Redundan en perjuicio de los intereses públicos fundamentales y de su buen despacho:

I a II.- ….

III.- Las violaciones graves y sistemáticas de los derechos humanos y sus garantías individuales o sociales;

IV a VIII.- ….

….

….

ARTÍCULO 12.- Los miembros de la Comisión Instructora y los demás Diputados del Congreso del Estado, que hayan de intervenir en algún acto del procedimiento, podrán excusarse o ser recusados por algunas de las causas e impedimentos que señala el Código Nacional de Procedimientos Penales. Únicamente con expresión de causa, podrá el imputado recusar a unos u otros.

….

ARTÍCULO 13.- Presentada la excusa o la recusación, se calificará dentro de los ocho días naturales siguientes, en un incidente que se sustanciará ante la Comisión Instructora, si se refiere a uno de sus miembros o ante el Congreso si se refiere a los demás Diputados. Si en uno u otro caso se califica de legal la excusa o recusación, se llamará a los suplentes. En el incidente se escuchará al denunciante y al servidor público denunciado, recibiéndose las pruebas correspondientes, las cuales tendrán que presentarse dentro de los primeros tres días naturales de término señalado inicialmente.

ARTÍCULO 15.- La Comisión Instructora, una vez que haya recibido la denuncia notificará personalmente la misma al denunciado dentro de los tres días naturales siguientes, haciéndole saber que deberá informar por escrito en un plazo que no excederá de siete días naturales, lo que a su derecho convenga; si no lo hiciere, se entenderá que niega los hechos de la denuncia.

La notificación deberá realizarse en el domicilio donde vive y habita el denunciado. Si éste no fuere encontrado en su domicilio, se le dejará citatorio para hora fija del día siguiente.

En caso de que no esté presente en la hora señalada, la notificación se le hará por cédula, la cual podrá ser entregada a los parientes, empleados o domésticos del interesado, o a cualquier otra persona adulta que viva en el domicilio señalado. 

Si después que el notificador se hubiere cerciorado de que la persona por notificar vive en la casa y se negare aquél con quien se entiende la notificación a recibir ésta, se hará en el lugar en que  aquella habitualmente trabaje, sin necesidad de que la Comisión Instructora dicte una determinación especial para ello.

Cuando la notificación tampoco pueda realizarse en el lugar donde trabaja el denunciado, se podrá hacer ésta en el lugar en donde se encuentre. En caso de ocultamiento del demandado, la Comisión Instructora podrá ordenar que la notificación de la demanda se haga mediante edicto que se publicará en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado 

En caso de que el servidor público denunciado no presente informe en relación a la denuncia presentada en su contra, o no señale domicilio para oír y recibir notificaciones, las ulteriores notificaciones señaladas en la presente ley se le realizarán mediante cédula de notificación que se fijará en los estrados del Congreso del Estado, con excepción de la notificación señalada en el artículo 22 de la presente ley, la cual tendrá que efectuarse de manera personal.   

ARTÍCULO 15 BIS.- Las notificaciones que ordene realizar el Pleno del Congreso del Estado o la Comisión Instructora, se realizarán a través del personal adscrito a la Oficialía Mayor, preferentemente por conducto de la Dirección de Asuntos Jurídicos.

Cuando la Comisión Instructora o quien presida la Mesa Directiva del Pleno, estime necesario que alguna notificación deba verificarse en compañía de Notario Público, se dispondrá lo necesario para que se haga de esta manera. 

ARTÍCULO 16.- Transcurridos los siete días o en su caso habiendo informado el servidor público lo que a su interés convenga, la Comisión Instructora abrirá un período de prueba de quince días naturales, dentro del cual recibirá las pruebas que ofrezca la Procuraduría General de Justicia del Estado y el servidor público, así como las que la propia Comisión Instructora estime necesarias.

Si al concluir el plazo señalado no hubiese sido posible recibir las pruebas ofrecidas oportunamente o es preciso allegarse otras, la Comisión Instructora podrá ampliarlo en la medida que resulte necesario.

En todo caso, la Comisión Instructora revisará la pertinencia de las pruebas, desestimando las que a su juicio sean improcedentes o contrarias a la moral o buenas costumbres.

Dentro del periodo probatorio la Comisión Instructora podrá practicar las diligencias necesarias, tendientes a conocer con mayor amplitud la conducta o hecho materia de la denuncia; estableciendo las circunstancias del caso y precisando la intervención que haya tenido el servidor público denunciado.

ARTÍCULO 17.- Terminada la fase probatoria, se pondrá el expediente a la vista de las partes por un plazo común de tres días naturales, a fin de que cuenten con los datos necesarios para formular alegatos, mismos que deberán presentar por escrito, dentro de los tres días naturales siguientes a la conclusión del plazo inicialmente mencionado.

ARTÍCULO 18.- Transcurrido el plazo para la presentación de alegatos, la Comisión Instructora formulará sus conclusiones en vista de las constancias del procedimiento. Para este efecto analizará la conducta de los hechos imputados y hará las consideraciones que procedan para justificar, en su caso, la conclusión o la continuación del procedimiento.

ARTÍCULO 20.- Una vez que la Comisión Instructora verifique que se han realizado cada una de las etapas señaladas en la ley, formulará sus conclusiones dentro del plazo de noventa días naturales, contados desde el día siguiente a la fecha en que se le haya turnado la denuncia, a no ser que por causa razonable y fundada se encuentre impedida para hacerlo. 

En este caso, podrá solicitar del Congreso que se amplíe el plazo por el tiempo indispensable para perfeccionar la instrucción. El nuevo plazo que se conceda no excederá de sesenta días.

ARTÍCULO 22.- Una vez emitidas las conclusiones a que se refiere el artículo anterior, la Comisión Instructora las entregará al Presidente de la Mesa Directiva del Pleno del Congreso, quien anunciará que éste deberá reunirse y resolver sobre la imputación, dentro de los diez días naturales siguientes, erigido en jurado de sentencia.

Tal hecho se comunicará al denunciante, y al servidor público denunciado, para que aquel se presente por sí, y éste lo haga personalmente asistido de su defensor, a fin de que aleguen lo que a su derecho convenga.

ARTÍCULO 23.- El Congreso no podrá erigirse en jurado de sentencia, sin que antes se compruebe fehacientemente que el servidor público, su defensor y el denunciante, han sido debidamente notificados para comparecer a la sesión a que se refiere el artículo anterior.

En caso de que el servidor público denunciado no cuente con defensor o no haya dado contestación a la denuncia presentada en su contra, se solicitará al Tribunal Superior de Justicia del Estado, previo a la celebración de la sesión, que ponga a disposición del Congreso un defensor de oficio para los efectos de que el denunciado, si así lo desea, lo nombre para el desarrollo de la referida sesión.

ARTÍCULO 25.- Las declaraciones y resoluciones que en materia de juicio político y de declaración de procedencia emita el Congreso, se acordarán en sesión pública, excepto en la que las buenas costumbres o el interés general exija que la audiencia sea secreta.

ARTÍCULO 26.- El día señalado conforme al artículo 22, el Congreso se erigirá en jurado de sentencia previa declaración de su Presidente. En seguida la Secretaría dará lectura a las conclusiones de la Comisión Instructora. Acto continuo se concederá la palabra al denunciante y en seguida al servidor público o a su defensor, o a ambos si alguno de estos lo solicitare, para que aleguen lo que convenga a sus derechos.

El denunciante podrá replicar y si lo hiciere, el imputado y su defensor podrán hacer uso de la palabra en último término.

Posteriormente los integrantes del Pleno podrán formular preguntas a las partes, con la finalidad de contar con más elementos que les permitan formar un criterio sobre el sentido de su decisión.  

Retirados el denunciante y el servidor público y en su caso, su defensor, el Pleno procederá a discutir y a votar las conclusiones propuestas por la Comisión Instructora.

ARTÍCULO 27.- Si el Congreso resolviere que no procede acusar al servidor público, éste continuará en el ejercicio de su cargo. En caso contrario, el Congreso erigido en Jurado de Sentencia, impondrá las sanciones a que se refieren los artículos 9 y 32 de esta Ley, según sea el caso, mediante la resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros.

ARTÍCULO 28.- Cuando en los términos del segundo párrafo del artículo 110 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 24 de la Ley Federal de Responsabilidad de los servidores públicos, el Congreso del Estado reciba de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, el expediente integrado con motivo del juicio político instaurado en contra del Gobernador del Estado, Diputados del Congreso Local, y Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, éste deberá celebrar una sesión, cuya fecha y hora le será comunicada al servidor público sentenciado.

En la fecha y hora señalada, y una vez reunido el Congreso en Pleno, la Secretaría procederá a dar lectura a las constancias procedimentales que obren en el expediente respectivo.

Conocida que sea la sentencia emitida por la Cámara de Senadores, el Congreso mediante la resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, procederá en los términos que señala la Constitución Política local y demás ordenamientos jurídicos aplicables. La resolución que emita el Congreso en este caso, será inatacable.

Si la remisión del expediente a que se refiere el primer párrafo de este artículo, tuviere lugar una vez concluido el período ordinario de sesiones del Congreso, la Diputación Permanente convocará a un período extraordinario, para que sea el Congreso en pleno, quien acuerde lo procedente.

ARTÍCULO 29.- Para los efectos de este capítulo, por declaración de procedencia se entiende la resolución emitida por el Congreso del Estado, determinando la procedibilidad del enjuiciamiento del servidor público, quien quedará a disposición de la autoridad competente para que sea juzgado exclusivamente por el o los delitos cometidos durante el desempeño de su encargo, conforme a la legislación de la materia.

ARTÍCULO 30.- Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y presentando los elementos de prueba correspondientes, podrá formular por escrito, denuncia o querella, fundada y motivada, ante la Procuraduría General de Justicia del Estado, por la comisión de delitos cometidos durante el tiempo de su encargo por los servidores públicos a que se refiere el artículo 31 de la presente ley.

De ser procedente, la Procuraduría presentará el requerimiento al Congreso del Estado para el inicio del procedimiento de Declaración de Procedencia en Materia de Responsabilidad Penal.

ARTÍCULO 31.- Para proceder penalmente contra el Gobernador del Estado; los diputados del Congreso del Estado; el Auditor Superior del Estado; los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal Electoral; del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo; del Tribunal de Conciliación y Arbitraje; de los Tribunales Distritales; los jueces de primera instancia; los secretarios del ramo; el Procurador General del Estado y los subprocuradores; los presidentes, regidores y síndicos de los Ayuntamientos; los integrantes de los consejos municipales; y así como los titulares e integrantes de los consejos o asambleas generales de los organismos públicos autónomos, cualquiera que sea su denominación, por la comisión de delitos durante el tiempo de su encargo, el Congreso del Estado deberá declarar mediante resolución de las dos terceras partes del total de sus miembros, si ha o no lugar a proceder contra el imputado, sujetándose a la garantía de audiencia.
ARTÍCULO 32.- Corresponde al Congreso del Estado instruir el procedimiento relativo a la declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal.

Presentada la denuncia o querella, o requerimiento del Ministerio Público y ratificada que sea esta dentro de los tres días naturales a la fecha de su presentación, el Presidente del Congreso la turnará, por riguroso orden, a la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, para que dictamine su procedencia, y si por lo tanto amerita el inicio del procedimiento.

De dictaminarse la procedencia de las denuncias, querellas o requerimientos del Ministerio Público, se turnarán a la Comisión Instructora a que se refiere el artículo 11 de esta Ley. En caso contrario, se declarará su improcedencia, archivándose el expediente. Las denuncias anónimas o que no están suscritas o sean ratificadas por el denunciante, no producirán ningún efecto.

Los miembros de la Comisión Instructora, y los demás Diputados del Congreso que hayan de intervenir en algún acto del procedimiento, deberán excusarse o podrán ser recusados en los términos de los artículos 12 y 13 de esta Ley.

ARTÍCULO 33.- Para los efectos de la práctica de diligencias, requisitos legales que deban contener, notificaciones; plazos, y efectos de las mismas, términos y duración del período probatorio y demás actos procedimentales que se efectúen, a partir de que se turne la denuncia o querella o requerimiento del Ministerio Público a la Comisión Instructora, hasta la resolución de declaración emitida por el Congreso del Estado, se observarán en lo pertinente las disposiciones contenidas en los artículos 15, 15 Bis, 16, 17, 18, 19, 20, 21, fracción I y II, 22, 23, 24, 25 y 26 de la presente Ley.

ARTÍCULO 34.- Si el Congreso resolviere que no procede acusar al servidor público denunciado, éste continuará en el ejercicio de su cargo. En caso contrario, el Congreso pondrá al imputado a disposición de la autoridad competente, para los efectos legales que correspondan.

…..

ARTÍCULO 35.- Cuando se trate del Gobernador del Estado, de los Diputados del Congreso Local, de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, de los Magistrados del Tribunal Electoral, o de los consejeros electorales del Consejo General del Instituto Estatal Electoral, éstos quedarán sujetos a la acción del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, el cual fallará en definitiva, previas las formalidades esenciales del procedimiento y con audiencia del imputado, del Ministerio Público y del acusador, si lo hubiere.
ARTÍCULO 36.- Si la declaración del Congreso fuere en sentido negativo, se suspenderá todo procedimiento ulterior, pero ello no será obstáculo para que la imputación por la comisión del delito continúe su curso, cuando el imputado haya concluido el ejercicio de su encargo, pues la resolución no prejuzga los fundamentos de la imputación.

ARTÍCULO 37.- El efecto de la declaración de que ha lugar a proceder contra el imputado, será suspenderlo de su encargo en tanto esté sujeto a proceso penal. Si este culmina en sentencia absolutoria, el imputado podrá reasumir su cargo si no ha concluido el período legal del mismo. Si la sentencia fuese condenatoria, no se concederá al inculpado la gracia del indulto.

ARTÍCULO 40.- Cuando se siga proceso penal a un servidor público de los señalados en el artículo 31 del presente ordenamiento, sin haber satisfecho el procedimiento de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal, quien presida la Mesa Directiva del Congreso librará oficio al Juez o Tribunal que conozca de la causa, a fin de que suspenda el proceso en tanto se plantea y resuelve si ha lugar a proceder penalmente en contra del servidor público.

ARTÍCULO 41.- Cuando en el curso del procedimiento instaurado en contra de un servidor público de los señalados en el artículo 31 de esta Ley, se presentare nueva denuncia en su contra, se procederá respecto de ella con arreglo a este ordenamiento hasta agotar la instrucción de los diversos procedimientos, procurando, de ser posible, la acumulación procesal.

….

ARTÍCULO 42.- Cuando en los términos del 5o. párrafo del artículo 111 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y párrafo 2o. del artículo 28 de la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos, el Congreso del Estado reciba de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, la declaración de procedencia por la posible comisión de delitos federales por parte del Gobernador del Estado, Diputados del Congreso Local, y Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, éste deberá celebrar una sesión, cuya fecha y hora, se le comunicará por la Secretaría del Congreso al servidor público imputado.

….

….

….
ARTÍCULO 43.- Tratándose de la presentación de denuncias o requerimientos del Ministerio Público, por la comisión de delitos, por los servidores públicos a que se refiere el artículo 31 de la presente Ley, una vez concluido el período ordinario de sesiones del Congreso, la Diputación Permanente calificará la importancia o gravedad de los hechos imputados, para determinar si procede convocar al Congreso a un período extraordinario de sesiones, para que sea éste en pleno, quien acuerde lo procedente.

ARTÍCULO 49.- Los plazos a que se refieren los procedimientos de juicio político y de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal, se entienden comprendidos dentro del período ordinario de sesiones del Congreso del Estado, o bien dentro del periodo extraordinario a que se convoque.

ARTÍCULO 50.- En todas las cuestiones relativas a los procedimientos de juicio político y de declaración de procedencia en materia de responsabilidad penal, no previstas en esta Ley, así como en la apreciación de las pruebas, se observarán las disposiciones del Código Nacional de Procedimientos Penales. Asimismo, se atenderán en lo conducente las del Código Penal del Estado.

ARTÍCULO 59.- El Poder Judicial y los Ayuntamientos de la entidad en sus respectivas leyes, códigos o reglamentos, el Poder Legislativo en su Ley Orgánica y los organismos públicos autónomos en sus leyes y reglamentos interiores, establecerán los órganos y procedimientos para determinar las responsabilidades administrativas derivadas del incumplimiento de las obligaciones de los servidores públicos bajo su dependencia, a que se refiere el artículo 52 de la presente ley, así como para aplicar las sanciones correspondientes. En dichos ordenamientos legales se observarán, en lo aplicable, las normas contenidas en esta ley.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se derogan todas aquellas disposiciones legales que se opongan al presente Decreto. 

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 25 de mayo de 2016
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ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMA EL ARTÍCULO 162 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, ASÍ COMO DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS ESTATALES Y MUNICIPALES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 8 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA RECONOCER EXPRESAMENTE EL DERECHO DE ACCESO A INTERNET Y A LA BANDA ANCHA, PRESENTADA por EL GRUPO PARLAMENTARIO “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, EN VOZ DEL DIP. FRANCISCO TOBIAS HERNÁNDEZ 
Los que suscriben, integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, en voz del diputado Francisco Tobias Hernández, de la LX Legislatura del Honorable Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con fundamento en lo dispuesto en el Artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I, y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, ponemos a consideración de ustedes, compañeras y compañeros legisladores, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona el Artículo 8 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El permanente desarrollo de las tecnologías de la información y comunicación ha generado grandes impactos en la vida en sociedad de todos los Coahuilenses; impactos que, cuando lo ameritan, por su valor y trascendencia para la dignidad de las personas, deben ser incorporados en la forma de principios y derechos al sistema jurídico e institucional por el que nos regimos. El acceso a Internet es uno de estos desarrollos tecnológicos que, indiscutiblemente, debe ser abordado en el sistema constitucional local en un marco de reconocimiento, protección y efectividad plena de los derechos humanos en todos sus ámbitos; tal como actualmente se encuentra dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


En esta tesitura, se ha identificado que la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza aún no reconoce como un derecho fundamental el acceso a Internet y a la banda ancha. Es por ello que, a través de la presente Iniciativa, se propone modificar el Artículo 8 constitucional con el propósito de actualizar la Ley Fundamental de los Coahuilenses en ese sentido. Aunque el derecho a la banda ancha e Internet no se encuentren actualmente contenidos en la Constitución local, todas las autoridades y los particulares en nuestra entidad estamos obligados a protegerlos y garantizarlos, a través de cambios normativos, políticas públicas e, incluso, medios administrativos y jurisdiccionales de reclamación. Esto es así en virtud de la interpretación conforme y del principio pro persona, mandatados en el Artículo 1º de la Constitución mexicana, pues es suficiente su reconocimiento por parte de los sistemas internacional y nacional -el cual ya ha tenido lugar- para que cobre vigencia tal obligación. No obstante, se considera de gran relevancia que expresamente se reconozca tal prerrogativa en el marco normativo fundamental del estado.


En la presente Exposición de Motivos se aborda lo relativo al surgimiento y a la evolución de Internet, así como su creciente impacto en la vida diaria de las personas y su utilidad para alcanzar una mayor efectividad de diversos derechos humanos. Asimismo, se señalan y analizan las razones ético-jurídicas que justifican la adición constitucional que se pretende. Se expone y acredita la necesidad y viabilidad de esta innovación constitucional con base en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, en las disposiciones constitucionales federales y en la prospectiva de la misma Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza. La aprobación de esta Iniciativa de Decreto contribuirá a seguir haciendo de Coahuila un estado vanguardista en materia de derechos humanos, así como en lo que respecta al aprovechamiento de los recursos tecnológicos para evolucionar en el reconocimiento material de la dignidad humana y sus manifestaciones.

ORIGEN Y DEFINICIÓN DE INTERNET

El Internet surgió en la década de los sesentas, como resultado de una gran cantidad de proyectos desarrollados al interior de la denominada Agencia de Proyectos de Investigación Avanzados de Defensa (DARPA, por sus siglas en inglés), una agencia del Departamento de Defensa de Estados Unidos, creada en 1958 como consecuencia de los esfuerzos tecnológicos derivados de la denominada “Guerra Fría”.

La historia sobre el origen y la evolución de Internet se encuentra disponible en una gran cantidad de textos alojados en sitios, precisamente, de Internet. Uno de ellos es el creado por Internet Society, una organización global dedicada a la expansión y promoción del acceso de una mayor cantidad de personas a la gran red que ha revolucionado, como ninguna otra creación tecnológica, la forma de comunicación y relación entre las personas
. Según la historia compartida por Internet Society, en agosto de 1968, después de que Lawrance Roberts y la comunidad financiada por DARPA redefinieran la estructura general y las especificaciones de ARPANET (plan publicado en 1967 en el que se desarrolló el concepto de redes informáticas), DARPA publicó una solicitud de presupuesto para desarrollar uno de los componentes clave, los conmutadores de paquetes llamados procesadores de mensajes de interfaz (IMP). La solicitud de presupuesto la ganó en diciembre de 1968 un grupo liderado por Frank Heart, de Bolt, Beranek y Newman (BBN). Mientras, el equipo de BBN trabajaba en los IMP, con Bob Kahn desempeñando un importante papel en el diseño arquitectónico general de ARPANET, Roberts, junto con Howard Frank y su equipo de Network Analysis Corporation, diseñaron la topología y la economía de la red. El sistema de medición de la red lo preparó el equipo de Kleinrock en UCLA. Debido al temprano desarrollo de Kleinrock de la teoría de conmutación de paquetes y a su trabajo en el análisis, el diseño y la medición, su Network Measurement Center de UCLA fue seleccionado como el primer nodo de ARPANET. Se recogió el fruto de estos esfuerzos en septiembre de 1969, cuando BBN instaló el primer IMP en UCLA y se conectó el primer host. El proyecto “Augmentation of Human Intellect” (aumento del intelecto humano, que incluía NLS, un antecedente del sistema de hipertexto), en el Standford Research Institute (SRI), fue el segundo nodo. Un mes más tarde, cuando el SRI se conectó a ARPANET, se envió el primer mensaje de host a host desde el laboratorio de Kleinrock hasta el SRI. Se añadieron dos nodos más, en la Universidad de California en Santa Bárbara y en la de Utah.

En octubre de 1972, Kahn organizó una gran demostración de ARPANET, que tuvo mucho éxito: la primera demostración pública de esta nueva tecnología de redes. En 1972 también se introdujo la aplicación “hot” inicial, el correo electrónico. En marzo, Ray Tomlinson, de BBN, escribió el software básico de envío y lectura de mensajes de correo electrónico, motivado por la necesidad de los desarrolladores de ARPANET de un mecanismo sencillo de coordinación. En julio, Roberts amplió su utilidad escribiendo la primera utilidad de correo electrónico para hacer listas de mensajes, leerlos selectivamente, archivarlos, reenviarlos y responder a los mismos. A partir de ese momento, el correo electrónico se convirtió en la aplicación de red más importante durante más de una década. Esto presagió el tipo de actividad que vemos hoy en día en la World Wide Web, es decir, un crecimiento enorme de todo tipo de tráfico “de persona a persona”.

En el Diccionario de la Real Academia Española se define a Internet como red informática mundial, descentralizada, formada por la conexión directa entre computadoras mediante un protocolo especial de comunicación
.

De acuerdo con una idea consensada amplia
, desde un punto de vista informático, Internet es una red de redes. Sin embargo, bajo este término podemos englobar también al conjunto de personas que utilizan esas redes de información y a la información en sí misma. El World Wide Web, conocido también como Web, es un conjunto de servidores de información multimedia conectados y accesibles sobre esta red de redes (Internet), gracias a la utilización de técnicas de hipertexto. Este sistema se basa en lazos de unión de hipertexto (como el HTML por Hyper Text Markup Language). De esta forma, un usuario que consulta un servidor conectado al Web y que selecciona una palabra clave, puede ser transferido inmediatamente a otro servidor que esté "ligado" al precedente.

INTERNET Y SU TRASCENDENCIA PARA LA 
EFECTIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS

El acceso y uso de Internet incide –y puede incidir– en prácticamente todos los derechos humanos. Si bien es cierto, el derecho a la libertad de expresión y opinión ha sido la prerrogativa que para cuyo ejercicio ha sido más útil el uso de llamada “red de redes”, también es cierto que abundan los campos en los cuales su uso ha derivado en la afectación positiva o negativa de otros tantos derechos humanos.


Enseguida se exponen algunos de los derechos humanos en relación con los cuales Internet ha tenido una mayor influencia. De cada uno de los derechos se presenta una breve noción, una parte de su tratamiento por el derecho nacional y su reconocimiento en algunos instrumentos internacionales.  

A) Libertad de expresión. La libertad de expresión es lo que permite la creación de la opinión pública, esencial para darle contenido a varios principios del Estado constitucional, como lo son algunos derechos fundamentales
. 

Derecho nacional. En el párrafo primero del Artículo 6º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se mandata que “[l]a manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley (…)”
. 

Derecho internacional. En el Artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos se dispone que todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión, y se detalla que este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión.
 

B) Información. El derecho de acceso a la información pública debe entenderse como un derecho constitucional autónomo en función de su diverso origen. No es en exclusiva un derecho que emane de la libertad de expresión en su dimensión de investigar, aunque sin lugar a dudas dicha facultad es un detonante. Tampoco debe entenderse como un derecho emanado de la obligación del Estado de publicitar su actuar, aunque también es un detonante. El derecho de acceso encuentra su nacimiento autónomo en ambas. Es una obligación estatal publicitar así como es un derecho ciudadano investigar. Entre ambos hacen surgir un derecho especial y con entidad propia
. 

Derecho nacional. En los párrafos primero, última oración, y segundo del mismo Artículo 6º constitucional, el cual reconoce el derecho a la libertad de expresión, y estrechamente ligado al mismo, se tutela el derecho de acceso a la información: “El derecho a la información será garantizado por el Estado. Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión”.

Derecho internacional. Al igual que en el caso del derecho nacional, el reconocimiento del derecho de acceso a la información en el derecho internacional se vincula al derecho de la libertad de expresión. Como parte del texto del citado Artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, se contiene en mandato: “…este derecho (el de libertad opinión y expresión) incluye… el de investigar y recibir informaciones y opiniones”.

C) Educación. Por una parte, el derecho a la educación es un derecho de libertad que supone, entre otras cuestiones, que cualquier persona tiene derecho a acceder a una escuela, que los poderes públicos no le pueden prohibir a alguien que ingrese en un determinado centro educativo si ha cumplido con los requisitos establecidos, que los particulares pueden impartir educación y que en la educación superior existe la libertad de cátedra e investigación. Pero, por otra parte, el derecho a la educación tiene un componente prestacional que se puede resumir con las siguientes palabras: es una obligación del Estado construir y mantener el sistema educativo nacional
 (garantía de instrucción).  

Derecho nacional. En el Artículo 3º de la Ley Fundamental de México, uno de los más extensos y desarrollados (a nivel de legislación secundaria) de este ordenamiento primario, entre otras cuestiones, se dispone que todo individuo tiene derecho a recibir educación, así como que la educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar armónicamente todas las facultades del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la Patria, el respeto a los derechos humanos y la conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y en la justicia. Mención especial amerita la definición de democracia que se halla en este artículo, derivada del establecimiento de la obligación de que uno de los criterios que deben de orientar a la educación es el democrático: “…considerando a la democracia no solamente como una estructura jurídica y un régimen político, sino como un sistema de vida fundado en el constante mejoramiento económico, social y cultural del pueblo”.

Derecho internacional. En el Artículo 22 de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1793 se estableció que la instrucción es una necesidad común y que –en ese sentido– la sociedad debe de favorecer con todo su poder los progresos de la razón pública, y poner la instrucción al alcance de todos los ciudadanos
. 

D) No discriminación e inclusión. Se abordan intencionalmente de forma conjunta ambos derechos por la situación de que se encuentran íntimamente vinculados, pues no se explica la eficacia del primero sin la vigencia del segundo. Si la discriminación es una conducta, culturalmente fundada, y sistemática y socialmente extendida, de desprecio contra una persona o grupo de personas, sobre la base de un prejuicio negativo o un estigma relacionado con una desventaja inmerecida, y que tiene por efecto (intencional o no) dañar sus derechos y libertades fundamentales
, si esto es así, la no discriminación es todo lo contrario: no despreciar a una persona o grupo de personas, sobre la base de un prejuicio negativo o estigma relacionado con una desventaja inmerecida. 

Ahora bien, en cuanto a la inclusión, a lo que apela es al reconocimiento de la igual dignidad, que tiene su traslación legal, en expresión de Hannah Arendt, en el “derecho a tener derechos”, y que se vincula con la noción de ciudadanía. La inclusión no es equiparable al mero estatus legal de ciudadano, sino más bien a que las condiciones para el ejercicio de esa igual dignidad sean efectivas en los diferentes ámbitos. También el ámbito de la inclusión supone el respeto de la igual dignidad en el proceso democrático deliberativo
.       


Derecho nacional. Amén de la proliferación relativamente reciente de ordenamientos y normas de desarrollo constitucional que previenen, prohíben y sancionan la discriminación, entre los que destaca la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, en la Carta Magna mexicana se ha establecido su prohibición en diversos artículos. Dicha prohibición encuentra su primera referencia en el párrafo quinto del Artículo 1º: “Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas”.

En cuanto a la inclusión, para los fines de esta iniciativa, con independencia de las ocasiones en las que se puede asumir que se hace referencia implícita a la misma, cuando se aborda explícitamente el tema de la discriminación en la Constitución mexicana, se trata, entre otros, en los siguientes artículos:

Párrafo sexto, fracción IX, del Artículo 3º: “La ley establecerá las reglas para la organización y funcionamiento del Instituto, el cual regirá sus actividades con apego a los principios de independencia, transparencia, objetividad, pertinencia, diversidad e inclusión” (educación). 

Fracción I, del apartado B, del Artículo 6º: “El Estado garantizará a la población su integración a la sociedad de la información y el conocimiento, mediante una política de inclusión digital universal con metas anuales y sexenales” (radiodifusión y telecomunicaciones).

Derecho internacional. En el Artículo 2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos se dispone que “toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición. Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente, como de un territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía”.

DERECHO INTERNACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

Tanto en el marco del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, como en el de la cooperación internacional para el desarrollo, Internet ha sido protegido y considerado, respectivamente, como una potente herramienta para elevar la dignidad y calidad de vida del ser humano. 

En julio de 2012 el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas aprobó la resolución A/HRC/RES/20/8 relativa a la promoción, protección y disfrute de los derechos humanos en Internet, de la cual cabe destacar los primeros tres puntos resolutivos de la misma donde se señala que el Consejo:

1. Afirma que los derechos de las personas también deben estar protegidos en Internet, en particular la libertad de expresión, que es aplicable sin consideración de fronteras y por cualesquiera procedimientos que se elija, de conformidad con el artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos;

2. Reconoce la naturaleza mundial y abierta de Internet como fuerza impulsora de la aceleración de los progresos hacia el desarrollo en sus distintas formas;

3. Exhorta a los Estados a que promuevan y faciliten el acceso a Internet y la cooperación internacional encaminada al desarrollo de los medios de comunicación y los servicios de información y comunicación en todos los países;

(…)


Asimismo, en el Objetivo 9 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 2015-2030 de las Naciones Unidas, relativo a “Construir infraestructuras resilientes, promover la industrialización inclusiva y sostenible, y fomentar la innovación”, se señala como una de sus metas, el “aumentar de forma significativa el acceso a la tecnología de la información y las comunicaciones y esforzarse por facilitar el acceso universal y asequible a Internet”
.


En lo que respecta al Sistema Interamericano de Derechos Humanos, se ha reconocido la importancia del Internet en el desarrollo democrático de los Estados al señalar que “el entorno en línea no solo ha facilitado que los ciudadanos se expresen libre y abiertamente, sino que también ofrece condiciones inmejorables para la innovación y el ejercicio de otros derechos fundamentales como el derecho a la educación y a la libre asociación. Como lo ha sostenido la Asamblea General de la OEA
, las tecnologías de la información y la comunicación (TIC) son cruciales para el desarrollo político, económico, social y cultural, así como un factor esencial para la reducción de la pobreza, la creación de empleo, la protección ambiental y para la prevención y mitigación de catástrofes naturales”
. 

Así pues, en el ámbito internacional existe la convicción de que el Internet es un importante instrumento, cada vez más indispensable, para el desarrollo y ejercicio pleno de los derechos humanos, principalmente el de la libertad de expresión como lo ha considerado el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas. Razón suficiente para su necesario reconocimiento en el régimen interno de cada Estado y, por supuesto, de Coahuila. 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El 11 de junio de 2013 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la reforma constitucional en materia de telecomunicaciones, por la cual el Constituyente Permanente reconoció como un derecho fundamental el acceso al Internet
 y a la banda ancha
. Como se sabe, con anterioridad a esta reforma en el Artículo 6º constitucional ya se reconocía la libertad de expresión y el derecho a la información; no obstante, es a partir de estos derechos básicos que el Poder Reformador de la Constitución construyó la nueva prerrogativa como un catalizador y consecuencia necesaria de los primeros. Así, en el texto constitucional vigente se dispone lo siguiente: 

Artículo 6º. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado por el Estado.

Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión.

El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e Internet. Para tales efectos, el Estado establecerá condiciones de competencia efectiva en la prestación de dichos servicios. 

(…)

B. En materia de radiodifusión y telecomunicaciones:

I. El Estado garantizará a la población su integración a la sociedad de la información y el conocimiento, mediante una política de inclusión digital universal con metas anuales y sexenales. 

(…)


Es importante señalar que en el artículo transitorio Décimo Cuarto de la reforma antes mencionada se dispone que el Ejecutivo Federal tendrá a su cargo la política de inclusión digital universal, la cual, entre otras metas, tendrá como objetivo que por lo menos el 70% de todos los hogares y el 85% de todas las micros, pequeñas y medianas empresas a nivel nacional, cuenten con acceso a Internet con una velocidad real para descarga de información de conformidad con el promedio registrados en los países miembros de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos. Asimismo, se señala que las entidades federativas deberán elaborar las políticas locales de telecomunicaciones y realizarán las acciones tendientes a garantizar el acceso a Internet de banda ancha en edificios e instalaciones de las dependencias y entidades de la administración pública local. 


Con base en esto, en términos del primer artículo de la Constitución Federal, el acceso al Internet y a la banda ancha es un derecho reconocido a todos los mexicanos, y todas las autoridades, incluyendo este Honorable Congreso, están obligadas a promover, respetar, proteger y garantizar esta prerrogativa de acuerdo con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

En esta coyuntura se refleja la importancia de fortalecer los alcances de este derecho a nivel local, en el ámbito de competencias de los Poderes del Estado, incluyendo las facultades de esta Legislatura para modificar el sistema normativo e impulsar políticas públicas locales tendientes a aumentar la eficacia del acceso al Internet y a la banda ancha en todo el territorio de Coahuila, empezando, de acuerdo con la disposición transitoria antes citada, por garantizar dichos derechos en los edificios a cargo de la administración pública estatal y municipal. Todo lo anterior sin obviar el hecho de que, en los términos que marca la Constitución Federal, la materia de telecomunicaciones, donde se incluye la banda ancha y el Internet, está reservada a la Federación.

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

En los artículos 7 y 8 de nuestra Constitución local se reconocen, protegen y garantizan los derechos humanos de todas las personas, entre éstos el derecho a la libertad de expresión en cuya esencia radica la base para expandir la protección constitucional al acceso universal a Internet y a la banda ancha. 


Considerando que en el último párrafo del Artículo 8 se consigna específicamente la libertad de expresión, incluyendo dentro de ésta la libertad de emitir opiniones, de investigar, y de recibir o comunicar informaciones e ideas sin censuras, se deduce que éste es el apartado normativo idóneo para señalar que la libertad de expresión también incluye el derecho de acceso a Internet y a la banda ancha ya reconocido a nivel federal. Homologando así al Constituyente Permanente en el reconocimiento de este importante derecho humano. Esto, sin perjuicio de que, como se ha señalado, el acceso a Internet es un derecho que va mucho más allá del estricto ámbito de la libertad de expresión.  

Es importante recalcar que el hecho de que la materia de telecomunicaciones sea reservada a la Federación en términos del Artículo 73 de la Carta Magna, no representa per se un obstáculo para que los poderes públicos del estado de Coahuila, en el ámbito de las atribuciones que éstos tienen e inclusive en las señaladas en la normatividad federal, coadyuven a materializar la política de inclusión digital universal en el territorio coahuilense, misma que se encuentra a cargo del Ejecutivo Federal. Por el contrario, una correcta coordinación inter-institucional facilitaría una integración más ágil y efectiva de la población radicada en el territorio coahuilense a la sociedad de la información y el conocimiento, lo que garantizaría la inclusión digital mandatada en el Artículo 6, apartado B, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y, paralelamente, impulsaría el desarrollo político, económico, social y cultura de Coahuila.


En virtud de lo anterior, en cumplimiento a lo dispuesto en el último párrafo del artículo transitorio Décimo Cuarto de la reforma constitucional en materia de telecomunicaciones, y con el propósito de reconocer expresamente el derecho de acceso a Internet y a la banda ancha, tomando en consideración que se trata de una prerrogativa cuyo ejercicio contribuye a alcanzar una mayor efectividad de múltiples derechos humanos de los Coahuilenses, como lo son la libertad de expresión y el derecho a la información, así como que constituye un factor relevante para la inclusión, un aspecto esencial para el libre desarrollo de la personalidad y un detonante de la movilidad social, es que se somete a consideración de este Honorable Congreso del Estado, para su revisión, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente:

INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 8 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
ARTICULO ÚNICO.- Se reforma el Artículo 8 párrafo séptimo y se adiciona al mismo un párrafo octavo, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue: 
Artículo 8º…

(…)
(…)

(…)

(…)

(…)

Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión. Este derecho comprende las libertades de opinión y de investigar, recibir o comunicar informaciones o ideas sin censura y a través de cualquier medio, sin más límites que los que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
El acceso a internet y a la banda ancha son derechos reconocidos a todas las personas, de conformidad con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables en la materia.

ARTÍCULO TRANSITORIO PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

ARTÍCULO TRANSITORIO SEGUNDO.- En el ámbito de sus atribuciones, de conformidad con las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de sus normas reglamentarias en la materia, el Gobierno del Estado coadyuvará en la implementación de la política de inclusión digital universal a cargo del Ejecutivo Federal. Asimismo, realizará las acciones tendientes a garantizar el acceso a Internet de banda ancha en edificios e instalaciones de las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal. 

ATENTAMENTE,

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 12 DE MAYO DE 2016

DIPUTADO FRANCISCO TOBIAS HERNANDEZ

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 8 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL CÓDIGO FINANCIERO PARA LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTA EL DIPUTADO FRANCISCO TOBIAS HERNÁNDEZ, CONJUNTAMENTE CON LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIERREZ ORTIZ” DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

HONORABLE PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

P R E S E N T E.-

COMPAÑERAS Y COMPAÑEROS DIPUTADOS.

El suscrito, Diputado Francisco Tobias Hernández, conjuntamente con las Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido Revolucionario Institucional, que también suscriben el presente documento, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 22 fracción V, 144 fracción I, 147, 153, 154, 168 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, nos permitimos presentar a esta Soberanía la presente Iniciativa con proyecto de Decreto por la cual se reforma el Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza:

E X P O S I C I Ó N  D E  M O T I V O S
El 7 de noviembre de 2013 fue publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, el nuevo Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, el cual trajo entre sus innovaciones el principio de equilibrio presupuestal, así como una mejor vinculación entre el presupuesto, las metas, los objetivos y programas con los Planes Municipales de Desarrollo, así mismo se tomaron medidas contundentes para llevar una mejor fiscalización y rendición de cuentas, y que el ejercicio del presupuesto se haga de una manera más transparente.

En este contexto, la reforma dio paso a que se cumplieran con muchos objetivos primordiales como lo es el combate a la pobreza y la lucha contra la violencia y criminalidad, toda vez que se obligó a los ayuntamientos a destinar una partida de su presupuesto para la prevención y erradicación de la pobreza extrema y a su vez permitió que se fortalecieran las instituciones de seguridad pública para combatir la inseguridad.

En este orden de ideas, la emisión de este Código trajo muchos beneficios para todos los coahuilenses, así como una mejor distribución del gasto público, lineamientos claros y precisos que otorgan a los municipios las herramientas necesarias para llevar un mejor control y administración de sus recursos. Sin embargo lo anterior no quiere decir que este ordenamiento no pueda seguir perfeccionándose, a efecto de hacerlo más claro, para mejorar su aplicabilidad.

Por lo anterior, es conveniente reformar el artículo 52 referente a los sujetos obligados a pagar el impuesto sobre adquisición de inmuebles, que a la letra establece lo siguiente: “Están obligados al pago de este Impuesto, las personas físicas o morales que adquieran los inmuebles y derechos sobre los mismos a que se refiere la Sección anterior.” Cabe destacar que no existe “sección anterior” por lo que al hablar sobre ésta, se refiere a los artículos que le anteceden, los cuales establecen el objeto del impuesto sobre adquisición de inmuebles y que forman parte del capítulo segundo referente al mismo. Por tal motivo es que se propone reformar dicho artículo a efecto de que este error de redacción sea corregido y quede de la siguiente manera: “… los inmuebles y derechos sobre los mismos a que se refiere este capítulo.”
Cabe destacar que es nuestra obligación  brindar un marco jurídico claro, preciso y que otorgue certeza jurídica a todos los coahuilenses, más aún cuando se trata de materia fiscal y financiera.

En virtud de lo anterior, es que ponemos a su consideración, para su revisión, análisis y en su caso aprobación, la siguiente iniciativa de:
DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL CÓDIGO FINANCIERO PARA LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

ÚNICO.- Se reforma el primer párrafo del artículo 52 del Código Financiero para los Municipios del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue: 

…

ARTÍCULO 52.- Están obligados al pago de este Impuesto, las personas físicas o morales que adquieran los inmuebles y derechos objeto del impuesto.
…

TRANSITORIOS
ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
ATENTAMENTE,

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 26 DE MAYO DE 2016

DIPUTADO FRANCISCO TOBIAS HERNANDEZ

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL CÓDIGO FINANCIERO PARA LOS MUNICIPIOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “ALONSO JOSÉ RICARDO LUJAMBIO IRAZÁBAL” del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por los Artículos 59, fracción I,  y 67, fracción I, de la Constitución Política del Estado; y 21, fracción IV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, sometemos a la consideración de esta Honorable Asamblea, la presente Iniciativa con Proyecto de Decreto para modificar diversas disposiciones del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza,  al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La reforma en materia político-electoral publicada en el Diario Oficial de la Federación en fecha 10 de febrero de 2014, plasmó las bases para una profunda transformación del marco electoral mexicano, tanto en el ámbito federal como en el local; se crearon nuevas reglas, figuras, condiciones, plazos, postulados y criterios en rubros que demandaban un cambio, de parte de los partidos políticos, las organizaciones civiles, las asociaciones políticas, los electores y la sociedad en general. Entre otros, podemos citar:

I.- Nuevas reglas para campañas y precampañas. 

II.- Candidaturas independientes.

III.- Paridad de Género.

IV.- Nueva fórmula de representación proporcional de diputados.

V.- Mayor control en la fiscalización de los recursos de los partidos y para las campañas políticas.

VI.- Creación de organismos públicos electorales locales, no sujetos a los poderes ejecutivos locales.

VII.- Nuevas y bien delimitadas atribuciones para los OPLES antes mencionados.

VIII.- La reelección de munícipes y legisladores.

IX.- Las alcaldías de tres años para los estados que desean implementar la reelección municipal.

X.- Un porcentaje de votación nacional único para conservar el registro de los institutos políticos.

XI.- Nuevas reglas en materia de acceso a Radio y Televisión.

XII.- Un régimen nuevo en materia de publicidad institucional,  y de los partidos políticos fuera de periodos electorales.

XIII.- El empate de elecciones.

XIV.- La creación del INE; y,

XV.- El replanteamiento de la Geografía electoral nacional y local; entre otros.

A los OPLES les fueron asignadas las atribuciones siguientes, de acuerdo a la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales:

CAPÍTULO V

De las Atribuciones de los Organismos Públicos Locales

Artículo 104.

1. Corresponde a los Organismos Públicos Locales ejercer funciones en las siguientes materias:

a)
Aplicar las disposiciones generales, reglas, lineamientos, criterios y formatos que, en ejercicio de las facultades que le confiere la Constitución y esta Ley, establezca el Instituto;

b)
Garantizar los derechos y el acceso a las prerrogativas de los partidos políticos y candidatos;

c)
Garantizar la ministración oportuna del financiamiento público a que tienen derechos los partidos políticos nacionales y locales y, en su caso, a los Candidatos Independientes, en la entidad;

d)
Desarrollar y ejecutar los programas de educación cívica en la entidad que corresponda;

e)
Orientar a los ciudadanos en la entidad para el ejercicio de sus derechos y cumplimiento de sus obligaciones político-electorales;

f)
Llevar a cabo las actividades necesarias para la preparación de la jornada electoral;

g)
Imprimir los documentos y producir los materiales electorales, en términos de los lineamientos que al efecto emita el Instituto;

h)
Efectuar el escrutinio y cómputo total de las elecciones que se lleven a cabo en la entidad federativa que corresponda, con base en los resultados consignados en las actas de cómputos distritales y municipales;

i)
Expedir las constancias de mayoría y declarar la validez de la elección a los candidatos que hubiesen obtenido la mayoría de votos así como la constancia de asignación a las fórmulas de representación proporcional de las legislaturas locales, conforme al cómputo y declaración de validez que efectúe el propio organismo;

j)
Efectuar el cómputo de la elección del titular del Poder Ejecutivo en la entidad de que se trate;

k)
Implementar y operar el Programa de Resultados Electorales Preliminares de las elecciones que se lleven a cabo en la entidad, de conformidad con las reglas, lineamientos, criterios y formatos que para el efecto emita el Instituto;

l)
Verificar el cumplimiento de los criterios generales que emita el Instituto en materia de encuestas o sondeos de opinión sobre preferencias electorales que deberán adoptar las personas físicas o morales que pretendan llevar a cabo este tipo de estudios en la entidad de que se trate;

m)
Desarrollar las actividades que se requieran para garantizar el derecho de los ciudadanos a realizar labores de observación electoral en la entidad de que se trate, de acuerdo con los lineamientos y criterios que emita el Instituto;

n)
Ordenar la realización de conteos rápidos basados en las actas de escrutinio y cómputo de casilla a fin de conocer las tendencias de los resultados el día de la jornada electoral, de conformidad con los lineamientos emitidos por el Instituto;

ñ)
Organizar, desarrollar, y realizar el cómputo de votos y declarar los resultados de los mecanismos de participación ciudadana que se prevean en la legislación de la entidad federativa de que se trate;

o)
Supervisar las actividades que realicen los órganos distritales locales y municipales en la entidad correspondiente, durante el proceso electoral;

p)
Ejercer la función de oficialía electoral respecto de actos o hechos exclusivamente de naturaleza electoral;

q)
Informar a la Unidad Técnica de Vinculación con los Organismos Públicos Locales, sobre el ejercicio de las funciones que le hubiera delegado el Instituto, conforme a lo previsto por esta Ley y demás disposiciones que emita el Consejo General, y

r)
Las demás que determine esta Ley, y aquéllas no reservadas al Instituto, que se establezcan en la legislación local correspondiente.

Es anotarse lo que establecieron los artículos transitorios de la Reforma Constitucional Federal en Materia Político-Electoral multicitada, de los cuales, destacamos los siguientes:

……………

TERCERO.- El Congreso de la Unión deberá expedir, durante el segundo periodo de sesiones ordinarias del segundo año de ejercicio de la LXII Legislatura, la ley que reglamente el párrafo octavo del artículo 134 de esta Constitución, la que establecerá las normas a que deberán sujetarse los poderes públicos, los órganos autónomos, las dependencias y entidades de la administración pública y de cualquier otro ente de los tres órdenes de gobierno, y que garantizará que el gasto en comunicación social cumpla con los criterios de eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez, así como que respete los topes presupuestales, límites y condiciones de ejercicio que establezcan los presupuestos de egresos respectivos.

CUARTO.- Las adiciones, reformas y derogaciones que se hacen a los artículos 35; 41; 54; 55; 99; 105 fracción II inciso f); 110 y 111 por lo que hace a la denominación del Instituto Nacional Electoral, y 116, fracción IV, de esta Constitución, entrarán en vigor en la misma fecha en que lo hagan las normas a que se refiere el Transitorio Segundo anterior, sin perjuicio de lo previsto en el transitorio Quinto siguiente.

La adición del cuarto párrafo a la base I del artículo 41 de esta Constitución, relativa al porcentaje de votación necesaria para que los partidos políticos conserven su registro, entrará en vigor al día siguiente de la publicación del presente Decreto.

Las reformas a que se refiere el primer párrafo del presente transitorio, respecto de entidades federativas que tengan procesos electorales en 2014, entrarán en vigor una vez que hayan concluido dichos procesos.

………….

DÉCIMO PRIMERO.- La reforma al artículo 59 de esta Constitución será aplicable a los diputados y senadores que sean electos a partir del proceso electoral de 2018.

DÉCIMO SEGUNDO.- Las adiciones, reformas y derogaciones que se hacen a los artículos 69, párrafo tercero; 74, fracciones III y VII; 76, fracciones II y XI; 89, fracción II, párrafos segundo y tercero, y fracción XVII, entrarán en vigor el 1o. de diciembre de 2018.

DÉCIMO TERCERO.- La reforma al artículo 116 de esta Constitución en materia de reelección de diputados locales, así como a diputados a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, no será aplicable a los legisladores que hayan protestado el cargo en la legislatura que se encuentre en funciones a la entrada en vigor del presente Decreto.

DÉCIMO CUARTO.- La reforma al artículo 115 de esta Constitución en materia de reelección de presidentes municipales, regidores y síndicos no será aplicable a los integrantes que hayan protestado el cargo en el Ayuntamiento que se encuentre en funciones a la entrada en vigor del presente Decreto.

En esta secuencia, en el Congreso local hemos llevado realizado las adecuaciones de nuestra Constitución local con la Carta Magna Federal  y algunas de las disposiciones de la Ley General de Instituciones Políticas y Procedimientos Electorales. Sin embargo; aún falta que adecuemos el Código Electoral para el Estado de Coahuila con el fin de desarrollar las disposiciones de los textos normativos antes señalados, y dotar al proceso electoral del año 2017 de la certeza, legalidad y seguridad jurídica que se necesita y estamos obligados a realizar como legisladores en bien de los principios de la democracia y las instituciones electorales, así como en cumplimiento a las premisas constitucionales federales que dieron pie a este nuevo marco jurídico-electoral mexicano.

Por los razonamientos y fundamentos legales expuestos, sometemos a la consideración de esta H. Pleno el siguiente proyecto de:

Decreto

ARTÍCULO ÚNICO: Se modifica el numeral del artículo 1, se modifica también el contenido de los incisos a), b) k) i) y se agrega el inciso p) al artículo 2; se modifica el contenido de los incisos a), b) c) d) y e) y se adicional los incisos del f) al t) sin suprimir ninguno entre ambos, del artículo 3; se modifica el contenido de los numerales 3 y 4 del artículo 4;  así como el contenido de los  numerales 6 y 7 del artículo 6; se deroga el contenido del numeral 1 y se modifica el contenido del numeral 2 del artículo 11,; se modifica el contenido de los numerales 1 y 3 del artículo 14; se modifica todo el contenido del artículo 18; el contenido de los artículos 20, 31, 56, 57, 58, 59, 60, 64, 134 y 157 del Código Electoral del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 1.

1.
Las disposiciones de este Código son de orden público y de observancia general en el Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en materia de instituciones políticas y procedimientos electorales de acuerdo a lo establecido por la Ley General de Instituciones Políticas y Procedimientos Electorales, La Ley General de Partidos y demás disposiciones legales y acuerdos del Instituto Nacional Electoral que resulten aplicables.

Artículo 2. 

1.
Para los efectos de este Código se entenderá por:

a) Ley General: La Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales;

b) Ley General de Partidos: La Ley General de Partidos Políticos; 

c)
 ……..

d)
………

e)
 ………..

f)
 …………

g)
 …………..

h)
 …………

i)
 ……………..

j)
 ……………..

k)
INE: El Instituto Nacional Electoral;

l)
Instituto: El Instituto Electoral  de Coahuila;

m)
 ………. 

n)
 …………

o)
 …………..

p)
Unidad  Técnica de Fiscalización: La Unidad de Fiscalización de los Recursos de los partidos Políticos del Instituto.

Artículo 3. 

1.
Este Código reglamenta las normas constitucionales y generales relativas a:

a) Aplicar las disposiciones generales, reglas, lineamientos, criterios y formatos que, en ejercicio de las facultades que le confiere la Constitución General, la particular del Estado de Coahuila de Zaragoza, la Ley General y este Código, sin perjuicio de las funciones que mediante acuerdo del INE, le sean delegadas al Instituto.

b)
Los derechos y el acceso a las prerrogativas de los partidos políticos y candidatos;

c)
La ministración oportuna del financiamiento público a que tienen derechos los partidos políticos nacionales y locales y, en su caso, a los Candidatos Independientes, en la entidad;

d)
Desarrollar y ejecutar los programas de educación cívica en Coahuila. 

e)
Orientar a los ciudadanos en la entidad para el ejercicio de sus derechos y cumplimiento de sus obligaciones político-electorales;

f)
Llevar a cabo las actividades necesarias para la preparación de la jornada electoral;

g)
Imprimir los documentos y producir los materiales electorales, en términos de los lineamientos que al efecto emita el INE;

h)
Efectuar el escrutinio y cómputo total de las elecciones  locales; 

i)
Expedir las constancias de mayoría y declarar la validez de la elección a los candidatos que hubiesen obtenido la mayoría de votos así como la constancia de asignación a las fórmulas de representación proporcional  y las declaraciones de validez correspondientes;

j)
Efectuar el cómputo de la elección del titular del Poder Ejecutivo;

k)
Implementar y operar el Programa de Resultados Electorales Preliminares de las elecciones que se lleven a cabo en la entidad, de conformidad con las reglas, lineamientos, criterios y formatos que para el efecto emita el INE;

l)
Verificar el cumplimiento de los criterios generales que emita el INE en materia de encuestas o sondeos de opinión sobre preferencias electorales que deberán adoptar las personas físicas o morales que pretendan llevar a cabo este tipo de estudios en el estado de Coahuila de Zaragoza. 

m)
Las actividades que se requieran para garantizar el derecho de los ciudadanos a realizar labores de observación electoral en la entidad de que se trate, de acuerdo con los lineamientos y criterios que emita el INE;

n)
Ordenar la realización de conteos rápidos basados en las actas de escrutinio y cómputo de casilla a fin de conocer las tendencias de los resultados el día de la jornada electoral, de conformidad con los lineamientos emitidos por el INE;

ñ)
Organizar, desarrollar, y realizar el cómputo de votos y declarar los resultados de los mecanismos de participación ciudadana que se prevean en  la legislación del estado; 

o)
Supervisar las actividades que realicen los órganos distritales locales y municipales en la entidad  durante el proceso electoral;

p)
Ejercer la función de oficialía electoral respecto de actos o hechos exclusivamente de naturaleza electoral;

q)
Informar a la Unidad Técnica de Vinculación con los Organismos Públicos Locales, sobre el ejercicio de las funciones que le hubiera delegado el INE, conforme a lo previsto por la Ley General y demás disposiciones que emita el Consejo General del INE;

r)
Vigilar el cumplimiento de las disposiciones relativas a propaganda y publicidad institucional en los términos del artículo 134 Constitucional y de la Ley General; 

s) Las candidaturas independientes;

t) La reelección de munícipes y legisladores locales; y,

Las demás que determine la legislación aplicable, y aquéllas no reservadas al INE,  así como las establecidas en la Ley Orgánica del Instituto Electoral de Coahuila.
 ………

Artículo 4. 

1……

2…….

3.
La promoción de la participación ciudadana para el ejercicio del derecho al sufragio corresponde al INE, al Instituto, y a los partidos políticos y sus candidatos. El INE emitirá las reglas a las que se sujetarán las campañas de promoción del voto que realicen otras organizaciones.

4.
El INE dispondrá lo necesario para asegurar el cumplimiento de las normas antes establecidas y de las demás dispuestas en este Código en cuanto a facultades concurrentes o delegables. 

Artículo 6.

1….

2….

3….

4….

6.
Los ciudadanos coahuilenses podrán participar como candidatos independientes a los cargos de elección popular, cumpliendo los requisitos y bases establecidas en el presente Código,  y en su caso, los criterios y directrices establecidas por el Instituto cuando sean constitucionalmente válidos.

7.
Es obligación de los ciudadanos integrar las mesas directivas de casilla y los distintos órganos electorales del estado en los términos de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y de este Código.

Artículo 11. 

1. Se deroga….

2.
 Cada partido registrar una lista de candidatos a diputados locales de representación proporcional cumpliendo con la equidad de género, alternándolos en el orden de preferencia. 

…….

Artículo 14.

1.
Los Ayuntamientos se integrarán en la forma prevista por la Constitución General, la particular del Estado y el Código Municipal  para el Estado de Coahuila de Zaragoza. 

2.
 ………..

3.
Los Ayuntamientos se renovarán cada tres años y se integrarán conforme a lo dispuesto por la Constitución General y las leyes aplicables……

Artículo 18.

Antes de iniciar el reparto de diputaciones de representación proporcional deberá garantizarse en primer lugar que la legislatura quede integrada con diputados electos, según los principios de mayoría relativa y de representación proporcional, en donde ningún partido político podrá contar con un número de diputados por ambos principios que representen un porcentaje del total de la legislatura que exceda en ocho puntos su porcentaje de votación emitida. Esta base no se aplicará al partido político que por sus triunfos en distritos uninominales obtenga un porcentaje de curules del total de la legislatura, superior a la suma del porcentaje de su votación emitida más el ocho por ciento. Asimismo, en la integración de la legislatura, el porcentaje de representación de un partido político no podrá ser menor al porcentaje de votación que hubiere recibido menos ocho puntos porcentuales.

1.
Para la distribución de los diputados de representación proporcional, se hará de conformidad con las fórmulas de   cociente natural y resto mayor, y de acuerdo a lo establecido en el párrafo tercero de la fracción II del artículo 116 de la Constitución General de la República, y en los artículos 33, 34 y 35 de la Constitución del Estado, siempre que hayan obtenido por lo menos el 3.5% de votación, y  se aplicarán conforme a las bases siguientes: 

a)
Para la primera ronda de asignación se empleará el procedimiento de cociente natural, para lo cual se procederá a obtener la votación relativa, que será la suma total de las votaciones obtenidas por los partidos políticos con derecho a diputaciones de representación proporcional, una vez descontada la votación utilizada en el procedimiento anterior, la que a su vez se dividirá entre el número de diputaciones por asignar para obtener el cociente natural. Realizado lo anterior, se asignarán tantas curules como número de veces contenga su votación restante al cociente natural. 

Para tal efecto, en primer término se le asignarán diputaciones al partido que obtenga el mayor índice de votación y después, en forma descendente, a los demás partidos políticos con derecho a ello. 

c)
Si después de aplicar el cociente natural restan curules por repartir, éstas se asignarán aplicando la fórmula de resto mayor, en orden decreciente según los votos que resten a cada partido político. 

Se entiende por resto mayor, el remanente de votación más alto de cada partido político después de deducir la que utilizó para la asignación de Diputados a que se refieren todas las fracciones anteriores.

d)
Se establece una circunscripción única para todo el Estado; cada partido registrará una lista con nueve fórmulas de candidatos, en orden de prelación;

e)
  Se entiende por votación válida emitida la que resulte de deducir de la suma de todos los votos depositados en las urnas los votos nulos y los correspondientes a los candidatos no registrados.

Artículo 19....

1.....

2......

a)...

b)....

c)....

3....

a)....

b) Que obtengan, por lo menos, el  3.5 % del total de la votación válida emitida en el Municipio correspondiente.

4. La asignación de regidores de representación proporcional se hará conforme a las fórmulas de cociente natural y resto mayor, de acuerdo con las bases siguientes: 

a) Para la primera ronda de asignación, se procederá a aplicar el procedimiento de cociente natural en la circunscripción municipal, para lo cual se  obtendrá la votación relativa, que será la suma total de las votaciones obtenidas por los partidos políticos con derecho a regidurías de representación proporcional, la que a su vez se dividirá entre el número de regidurías por asignar para obtener el cociente natural. Realizado lo anterior, se asignarán tantas regidurías como número de veces contenga su votación en relación al cociente natural. 

 b) Si después de aplicar el cociente natural restan regidurías por repartir, éstas se asignarán aplicando la fórmula de resto mayor, en orden decreciente según los votos que resten a cada partido político. Se entiende por resto mayor, el remanente de votación más alto de cada partido político después de deducir la que utilizó para la asignación de regidores a que se refieren todas las fracciones anteriores.

Artículo 20.

1.
 Las elecciones ordinarias deberán celebrarse el primer domingo de junio del año que corresponda, para elegir:

a)
……..

b)
…………..

c)
Ayuntamientos, cada tres años.

Artículo 31.

1. El partido político con registro condicionado al resultado de las elecciones obtendrá el registro definitivo cuando haya alcanzado por lo menos el 3.5% de la votación válida emitida en la elección de diputados. El partido político estatal que no obtenga la votación requerida perderá sus derechos y prerrogativas y quedará sujeto al proceso de liquidación que dispone el presente Código.

……..

Artículo 56.-

1. Los partidos políticos podrán constituir frentes, para alcanzar objetivos políticos y sociales compartidos de índole no electoral, mediante acciones y estrategias específicas y comunes.

2. …………….

Artículo 57.-

1. Los partidos políticos nacionales y estatales podrán formar coaliciones para las elecciones de Gobernador, diputados a la legislatura local de mayoría relativa y de ayuntamientos.

2. Los partidos políticos que pretendan integrar coalición se sujetarán a las siguientes reglas:

3.- Los partidos políticos no podrán postular candidatos propios donde ya hubiere  candidatos de la coalición de la que ellos formen parte;

4.- Ningún partido político podrá registrar como candidato propio a quien ya haya sido registrado como candidato por alguna coalición, y

5.- Ningún partido político podrá registrar a un candidato de otro partido político. No se  aplicará esta prohibición en los casos en que exista coalición en los términos del presente Capítulo.

6. Ninguna coalición podrá postular como candidato de la coalición a quien ya haya sido registrado como candidato por algún partido político. 

7. Los partidos políticos que se coaliguen para participar en las elecciones, deberán celebrar y registrar el convenio correspondiente en los términos del presente Capítulo.

8.- El convenio de coalición podrá celebrarse por dos o más partidos políticos.

9.- El convenio de coalición podrá modificarse en términos de esta Ley.

10. Los partidos políticos no podrán celebrar más de una coalición en un mismo proceso electoral local.

11. Los partidos políticos no podrán distribuir o transferirse votos mediante convenio de coalición.

12. Concluida la etapa de resultados y de declaraciones de validez de las elecciones de diputados al Congreso del Estado terminará automáticamente la coalición por la que se hayan postulado candidatos, en cuyo caso los candidatos a diputados de la coalición que resultaren electos quedarán comprendidos en el partido político que se haya señalado en el convenio de coalición, y que deberá ser el partido político en el cual el candidato milita, salvo que no pertenezca formalmente a ningún partido integrante de la coalición. 

Independientemente del tipo de elección, convenio y términos que en el mismo adopten los partidos políticos coaligados, cada uno de ellos aparecerá con su propio emblema en la boleta electoral, según la elección de que se trate; los votos se sumarán para el candidato de la coalición y contarán para cada uno de los partidos políticos para todos los efectos establecidos en esta Ley.

Los votos en los que se hubiesen marcado más de una opción de los partidos políticos coaligados, serán considerados válidos para el candidato postulado, contarán como un solo voto.

En todo caso, cada uno de los partidos políticos coaligados deberá registrar listas propias de candidatos a diputados por el principio de representación proporcional.

Las coaliciones deberán ser uniformes. Ningún partido político podrá participar en más de una coalición y éstas no podrán ser diferentes, en lo que hace a los partidos políticos que las integran, por tipo de elección.

Artículo 58.-

1. Los partidos políticos podrán formar coaliciones totales, parciales y flexibles para cada tipo de elección.

2. Se entiende como coalición total, aquélla en la que los partidos políticos coaligados postulan en un mismo proceso local, a la totalidad de sus candidatos a puestos de elección popular bajo una misma plataforma electoral.

3. Si dos o más partidos políticos se coaligan en forma total para las elecciones de diputados, deberán coaligarse para la elección de Gobernador.

4. Si una vez registrada la coalición total, la misma no registrara a los candidatos a los cargos de elección, en los términos del párrafo anterior, y dentro de los plazos señalados para tal efecto en la presente Ley, la coalición y el registro del candidato para la elección de Gobernador quedará automáticamente sin efectos.

5. Coalición parcial es aquélla en la que los partidos políticos coaligados postulan en un mismo proceso electoral, al menos al cincuenta por ciento de sus candidatos a puestos de elección popular bajo una misma plataforma electoral.

6. Se entiende como coalición flexible, aquélla en la que los partidos políticos coaligados postulan en un mismo proceso electoral, al menos a un veinticinco por ciento de candidatos a puestos de elección popular bajo una misma plataforma electoral.

Artículo 59.-

1.
En el caso de coalición, independientemente de la elección para la que se realice, cada partido conservará su propia representación en los consejos del Instituto y ante las mesas directivas de casilla.

Artículo 60.-

El convenio de coalición contendrá en todos los casos:

a) Los partidos políticos que la forman;

b) El proceso electoral local que le da origen;

c) El procedimiento que seguirá cada partido político para la selección de los candidatos que serán postulados por la coalición;

d) Se deberá acompañar la plataforma electoral y, en su caso, el programa de gobierno que sostendrá su candidato a Gobernador, así como los documentos en que conste la aprobación por los órganos partidistas correspondientes;

e) El señalamiento, de ser el caso, del partido político al que pertenece originalmente cada uno de los candidatos registrados por la coalición y el señalamiento del partido político en el que quedarían comprendidos en el caso de resultar electos, y que deberá ser el partido político en el cual candidato milita, salvo que no pertenezca formalmente a ningún partido integrante de la coalición, y 

f) Para el caso de la interposición de los medios de impugnación previstos en esta Ley, quien ostentaría la representación de la coalición.

En el convenio de coalición se deberá manifestar que los partidos políticos coaligados, según el tipo de coalición de que se trate, se sujetarán a los topes de gastos de campaña que se hayan fijado para las distintas elecciones, como si se tratara de un solo partido político. De la misma manera, deberá señalarse el monto de las aportaciones de cada partido político coaligado para el desarrollo de las campañas respectivas, así como la forma de reportarlo en los informes correspondientes.

A las coaliciones totales, parciales y flexibles les será otorgada la prerrogativa de acceso a tiempo en radio y televisión en los términos previstos por la Ley General.

En todo caso, los mensajes en radio y televisión que correspondan a candidatos de coalición deberán identificar esa calidad y el partido responsable del mensaje.

Es aplicable a las coaliciones electorales, cualquiera que sea su ámbito territorial y tipo de elección, en todo tiempo y circunstancia, lo establecido en el segundo párrafo del Apartado A de la Base III del artículo 41 de la Constitución Federal.

………..

CAPÍTULO TERCERO

Se deroga

Artículo 63.- Se deroga…..

Artículo 64.-

1……

Incisos a) al c)….

d) No obtener por lo menos el 3.5% de la votación válida emitida en la elección de diputados inmediata anterior……..

Articulo 134 

1. …..

2. ……

a)
Las precampañas en el caso de la elección de Gobernador iniciarán sesenta y cinco días después de iniciado el proceso. No podrán durar más de CUARENTA días.

b)
Respecto a las precampañas en que se renueve el Congreso del Estado, las precampañas darán inicio ciento cinco días después de iniciado el proceso. No podrán durar más de TREINTA días.

c)……..

d) Se deroga….

3. ……

4.
Los partidos políticos harán uso del tiempo en radio y televisión que conforme a la Constitución General, la Ley  General de Instituciones y este Código les corresponda para la difusión de sus procesos de selección interna de candidatos a cargos de elección popular, de conformidad con las reglas y pautas que determine el Instituto Federal. Los precandidatos debidamente registrados podrán acceder a radio y televisión exclusivamente a través del tiempo que corresponda en dichos medios al partido político por el que pretenden ser postulados.

5………

Artículo 157.

1.
Las campañas electorales para Gobernador tendrán  una duración de sesenta y cinco días. 

2.
Las campañas electorales para diputados tendrán una duración de cuarenta y cinco días.

3.
Las campañas electorales municipales tendrán la duración  de treinta y cinco días, con excepción de lo siguiente:

A)
En los municipios cuyo número de ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores del municipio de que se trate, exceda de ciento CINCUENTA MIL  tendrán una duración de CINCUENTA DIAS.

B)
La lista nominal de electores que se tomará en cuenta, será la más actualizada de que el Instituto disponga en el proceso electoral del año que corresponda.

4. …….

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Los presidentes municipales electos en el año 2017 durarán en su encargo un año, con la finalidad de empatar su elección con el proceso electoral federal.

Publíquese el presente decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 

SALTILLO, COAHUILA A 26 DEL MES DE MAYO DE 2016

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”GRUPO PARLAMENTARIO

“Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”
DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

      COORDINADOR
DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ
H. Pleno del Congreso del 

Estado de Coahuila de Zaragoza.

El que suscribe, diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares”, del Partido Primero Coahuila, con fundamento en el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como en los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I, 159 y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, pongo a consideración de ustedes, compañeras y compañeros legisladores, la siguiente iniciativa de reforma a la Ley de la Promotora para el Desarrollo Rural de Coahuila de Zaragoza, al tenor de la siguiente:
Exposición de Motivos

Históricamente nuestro país, tiene una esencia agrícola y ganadera, prueba de ello es la extensa zona que se dedica a la producción de muy diversos y variados cultivos. Actualmente dicha zona, ocupa poco más del 13 por ciento del total del territorio nacional, lo que equivale a 145 millones de hectáreas dedicadas a la agricultura, donde se cultivan más de 200 productos a lo largo del año en distintas épocas, ya sea a campo abierto o bajo agricultura protegida.

Por desgracia, el campo mexicano en las últimas décadas se ha visto gravemente afectado, producto de las intensas y prolongadas sequias que han afectado a millones principalmente de pequeños productores cuya única fuente de ingresos es la agricultura o la ganadería.

Sumado a ello encontramos, que producto de la migración de la población joven que habitaba en las zonas rurales a las ciudades, los campesinos se convirtieron en una generación con una edad promedio de entre 60 a 65 años, lo cual dificulta a un más la capacidad para lograr que el campo pueda producir de una manera adecuada.

Los gobiernos federal, estatal y municipal, siempre dentro de sus presupuestos y programas de acciones, cuentan con apoyos dirigidos al sector agropecuario y agrícola con el fin de incentivar el desarrollo de las comunidades rurales.

Por otro lado les comento, que de acuerdo a datos con que cuenta el INEGI, se estima que cuando menos el 10 por ciento de los mexicanos vive con alguna discapacidad física, mental o sensorial. Desafortunadamente la población del área rural no está exenta de contar entre sus miembros con este tipo de personas vulnerables. Razón por la cual consideramos, se debe promover e incentivar la incorporación de las personas en situación de vulnerabilidad en los diferentes programas sociales vinculados al campo que se llevan a cabo por el gobierno estatal.

En ese sentido, es que el día de hoy se presenta esta iniciativa de ley, la cual tiene por objeto incentivar a aquellos productores que hagan partícipe de sus proyectos, a los grupos en situación de vulnerabilidad, pues con ello podemos en la medida de lo posible erradicar los problemas de falta de oportunidades en el sector rural.

En virtud de lo antes expuesto, es que se somete a consideración de este Honorable Congreso del Estado, para su revisión, análisis y, en su caso, aprobación, la siguiente:

Iniciativa de Reforma a la Ley de la Promotora para el Desarrollo Rural de Coahuila de Zaragoza, que modifica la fracción segunda del artículo 10, para quedar como sigue.

ARTÍCULO 10°. Son facultades del Consejo:

II.- Autorizar, en el ámbito de su competencia,  los programas y acciones que se elaboren y determinen en beneficio del sector agropecuario de la entidad. Así mismo, fomentar y apoyar con programas y acciones a quienes realicen la participación inclusiva de los grupos en situación de vulnerabilidad en el sector productivo.

ARTÍCULO TRANSITORIO

ÚNICO.- Las presentes modificaciones a la Ley de la Promotora para el Desarrollo Rural de Coahuila de Zaragoza, entrarán en vigor el día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Saltillo, Coahuila a 24 de Mayo de 2016

Atentamente

Dip. Leonel Contreras Pámanes

Coordinador de la Fracción Parlamentaria

 “Manuel Muñoz Olivares”

del Partido Primero Coahuila.
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL TITULO DEL CAPITULO SEGUNDO, ASÍ COMO LOS ARTÍCULOS 8, 10, 11 PRIMER PÁRRAFO, 43, 57 FRACCIÓN VII, 59 FRACCIÓN I, 63 FRACCIÓN II, 64 FRACCIÓN III, 67 FRACCIÓN XII, 70 FRACCIÓN I, 71 PRIMER PÁRRAFO, 142, 162 PRIMER PÁRRAFO, 169 PRIMER PÁRRAFO, 172 PÁRRAFO SÉPTIMO, 175 PRIMER Y SEGUNDO PÁRRAFO, 237 FRACCIÓN II, Y 305 FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, que presenta el diputado javier de JESÚS RODRÍGUEZ mendoza de LA fracción Parlamentaria "JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRÍQUEZ" del Partido Verde Ecologista de México. 

H. PLENO DEL CONGRESO 

DEL ESTADO DE COAHUILA 

P R E S E N T E.-

La presente iniciativa surge a raíz de la colaboración con la Incubadora de Leyes y Reglamentos del Estado de Coahuila, con sede en la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Coahuila en Torreón, por lo que como integrante de su Mesa Directiva, y en representación del Congreso del Estado, agradezco la colaboración de su Comité de Legislación, coordinado por el Lic. Emilio Darwich Garza, y del cual se desprende la siguiente exposición: 

El 10 de junio del 2011, ocurre una de las más importantes reformas en materia de derechos humanos, gracias a la cual pasamos a un nuevo sistema jurídico, generando un cambio tan importante que ha llevado a estudiosos y aplicadores de las ciencias jurídicas como: Abogados, jueces y magistrados, a revisar, analizar, y entender las diversas teorías de los grandes neo-constitucionalistas contemporáneos, como los son el Italiano: Luigi Ferrajolli, con sus Teorías del Garantismo Penal, o el Alemán: Robert Alexy, con su obra: Teoría de los Derechos Fundamentales.
Lo que en México se conocía como el apartado de las Garantías Individuales, ha cambiado a un nuevo paradigma, donde los papeles de importancia en una Constitución Política se invierten, dejando en segundo término la parte orgánica que contiene la forma de gobierno, reorientándola a la tarea de garantizar mediante su estructura gubernamental los derechos fundamentales de sus ciudadanos, siendo ahora indispensable contener los derechos humanos de sus ciudadanos, centrándose en una filosofía que estudia el conjunto de rasgos que caracterizan a una comunidad humana.

Dicha transformación se ha llevado a tal extremo que ahora la Constitución refiere en su primer artículo que: “En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección…”, esta transformación termina por precisar y afectar la filosofía jurídico penal del nuevo sistema de justicia acusatorio-adversarial, y la del sistema de justicia para adolescentes, insertando en ella la nueva forma de hacer justicia en base a la forma de ver y garantizar los derechos humanos de los justiciables, y de su extensión y ampliación obligatoria de todos los derechos humanos contenidos también en los tratados internacionales de los que México forma parte y que han sido ratificados.
Aunado a todo lo anterior, en 2014 con la promulgación del nuevo Código Nacional de Procedimientos Penales
 se concretó en México uno de los objetivos más buscados por muchos juristas mexicanos en materia penal,  solucionando problemas que por regionalismos y competencias entre tribunales y autoridades de los 31 Estados y del Distrito Federal existían no solo entre ellos, sino también con la Federación, lo cual producía problemas de funcionalidad de la sistemática jurídica, competenciales, y de eficacia y eficiencia en el combate contra el crimen y de seguridad jurídica.
Lo anterior planteó múltiples y muy variados problemas jurídicos de interpretación y aplicación de la ley que se deben analizar a nivel de axiomática, ontológica y teleológica jurídica, terminando por afectar a nuestro nuevo sistema oral, adversarial, y acusatorio de justicia penal, así como al sistema de justicia para adolescentes, por lo que se procedió a la revisión de la Ley del Sistema Integral de Justicia Para Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza, donde se observó que no se tomaron en cuenta algunos cambios importantes que se presentaron Constitucionalmente en 2011, así como la publicación del Código Nacional de Procedimientos Penales de marzo de 2014, haciéndose necesario reformar la citada ley para cambiar las frases donde se señale el “Código de Procedimientos Penales” a “Código Nacional de Procedimientos Penales”.

En ese sentido, la ley habla de Derechos y Garantías Fundamentales, siendo lo correcto Derechos Humanos y sus Garantías, evitando que se preste a malas interpretaciones y se piense que guarda la vieja nomenclatura antes del 2011 sobre los derechos fundamentales, también es necesario reformar aquellas disposiciones que se refieran a las “Garantías”, por la frase “Derechos Humanos”, a fin de estar armonizados con la reforma constitucional antes señalada, pues se podría entender que los derechos son de leyes secundarias, por lo que es mejor ser claros y precisos y decir en todo caso: “Los derechos humanos”.
Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 67 fracción I y 196 de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como 21 fracción IV, 152, 162, 163 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, la siguiente: 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMA EL TITULO DEL CAPITULO SEGUNDO, ASÍ COMO LOS ARTÍCULOS 8, 10, 11 PRIMER PÁRRAFO, 43, 57 FRACCIÓN VII, 59 FRACCIÓN I, 63 FRACCIÓN II, 64 FRACCIÓN III, 67 FRACCIÓN XII, 70 FRACCIÓN I, 71 PRIMER PÁRRAFO, 142, 162 PRIMER PÁRRAFO, 169 PRIMER PÁRRAFO, 172 PÁRRAFO SÉPTIMO, 175 PRIMER Y SEGUNDO PÁRRAFO, 237 FRACCIÓN II, Y 305 FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

ÚNICO.- Se reforma el título del capítulo segundo, así como los artículos 8, 10, 11 primer párrafo, 43, 57 fracción VII, 59 fracción I, 63 fracción II, 64 fracción III, 67 fracción XII, 70 fracción XII, 71 primer párrafo, 142, 162 primer párrafo, 169 primer párrafo, 172 párrafo séptimo, 175 primer y segundo párrafo, 237 fracción II, y 305 fracción I, de la Ley del Sistema Integral de Justicia Para Adolescentes del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
ARTÍCULO 8.-…
I. a III. …

IV. 
Código Nacional: El Código Nacional de Procedimientos Penales vigente. 
V. a XVIII. …

CAPÍTULO SEGUNDO

DERECHOS HUMANOS Y SUS GARANTÍAS

ARTÍCULO 10.- NATURALEZA DE LOS DERECHOS HUMANOS. Los derechos humanos de los adolescentes sujetos de esta ley son irrenunciables y tienen carácter enunciativo y no limitativo. Se complementa con las disposiciones que en esta materia están contenidas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Tratados Internacionales celebrados y aprobados por el Estado mexicano, la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y demás disposiciones aplicables. 

ARTÍCULO 11.- DERECHOS HUMANOS Y SUS GARANTÍAS. Desde el inicio de la investigación, durante la tramitación del proceso judicial y en la fase de ejecución, a los adolescentes les serán respetados los derechos humanos para el juzgamiento de adultos, además de las que les correspondan por su condición de persona en desarrollo, para lograr su reinserción social y familiar, así como el pleno desarrollo de su persona y capacidades.
…

…
ARTÍCULO 43.- DERECHOS HUMANOS EN LA DETENCIÓN. Todo adolescente tendrá derecho a ser presentado inmediatamente y sin demora ante el juez o el Ministerio Público, siempre dentro de los plazos que establece esta ley, así como a no ser conducido o apresado de modo que se afecte su dignidad o se le exponga a algún peligro. 
ARTÍCULO 57.-…
I. a VI. …

VII. 
Presidir la audiencia de prueba anticipada en los términos previstos por esta ley y el Código Nacional; 
VIII. a XIII. …

ARTÍCULO 59.-… 
I. 
Vigilar que la ejecución de toda medida de orientación, protección o tratamiento se aplique de conformidad con la resolución definitiva que la impuso, salvaguardando la legalidad y demás derechos humanos que asisten al adolescente durante la ejecución de la medida; 
II. a IX. …

ARTÍCULO 63.-… 
I…
II. 
Velar en todo momento, en los asuntos de su competencia, por el estricto cumplimiento de los derechos humanos de los adolescentes sujetos a esta ley; 
III. a XXV. …
ARTÍCULO 64.-… 
I. a II. …

III. 
Asesorar al adolescente sobre la naturaleza y las consecuencias jurídicas de los hechos punibles que se le atribuyen, así como los derechos humanos que le otorgan las disposiciones legales aplicables; 
IV. a XIX. …
ARTÍCULO 67.-…
I. a XI. …
XII. 
Velar porque se respeten los derechos humanos del adolescente mientras cumple la medida cautelar o de orientación, protección o tratamiento; 
XIII. a XIX. …
ARTÍCULO 70.-…
I. 
Apegarse a los principios y derechos humanos previstos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los Tratados Internacionales aplicables en la materia, en la Constitución Política del Estado, en la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y la correlativa en el Estado; 
II. a VII. …

…
ARTÍCULO 71.- USO PRIORITARIO. Las autoridades aplicarán de forma prioritaria las salidas alternas y las formas de terminación anticipada del proceso contenidos en el Código Nacional y demás disposiciones aplicables. 
…
ARTÍCULO 142.- NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN DE REMISIÓN. Antes de la audiencia inicial, el Ministerio Público podrá decretar el no ejercicio de la acción de remisión cuando de los antecedentes del caso le permitan concluir que se actualiza alguna de las causales de sobreseimiento previstas en esta ley o en el Código Nacional.
ARTÍCULO 162.- DESARROLLO DE LA AUDIENCIA. Al inicio de la audiencia el Ministerio Público realizará una exposición resumida de su acusación, seguida de las exposiciones de la víctima u ofendido y el adolescente por sí o por conducto de su defensor; acto seguido las partes podrán deducir cualquier incidencia que consideren relevante presentar. Asimismo, la defensa promoverá las excepciones que procedan conforme a lo que se establece esta ley y el Código Nacional.
…

…
ARTÍCULO 169.- APERTURA DE LA AUDIENCIA DE JUICIO Y ACTUACIONES INICIALES. Verificada la presencia de las partes, el juez de juicio oral declarará abierta la audiencia y explicará al adolescente, en un lenguaje claro, sus derechos humanos, así como sobre la importancia y significado de la audiencia que se va a celebrar y dará lectura al auto de apertura a juicio, así como a los hechos motivo de acusación y su clasificación jurídica. El juez deberá preguntar al adolescente si comprende o entiende los cargos. Si responde afirmativamente dará inicio a los debates; si, por el contrario, manifiesta no comprender la acusación, volverá a explicarle con palabras más sencillas el contenido de los hechos que se le atribuyen, y continuará con la realización de la audiencia.
…

…

…
ARTÍCULO 172.-…
…
…

…

…

…
El juez a solicitud del Ministerio Público podrá disponer medidas especiales destinadas a proteger la seguridad e integridad del testigo de conformidad con el Código Nacional y la ley especial en la materia.

ARTÍCULO 175.- INTRODUCCIÓN DE REGISTROS EN LA AUDIENCIA DE DEBATE DE JUICIO ORAL. Con excepción de los supuestos previstos en el Código Nacional, en los que se autoriza a incorporar una prueba por lectura, no se podrán incorporar o invocar como medios de prueba ni dar lectura durante la audiencia, a los registros y demás documentos que den cuenta de actuaciones realizadas por la policía o por el Ministerio Público. 

No se podrán incorporar como medio de prueba o dar lectura a actas o documentos que den cuenta de actuaciones declaradas nulas o en cuya obtención se hayan vulnerado derechos humanos.

ARTÍCULO 237.-… 
I. …
II. 
Respeto absoluto de todos sus derechos humanos consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano, la Constitución Política del Estado, en los Tratados Internacionales celebrados y aprobados por el Estado Mexicano y en las leyes; 
III. a XXXI. …
ARTÍCULO 305.-…  
I. 
Violente, en lo que atañe al fondo de la cuestión debatida, un derecho humano de exacta aplicación de la ley o de la medida al hecho delictuoso de que se trate.  
II. a VIII. …

…  

T R A N S I T O R I O S

ÚNICO.- El presente decretó entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza; a 26 de mayo de 2016.

A T E N T A M E N T E
POR LA FRACCIÓN PARLAMENTARIA

“JOSÉ MARIO MOLINA PASQUEL Y HENRÍQUEZ”

DEL PARTIDO VERDE ECOLOGISTA DE MÉXICO

“AMOR, JUSTICIA Y LIBERTAD”

DIPUTADO JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA.

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE  REFORMA  EL PRIMER PÁRRAFO Y SE COMPLEMENTA LA FRACCIÓN XVII  DEL ARTÍCULO 126; DEL CÓDIGO MUNICIPAL  PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO ANTONIO NERIO MALTOS; CON RELACIÓN A LA SUPLENCIA  DE LA FIGURA DEL SECRETARIO DEL AYUNTAMIENTO, ASÍ COMO DE LA EXPEDICIÓN DE CONSTANCIAS DE IDENTIDAD Y VECINDAD.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos, Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, por conducto del   Diputado Antonio Nerio Maltos, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforma el primer párrafo y se complementa la fracción XVII  del artículo 126; del Código Municipal  para el Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece en su artículo 115 que el municipio es la base de la división territorial, y de la organización política y administrativa de nuestro país. Por lo tanto, la Administración Pública Municipal es la autoridad más cercana a los ciudadanos, donde estos demandan solución a sus necesidades sociales básicas, por lo cual, es ahí en las funciones administrativas donde los servidores públicos municipales asumen el gran compromiso de atender de manera responsable, eficiente y eficaz las tareas del gobierno municipal.
En el desenvolvimiento de las actividades municipales, más que en cualquier nivel de gobierno, se ventilan los inconvenientes de la existencia  diaria de la población  y es ahí en donde  se presentan la mayoría de las problemáticas que continuamente aquejan la vida cotidiana de los ciudadanos; por lo cual, es de gran importancia, adjudicar  de mayor fortaleza institucional a las entidades municipales, para tengan facultades que les permitan atender de manera más eficiente los requerimientos y solicitudes de la sociedad.
La figura del Secretario del Ayuntamiento, tiene funciones fundamentales  en el desarrollo de las actividades administrativas del Municipio, entre otras, tiene la facultad de asistir a las sesiones de cabildo y fungir como secretario de actas, autentificar con su firma los acuerdos, documentos y comunicaciones oficiales emanados del Ayuntamiento y del Presidente Municipal, asimismo, está en constante relación  con las asociaciones  civiles de participación ciudadana, que tienen como objeto labores sociales de bien común.

En nuestro Estado de Coahuila de Zaragoza, el Código Municipal no dispone expresamente una superioridad jerárquica  entre los miembros de las direcciones u órganos de la administración municipal, pero determina en las facultades y obligaciones  del Secretario del Ayuntamiento la gran importancia que esta figura tiene. 
Haciendo un análisis de Derecho Comparado, de los Códigos Municipales de otros  Estados de la República, se advierte que en algunos de ellos, se contempla la sustitución de los secretarios del ayuntamiento cuando estos se ausentan de las actividades que les confiere el  código municipal y de igual forma esta figura del secretario del ayuntamiento en muchos de los códigos municipales se encuentra facultado para expedir constancias de identidad y constancias de vecindad. 
En ese orden de ideas, se observa que en este momento no existe dentro de nuestro Código municipal, algún artículo que dé certidumbre en relación a la ausencia del secretario del ayuntamiento, y que además prevea su suplencia, por lo que debemos tener en cuenta que esta figura  tiene facultades y obligaciones de gran importancia dentro de la organización y funcionamiento del ayuntamiento, por lo tanto, al ausentarse aparecen diversos inconvenientes administrativos. 
En algunas legislaciones municipales,  las responsabilidades del secretario son asumidas por algún director o  Regidor, para despachar provisionalmente las actividades que otorga nuestro código municipal al Secretario del Ayuntamiento. 
Por otro lado, y en relación a las Constancias de Identidad, cabe señalar que son un documento de identificación con fotografía que ayuda a las personas a realizar diversos trámites, sobre todo en aquellos supuestos de extravío de la credencial de Elector  expedida por el Instituto Nacional Electoral, en las rectificaciones de acta ante el registro civil, entre otros tramites personales;  De igual forma la constancia de vecindad es un escrito donde se certifica que un ciudadano efectivamente ha tenido su residencia dentro del territorio del municipio por un período mayor de seis meses y que tiene un modo honesto de vivir. Estos documentos de identidad y de vecindad ya se expiden en la mayoría de los municipios de  nuestro estado. Actualmente las Constancias en mención carecen de  sustento legal para su expedición, por lo que es apremiante legislar para que los citados documentos sean suscritos por el secretario del ayuntamiento dotándolo  de esa facultad,  con el fin de que estas constancias estén fundamentadas de manera clara en nuestro Código Municipal del Estado de Coahuila de Zaragoza.
Por las razones anteriormente expuestas, se hace necesario se reforme nuestro Código Municipal del Estado, particularmente en lo que se refiere a el fundamento legal donde se prevea el supuesto de la suplencia del Secretario del Ayuntamiento en sus faltas temporales, de igual forma, para que dentro de las facultades y obligaciones de esta figura, se estipule la capacidad expresa para que pueda expedir constancias de identidad y de vecindad. 

Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO.-  Se  reforma el primer párrafo y se complementa la fracción XVII  del artículo 126; del   Código Municipal  para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

 

 

Artículo 126.- El Secretario del Ayuntamiento, será nombrado por el ayuntamiento a propuesta del Presidente Municipal  como lo señala el artículo 124 del presente Código, sus ausencias temporales serán cubiertas por quien designe el ayuntamiento, y además de las que le señale el Reglamento Interior, tendrá las siguientes facultades y obligaciones:
 

I. a XVI.
 

XVII. . Expedir las constancias de identidad, residencia y vecindad que le soliciten los habitantes del Municipio.
XVIII…

 
T R A N S I T O R I O 

PRIMERO.- La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a  26 de Mayo de 2016

Por el Grupo Parlamentario 

“Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIP. ANTONIO NERIO MALTOS. 
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE  REFORMA  EL PRIMER PÁRRAFO Y SE COMPLEMENTA LA FRACCIÓN XVII  DEL ARTÍCULO 126; DEL CÓDIGO MUNICIPAL  PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE MODIFICAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE IGUALDAD ENTRE MUJERES Y HOMBRES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA SONIA VILLARREAL PÉREZ Y LA DIPUTADA IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos, Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, por conducto de la  Diputada Sonia Villarreal Pérez, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se agrega una fracción al artículo 16; Se reforma el artículo 17 en sus fracciones VIII, IX, XI y se agregan las fracciones XIV y XV y se reforma el artículo 29 en su fracción X, de la Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres del Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, ratifica el principio de no discriminación y proclama que todos los seres humanos somos libres e iguales en derechos y que toda persona puede exigir vivir con dignidad y libertades, sin distinción alguna.

 

De igual forma, en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 4º.  y artículo 1º, se establece que todas las personas gozamos de derechos humanos, proclamando la igualdad entre hombres y mujeres y prohibiendo la discriminación por razón de sexo, y otras condiciones.

  

Como consecuencia se reconoce el pleno reconocimiento de la igualdad formal ante la ley, y el reconocimiento de la igualdad como un principio jurídico universal.

Otros organismos e instrumentos internacionales que han marcado una serie de compromisos y recomendaciones con la finalidad de alcanzar las Metas de Desarrollo del Milenio, que establecen como su tercer objetivo: Promover la Igualdad de Género y la Autonomía de la Mujer son: Fondo de Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM), el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) o el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos en México. 

 

El 15 de septiembre de 1995, se aprobó la Declaración de Beijing en la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer; misma que establece la necesidad de un nuevo compromiso internacional, regulado a través de 13 ejes de trabajo cuya finalidad es alcanzar las metas de igualdad, desarrollo y paz de las mujeres de todo el mundo; de la misma manera, la Plataforma de Acción emanada de esta Conferencia, precisa la necesidad de establecer mecanismos institucionales que lleven a los países a alcanzar en los hechos las metas antes descritas.

 

Cabe destacar que en agosto de 2007, durante el Consenso de Quito, se acordó específicamente que en América Latina y el Caribe, se deben adoptar medidas legislativas, presupuestarias y reformas institucionales que refuercen la capacidad técnica y de incidencia política de los mecanismos gubernamentales para el adelanto de las mujeres.

 

El 5 marzo de 2007, en cumplimiento al compromiso internacional,  se llevó a cabo la firma del Pacto Nacional 2007 para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, que representa un esfuerzo interinstitucional en el que confluyeron representantes tanto del Poder Ejecutivo como Legislativo en los órdenes del gobierno federal y estatal, cuyo objetivo fue realizar diversas acciones para armonizar la legislación federal y local en materia de presupuestos con perspectiva de género; el derecho a la salud integral de las mujeres; la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres y la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

 

Dentro de la función legislativa, fue expedida la Ley para la Igualdad entre Hombres y Mujeres, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 02 de Agosto de 2006, la cual, sienta las bases generales para que las entidades federativas incorporen en sus sistemas normativos locales, las herramientas y mecanismos prescritos por las convenciones internacionales en materia de derechos humanos de las mujeres, equidad de género, y erradicación de la discriminación.

 

En nuestro Estado, la Ley fue publicada en el Periódico Oficial el 31 de mayo de 2013 y es soportada por un marco normativo amplio en materia de protección de los derechos y la igualdad entre Mujeres y Hombres: Ley de Prevención, Asistencia y Atención de la Violencia Familiar; Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia; Ley para la Prevención Social de la Violencia y de la Delincuencia con la Participación Ciudadana; Ley de Asistencia Social y Protección de Derechos; Ley para Promover la Igualdad y Prevenir la Discriminación y Ley de Víctimas. 
El Plan Estatal de Desarrollo 2011-2017, señala dentro del eje rector: Una Nueva Propuesta para el Desarrollo Social, la igualdad e inclusión social como uno de sus componentes, el cual  pretende lograr; entre otras estrategias y acciones, la perspectiva de género aplicada en todos los ámbitos de la gestión gubernamental, con el propósito de lograr una mayor igualdad entre mujeres y hombres. 
El interés en nuestro estado por alcanzar esta meta es claro, por eso, tanto el Poder Ejecutivo como el Legislativo, han puesto particular interés en armonizar la normativa, y debido a esto el pasado mes de abril, este Honorable Congreso aprobó diversas reformas que la ponen en sintonía con la Ley General, y allanan el caminio para alcanzar el objetivo.

Sin embargo, hay aspectos que quedan pendientes, por lo que esta iniciativa pretende contribuir a la inclusión de algunos aspectos que aporten solidez al objetivo de lograr la igualdad sustantiva entre mujeres y hombres. 

En este tenor, la presente iniciativa propone incorporar al ámbito social, los vínculos necesarios para generar la colaboración permanente con organismos públicos y privados en los términos de igualdad a fin de garantizar en nuestra entidad, la igualdad de oportunidades.

Así mismo, se incluye la evaluación y no solo la promoción de la participación equilibrada entre mujeres y hombres en los cargos de elección popular, a razón de impulsar la participación de las mujeres no como cuota de género, sino como un derecho igualitario que permita cambiar la percepción ciudadana respecto de esta participación.

Además, se asigna a la Secretaría de las Mujeres la responsabilidad de suscribir convenios que contribuyan a la institucionalización de la perspectiva de género y el desarrollo de la igualdad entre hombres y mujeres, a fin de dar cumplimiento a la responsabilidad de evaluar la aplicación de la Ley en los ámbitos público y privado. 
Por último, y para definir los criterios que deben utilizarse para otorgar a las empresas un certificado por su compromiso con la igualdad establecido en la presente ley, se propone definir asignar la dependencia encargada de evaluar la información proporcionada con la inclusión de dos párrafos a la fracción correspondiente.

La Secretaría de las Mujeres como responsable de la política pública en favor de la igualdad tendrá en todo momento la responsabilidad de suscribir convenios que permitan desarrollar proyectos para institucionalizar la perspectiva de género en las dependencias del gobierno estatal y en todas las estrategias, programas y actividades que lleven a cabo diferentes organismos.

Por todo esto y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO. Se  agrega la fracción V al artículo 16, y se recorre el V al VI; Se reforma el artículo 17 en sus fracciones VIII, IX, XI y se agregan las fracciones XIV y XV, y se reforma el artículo 29 en su fracción X de la Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
 

Artículo 16. Atribuciones del titular del Ejecutivo.    

Corresponde al titular del Ejecutivo:   

I. …

II. …

III. …

IV. …

V. Suscribir convenios a través de la Secretaría de las Mujeres, a fin de impulsar, fortalecer y promover la difusión y el conocimiento de la presente ley; así como, velar por el cumplimiento de la misma en el Estado en los ámbitos público y privado; 

VI …

Artículo 17. Atribuciones de la Secretaría de las Mujeres. 

Corresponde a la Secretaría de las Mujeres: 

I. 
… 

II. 
…. 

III. 
… 

IV. 
…

V. 
…  

VI. 
…

VII. 
…

VIII. 
Concertar acciones positivas en los ámbitos gubernamental, social y privado a fin de garantizar en el estado la igualdad de oportunidades; 

IX. 
Establecer vínculos de colaboración permanente con organismos públicos, sociales y privados para la efectiva aplicación y cumplimiento de la presente ley; 

X. 
…

XI. 
Promover y evaluar sin distingo partidistas la participación equilibrada entre mujeres y hombres en los cargos de elección popular;  

XII. 
… 

XIII.
… 

XIV. Suscribir los convenios necesarios para el cumplimiento de la presente ley.

XV. Evaluar la aplicación de la presente ley en los ámbitos público y privado. 

XVI. Los demás que esta ley y otros ordenamientos aplicables le confieren

Artículo 29. Atribuciones de la Secretaría de las Mujeres en el sistema estatal. 

A la Secretaría de las Mujeres dentro del sistema estatal le corresponde: 

I. 
…

II. 
…

III. 
… 

IV. 
… 

V. 
…

VI. 
… 

VII. 
… 

VIII. 
… 

IX. 
… 

X. 
Otorgar un reconocimiento a las empresas que se distingan por su alto compromiso con la igualdad entre mujeres y hombres;

De acuerdo a los siguientes lineamientos: 

a) Dicho compromiso deberá ser acreditado por las empresas interesadas, que certificarán los avances en lo concerniente a la igualdad entre mujeres y hombres en: las relaciones laborales, políticas de comunicación, fomento de la igualdad sustantiva, propaganda no sexista, políticas de empleo, como: el reclutamiento e ingreso de personal, retribución, capacitación, promoción y distribución equilibrada entre mujeres y hombres en todas las plazas, prioritariamente en las de toma de decisiones. 

b) La Secretaría de las Mujeres será la encargada de llevar a cabo la evaluación de la información proporcionada para el otorgamiento de los reconocimientos;   

XI. 
… 

XII. 
… 

XIII. 
…

PRIMERO.- La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 25 de mayo de 2016

Por el Grupo Parlamentario

“Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”

Del Partido Revolucionario Institucional

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ 
DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE MODIFICAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE IGUALDAD ENTRE MUJERES Y HOMBRES DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto que reforma el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; así como una reforma con proyecto de Decreto por el que se adiciona el Artículo 286 BIS al Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares” del Partido Primero Coahuila; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso los días 28 del mes de octubre del año 2015, y 20 de abril del presente año, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, las  Iniciativas a que se han hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, Iniciativa de Decreto que reforma el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; así como una reforma con proyecto de Decreto por el que se adiciona el Artículo 286 BIS al Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares” del Partido Primero Coahuila; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117  y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de Decreto que reforma el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Gobernador Constitucional del Estado de Coahuila de Zaragoza, Rubén Ignacio Moreira Valdez; así como una reforma con proyecto de Decreto por el que se adiciona el Artículo 286 BIS al Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, planteada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, de la Fracción Parlamentaria “Manuel Muñoz Olivares” del Partido Primero Coahuila, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

El Gobierno del Estado de Coahuila, preocupado por la seguridad vial de los conductores y peatones, su integridad física, así como el daño a la propiedad pública y privada, tiene el compromiso de proponer la adecuación del marco jurídico, a fin de establecer condiciones que inhiban la comisión de delitos por la conducción de vehículos automotrices.

La Organización Mundial de la Salud informa que cada año se presentan aproximadamente 1.24 millones de muertes de personas en todo el mundo causadas por accidentes de tránsito, de estas el 59% ocurren en adultos jóvenes entre 15 a 44 años de edad y las lesiones a causa de estos accidentes son la causa principal de muerte en el grupo de 15 a 29 años de edad, además expresa que la mitad de las personas que mueren por esta causa son usuarios vulnerables de la vía pública, refiriéndose a peatones, ciclistas y motociclistas
. 

Conducir un vehículo automotriz es una acción que requiere una gran responsabilidad por parte de la persona que se coloca al volante; innumerables casos en que la actividad referida ha sido desempeñada sin observar deberes de cuidado ha motivado la inclusión en el catálogo de los delitos que establece el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, de las figuras típicas relativas a la violación reiterada de las disposiciones de tránsito, y la conducción de vehículos en estado indebido, entre otras.

En el mismo sentido, el artículo 45 del referido Código Penal, establece modalidades agravantes en ciertos delitos culposos, sobresaliendo lo dispuesto en la fracción I, que a la letra dice:

I. 
(Agravación por condición personal que motiva la culpa). Uno de los motivos de la conducta culposa al manejar un vehículo automotriz o maquinaria cuando se causa el resultado, sea el estado de ebriedad o el derivado del consumo de narcóticos cuya venta esté considerada como delito por la ley.

De esta forma se establece claramente que el estado de ebriedad del conductor, es una condición que afecta sus capacidades, y que pone en riesgo no solo a él mismo, sino también la vida y la integridad personal de otros conductores y peatones, así como los bienes de otras personas, que convivan, transiten o estén establecidas en la ruta por la que se desplaza el vehículo, por lo cual, siendo que el estado de ebriedad es una condición adquirida conscientemente por el conductor, el legislador lo ha considerado como un elemento que agrava la comisión de delitos culposos.

Sin embargo, existen otras causas que pueden generar un detrimento de las capacidades de las personas durante la conducción de un vehículo automotriz, y por consiguiente provocar un accidente que derive en la comisión de un delito culposo, entre estas se encuentran el uso del teléfono celular, así como la conducción con exceso de los límites de velocidad establecidos por las disposiciones para la circulación de vehículos.

Actualmente el aparato de telefonía móvil se ha convertido en una herramienta fundamental para el desarrollo de las actividades de las personas en todos los ámbitos, y su uso se ha generalizado, de tal manera que constituye un factor de alto riesgo en la incidencia de accidentes vehiculares, dado que muchas personas al conducir su vehículo automotor utilizan su teléfono celular, lo que provoca una distracción visual al apartar la vista de la vialidad; una distracción física, ya que al manipular el teléfono se deja de atender el volante del vehículo; una auditiva, puesto que con el ruido que se genera en muchas ocasiones no se escuchan otro tipo de sonidos, por ejemplo, de ambulancias; y la cognitiva al desviar la atención de la mente, lo cual es importante para responder a las situación inesperadas que se pueden presentar al conducir un vehículo. Por lo tanto, el uso del teléfono celular durante la conducción de un vehículo automotriz, distrae la atención del conductor, lo cual, en cuestión de segundos puede alterar la visión y reflejos del conductor, esto genera un peligro real y concreto que en principio pone en riesgo la vida del propio conductor, además de atentar contra la integridad personal e inclusive la vida de sus pasajeros, peatones y conductores que compartan la vía por la que aquel transita, así como la posible generación de daños de los bienes muebles o inmuebles que se encuentren en su trayecto.

Estudios
 realizados para estimar el riesgo de accidente, ponen de manifiesto que aquellos conductores que utilizan el teléfono celular mientras conducen corren un mayor riesgo de accidente que los que no lo hacen, multiplicando por cuatro veces la posibilidad de verse involucrado en un accidente vial.

Los efectos de enviar mensajes de texto en la conducción pueden ser muy importantes, los estudios indican que el envío de mensajes exige más recursos cognitivos para escribir los mensajes, provoca distracción física al sujetar el teléfono, y ocasiona distracción visual al elaborar o leer mensajes, lo que tiene efectos en distintas tareas fundamentales para conducir un vehículo, según un estudio hecho por la OMS
, el tiempo que los conductores desvían la mirada de la carretera aumentó en un cuatrocientos por ciento cuando recuperaban o enviaban mensajes de texto.

Aumentar la velocidad promedio establecida por las normas de tránsito se relaciona directamente con la probabilidad de provocar un accidente y en la mayoría de los casos influye en la gravedad de sus consecuencias.

La implementación de límites de velocidad a través de disposiciones para la circulación de vehículos, no es arbitraria, sino que es el resultado de estudios viales que obedecen al establecimiento de un margen que permita el desplazamiento armónico de vehículos en condiciones de seguridad atendiendo al tipo de vialidad, condiciones atmosféricas predominantes y otros factores, por lo cual, exceder los límites previstos, coloca al conductor, a sus posibles tripulantes, peatones y otros conductores en una situación real de inseguridad. 

Ejemplo de estos es que de acuerdo a diversos estudios viales, el desplazamiento de vehículos a una velocidad de 30 kilómetros por hora, disminuye el riesgo de accidentes, además de que se ha comprobado que los peatones que sufren un atropello por un bólido que alcanzó hasta dicha aceleración, tienen mayores probabilidades de sobrevivir, por esta razón dicho límite es recomendado como máximo en zonas residenciales, escolares y de alta afluencia de peatones o ciclistas
. 

En ambos supuestos, exceder los límites de velocidad o hacer uso del teléfono celular, el conductor externa una temeridad consiente en la que se expone de forma imprudente a él mismo, a sus pasajeros si los hubiere, a los peatones y conductores que transitan por la misma vía, a un riesgo real, concreto, excesivo e innecesario, mermando las capacidades de visión y reacción del conductor. 

El sujeto que comete estos actos, infringe disposiciones de tránsito que han sido establecidas para salvaguardar la seguridad vial y evitar la incidencia de accidentes que en la mayoría de los casos provocan daños cuantiosos, lesiones e incluso la muerte de quienes participan en ellos, dicha transgresión constituye un atentado contra el bien jurídico que dichos disposiciones protegen por lo cual la actualización de los referidos supuestos debe constituir agravante en la comisión de los delitos culposos.

Por tal motivo, con el objeto de disminuir los accidentes viales que se cometen por el uso de teléfono celular o exceso de velocidad al conducir un vehículo automotriz, se propone modificar el artículo 45 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, introduciendo los referidos supuestos como agravantes de los delitos culposos.

Es importante señalar que la reforma que se propone al artículo 45 del Código Penal, comprende la modificación de su fracción primera, ya que la forma en que se presenta en la disposición vigente comprende dos supuestos, a saber,  el de manejo de maquinaria, así como el de manejo de vehículo automotriz, por lo que se requiere establecer claramente la distinción entre ambos, en razón a ello, se propone que cada uno se prevea en una fracción propia.
TERCERO.- Efectivamente quienes aquí dictaminamos, los integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, coincidimos con las reformas de la Iniciativa que contiene el proyecto de decreto para reformar el Art. 45 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, así mismo tomamos en consideración la adición a un Artículo 286 BIS presentada por el Diputado Leonel Contreras Pámanes, lo anterior toda vez que ambas iniciativas tienen como finalidad principal el reducir los accidentes viales por el uso de celulares al conducir, ya que representan un riesgo que causa más del 80% de los accidentes viales, de acuerdo con las estadísticas del Consejo Nacional para la Prevención de Accidentes.

El usar un teléfono celular al conducir, no nos lleva más de cinco segundos, sin embargo en ese breve espacio de tiempo en el que distraemos nuestra atención para identificar una llamada, o abrir un mensaje, es más que suficiente para provocar un accidente mortal.

Como vemos, nos enfrentamos a un grave problema de salud pública, pues el Consejo Nacional para la Prevención de Accidentes (CONAPRA), destaca como foco rojo la accidentalidad vial principalmente por el manejo y el uso de celulares, toda vez que ocurren a nivel nacional 18,000 accidentes que saldan con la muerte de por lo menos 1,000 personas, destacando el Consejo, que las principales causas de accidentes en cuanto al error humano son, el exceso de velocidad, el consumo del alcohol y el uso de dispositivos móviles.

Pues cuando se utiliza un celular, se producen graves alteraciones en la conducta de quienes conducen, principalmente la distracción de la vista del camino, ampliándose con ello los tiempos de reacción, pues como ejemplo si se viaja a 100 km/hr. y se realiza una llamada, o se envía un mensaje que tarde dos minutos, pasarán 2 km sin ver el camino, lo que significa que se pondrá en riesgo la seguridad vial no únicamente de quien conduce, sino de todas aquellas personas que se encuentren en la vía, como lo pueden ser peatones u ocupantes de otro vehículo.

Así las cosas, quienes dictaminamos consideramos que como legisladores y autoridades, nos corresponde dar solución a este problema, al igual que establecer que el exceder los límites de velocidad, así como el usar el teléfono celular al conducir un vehículo automotriz, se establecen como agravantes por la condición personal que motiva la culpa, por lo cual es procedente realizar la reforma al Art. 45 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesto en la iniciativa que nos ocupa.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO UNICO.- Se modifica la fracción I, II, III y se adiciona una fracción IV al artículo 45 del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 45 …

…

I. 
(Agravación por condición personal que motiva la culpa). Uno de los motivos de la conducta culposa al manejar maquinaria cuando se causa el resultado, sea el estado de ebriedad o el derivado del consumo de narcóticos cuya venta esté considerada como delito por la ley. 

II. (Agravación por condición personal que motiva la culpa al manejar vehículo automotriz). Uno de los motivos de la conducta culposa al manejar vehículo automotriz cuando se causa el resultado, sea el estado de ebriedad o el derivado del consumo de narcóticos cuya venta esté considerada como delito por la ley, utilizar el teléfono celular con las manos, así como exceder los límites de velocidad establecidos por las disposiciones para circulación de vehículos.

III. 
(Agravación por las condiciones en que se transportan cosas). Uno de los motivos que origina el resultado en virtud de la conducta culposa realizada, sea por las condiciones no permitidas en que se transporten las personas o cosas al prestar un servicio público de transporte de las mismas, si el agente sabe de dichas condiciones, y aun cuando se carezca de la concesión, autorización, licencia o permiso que debieran haberse obtenido, o los mismos estén vencidos o suspendidos. 

IV. 
(Agravación por las condiciones del transporte). Uno de los motivos que origina el resultado en virtud de la conducta culposa realizada, sea por las condiciones defectuosas o irregulares en que se halla el vehículo al prestar un servicio público de transporte de personas o de cosas, si el agente sabe de dichas condiciones, aun cuando carezca de la concesión, autorización, licencia o permiso que debieran haberse obtenido, o los mismos estén vencidos o suspendidos. 

…

T R A N S I T O R I O S.

PRIMERO.- La presente reforma entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.-  Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 04 de mayo 2016.
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y no Discriminación de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 03 del mes de mayo del presente año, se acordó turnar a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y no Discriminación, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a estas Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y no Discriminación, Iniciativa de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que estas Comisiones Unidas, con fundamento en los artículos 90, 103, 116 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa de decreto que reforma diversas disposiciones de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Licenciado Rubén Ignacio Moreira Valdez, Gobernador del Estado de Coahuila de Zaragoza, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

La reforma constitucional en materia de derechos humanos de 2011 garantiza el respeto y la protección de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano forma parte. La armonización de la legislación nacional con los estándares internacionales es obligación internacional establecida en diversos instrumentos internacionales de derechos humanos.

Los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos ratificados por el Estado mexicano forman parte del derecho interno, de acuerdo con los artículos 1 y 133 de la CPEUM y, atendiendo al principio pro persona, aquéllos prevalecen sobre las normas de origen nacional cuando establecen mayor protección a las personas. No obstante, la existencia de normas contradictorias o, incluso, la falta de normas en el ámbito interno pueden inducir a confusión a las y los operadores de justicia que se encargan de aplicarlas.

Al ratificar los instrumentos internacionales, el Estado mexicano tiene la obligación de cumplir con lo establecido en ellos, como, por ejemplo, llevar a cabo la armonización legislativa. Esto implica incorporar las normas internacionales en el derecho interno mediante reformas legislativas, tanto en el ámbito federal como en el estatal, que den sustento a un eficaz acceso a la justicia.

Así pues, la armonización legislativa se debe realizar en el marco normativo federal o estatal, tomando como referente los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos suscritos por el Estado mexicano, así como la jurisprudencia internacional y las sentencias dictadas por los tribunales internacionales en contra del Estado mexicano. De esta manera, se garantizará que se observen los estándares internacionales en la materia, se evitarán conflictos de normas y, lo que es más importante, se hará más eficaz el marco jurídico nacional.

Por  ello,  es  imprescindible  redoblar esfuerzos para  generar  un  marco  normativo que garantice los derechos humanos de las mujeres, lo que incluye la revisión legislativa en materia penal, civil y familiar, primordialmente.

En relación con la armonización legislativa, ésta se debe entender como el procedimiento que tiende a unificar el marco jurídico vigente de un país, conforme al espíritu y contenido de los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos. Es importante que esta armonización legislativa se lleve a cabo desde una perspectiva de género, la cual se define como:

La visión científica, analítica y política sobre las mujeres y los hombres, que propone eliminar las causas de la opresión de género como la desigualdad, la injusticia y la jerarquización de las personas basada en el género, además promueve la igualdad entre los géneros a través de la equidad, el adelanto y el bienestar de las mujeres; contribuye a construir una sociedad en donde las mujeres y los hombres tengan el mismo valor, la igualdad de derechos y oportunidades para acceder a los recursos económicos  y  a  la  representación  política  y  social  en  los  ámbitos de toma  de decisiones.
El Centro de Estudios para el Adelanto de las Mujeres y la Equidad de Género (CEAMEG) de la Cámara de Diputados señala que la armonización legislativa con perspectiva de género es aquella en la que se deben “hacer compatibles las disposiciones federales o estatales, según corresponda, con las de los tratados de derechos humanos de las mujeres de los que México forma parte, con el fin de evitar conflictos y dotar de eficacia a estos últimos”. La armonización legislativa hecha desde esta perspectiva debe ser transversal, de manera que se valoren “las implicaciones que tiene para las mujeres y los hombres cualquier acción que se programe, tratándose de legislación, políticas públicas, actividades administrativas, económicas y culturales en las instituciones públicas y privadas”.
Al hacer un análisis legislativo desde la perspectiva de género, debe verificarse que tanto los hombres como las mujeres tengan las mismas oportunidades de obtener iguales resultados, lo que implica que, en ciertas circunstancias, será necesario que haya un trato diferenciado a unas y otros, el cual deberá ser objetivo y razonable y no atentar directa o indirectamente contra la dignidad humana. Lo anterior, con el fin de no obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y las libertades de las personas.

Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha señalado que:

Para analizar si una ley ordinaria cumple o no con el derecho humano a la igualdad y no discriminación por cuestiones de género, reconocido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual se robustece con el numeral 4o, párrafo primero, de la propia Constitución, debe considerarse que dicha discriminación puede ser directa e indirecta. La directa se presenta cuando la ley da a las personas un trato diferenciado ilegítimo; mientras que la indirecta se actualiza cuando la discriminación se genera como resultado de leyes, políticas o prácticas que, en apariencia, son neutrales, pero que impactan adversamente en el ejercicio de los derechos de ciertos grupos o personas. Así, el legislador debe evitar el dictado de leyes que puedan crear una situación de discriminación de jure o de facto.
En los últimos decenios, el Estado mexicano ha desarrollado un amplio cuerpo normativo en materia de derechos humanos, y más específicamente, para la prevención, atención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres y la igualdad de género. Si bien ha habido avances significativos gracias a la promulgación de leyes y la instrumentación de políticas públicas, aún falta mucho por hacer, como por ejemplo, avanzar en la armonización legislativa nacional con el marco jurídico internacional que reconoce y garantiza los derechos humanos de las mujeres.

Si bien los derechos humanos siempre han sido parte del marco legal mexicano, a partir de la reforma de junio de 2011 adquieren mayor relevancia y eficacia operativa, ya que se elevaron a rango constitucional. En concordancia con lo que establece el artículo 133 de la CPEUM, dicha reforma hace evidente que los tratados son normas autoaplicativas, porque pasan a formar parte del sistema jurídico, aun sin la complementación legislativa, e inclusive con una jerarquía superior a las leyes federales. No obstante, esta situación no exime a los Poderes Legislativos, Federal y Locales de la obligación de armonizar las leyes en el ámbito de sus respectivas competencias, principalmente por razones de certidumbre y seguridad jurídica, valores fundamentales de un Estado de Derecho.

Asimismo, en materia de derechos humanos, la reforma constitucional penal de 2008 es crucial para el sistema legal mexicano, ya que trae aparejada una nueva forma de abordar el sistema de justicia penal desde la perspectiva garantista del pleno respeto de los derechos humanos del imputado y la víctima. Otra de las reformas que cabe destacar es la de 2011 en materia de amparo, con la cual se amplió la posibilidad de promover juicios de amparo en contra de omisiones de autoridades que violen tanto los derechos humanos como las garantías para su protección.

Con respecto a estas reformas, Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (COCEDAW) recomendó al Estado mexicano “adoptar las medidas necesarias para garantizar, en particular mediante una coordinación efectiva, la armonización coherente y consecuente de la legislación pertinente en todos los planos con las reformas de la Constitución  en  materia de derechos humanos (2011) y del sistema de justicia penal (2008)”.
La reforma constitucional al sistema de justicia penal y la normatividad relacionada se llevó a cabo en 2008, y se focalizó principalmente en el ámbito procesal penal atendiendo a la necesidad de establecer un sistema de procuración e impartición de justicia, que pasó de ser un proceso inquisitivo a un proceso penal acusatorio y oral.

Esta reforma afectó primordialmente los siguientes elementos: el establecimiento del proceso acusatorio; los principios procesales relativos al sistema penal acusatorio y oral; los derechos del imputado o imputada; los derechos de la parte ofendida y de la víctima; modificaciones a las atribuciones y facultades de Ministerio Público; cambio en el procedimiento, en las atribuciones, facultades y actuaciones del órgano jurisdiccional, y los mecanismos alternos de solución de controversias. Esta reforma al sistema de justicia propone un nuevo abordaje del acceso a la justicia penal, está orientado a ser garantista, y tiene como fundamento el respeto a los derechos humanos, la presunción de inocencia y el acompañamiento obligado de un asesor o asesora jurídica o, en su caso, de un abogado o abogada defensora de la persona acusada.

Con esta reforma se establecieron las bases para el modelo de un proceso penal acusatorio, a partir de la regulación de los artículos 16 al 20 de la Constitución. Para su implementación, la reforma se complementó con adecuaciones a la legislación secundaria, como la integración de un Código Nacional de Procedimientos Penales que fue expedido en 2014 y que entrará en vigor en 2016. Esta reforma repercute directamente en las personas que intervienen en los procesos penales, como las operadoras y los operadores del sistema de justicia y las y los sujetos procesales, pues deben capacitarse para conocer el nuevo modelo procesal que impacta no sólo en el ámbito legal, sino también en la infraestructura material y administrativa.

El 10 de junio de 2011 se publicó la Reforma constitucional en materia de derechos humanos. Con ella, se los eleva a rango constitucional y se reconocen en la Constitución los tratados internacionales en la materia celebrados por el Estado mexicano. Además, establece que la interpretación de las normas será siempre la más favorable para la persona (principio pro persona) y señala el deber del Estado de promover, respetar, proteger y garantizar los  derechos  humanos de conformidad  con  los  principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, así como de prevenir, investigar y sancionar las violaciones a los derechos humanos.

En el marco de la Reforma, se cambió la denominación del Capítulo I del Título Primero de la Constitución a “De los derechos humanos y sus garantías”, y el término “individuo”, por “persona”. El artículo 1 reconoce que toda persona goza de los derechos y de los mecanismos de garantía reconocidos, tanto por la Constitución, como por los tratados internacionales, e incorpora los principios universales de reconocimiento y protección de los derechos humanos.

Las modificaciones al artículo conllevan un cambio en el paradigma constitucional mexicano, pues introdujo la interpretación de los artículos a partir del principio de interpretación conforme, el control de convencionalidad, el principio  pro persona, los principios de los derechos humanos y el principio de no discriminación. Además, establece las características, las obligaciones y la reparación que corresponden al Estado mexicano en caso de violaciones graves a los derechos humanos, así como lo relativo a la restricción y suspensión de los mismos.
La figura de la interpretación conforme implica que todas las normas relativas a derechos humanos, sin importar su rango jerárquico, deberán estar conformes o se deberán interpretar a la luz de la propia Constitución, de los tratados internacionales en materia de derechos humanos y del bloque de constitucionalidad, los cuales se incorporan al orden interno para poder ser aplicados por los operadores de justicia.

El “bloque de constitucionalidad” se compone por los derechos humanos contenidos en la Constitución, la jurisprudencia generada por el Poder Judicial Federal, los tratados internacionales en materia de derechos humanos de los que México forma parte, la Convención Americana de los Derechos Humanos, los protocolos adicionales a la misma y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, encargada de interpretar la Convención. Esto deberá ser contrastado con las normas de rango inferior, para no contravenir el bloque de constitucionalidad. Una forma de llevar a cabo esta interpretación conforme consiste en hacer un “control de convencionalidad”.
El principio pro persona, contenido en el artículo 1 constitucional, es uno de los principios más importantes de la Reforma de 2011, pues introduce los más altos estándares en materia de derechos humanos establecidos en los tratados internacionales firmados y ratificados por México e incluso los contenidos en los documentos internacionales no vinculantes para el Estado mexicano. Este principio obliga al intérprete de normas de derechos humanos a elegir, de entre las distintas opciones de interpretación o de entre las diversas normas aplicables, la interpretación más favorable a la persona, es decir, aquella que implica una mayor protección para la persona titular del derecho humano o una menor restricción de derechos. Además, se establece la obligación del Estado mexicano de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, lo cual debe cumplirse a la luz de los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad, progresividad y no discriminación.

En principio, la igualdad formal constituye el conjunto de  posibilidades y capacidades imputables a la persona y prohíbe hacer distinciones o diferencias entre los seres humanos en cuanto tales. Aunque en principio las leyes deben ser racionales, objetivas y estar sujetas a principios, históricamente ha habido leyes que han negado los derechos de las mujeres.

“Se afirma que el concepto de igualdad no se basa en un principio neutral sino que se ha construido desde una perspectiva masculina. Desde este punto de vista la igualdad para las mujeres no necesita predicarse a partir de las similitudes con los hombres, sino que se abre el debate sobre qué espacio deben tener las diferencias en relación a la igualdad”.
A partir de las reformas al sistema de justicia penal y en materia de derechos humanos, la SCJN ha dictado tesis jurisprudenciales en las cuales se pondera que la igualdad entre mujeres y hombres es un derecho humano, dando directrices a juzgadores y legisladores en cuanto a la aplicación de este derecho. En este sentido, la SCJN establece que:

No es admisible crear diferencias de trato entre seres humanos que no correspondan con su única e idéntica naturaleza; sin embargo, como la igualdad y  la  no  discriminación  se  desprenden  de  la  idea  de unidad de  dignidad  y naturaleza de la persona, no todo tratamiento jurídico diferente es discriminatorio, porque no toda distinción de trato puede considerarse ofensiva, por sí misma, de la dignidad humana. Por tanto, la igualdad prevista por el artículo 4º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en diversos instrumentos internacionales en materia de derechos humanos, más que un concepto de identidad ordena al legislador no introducir distinciones entre ambos géneros y, si lo hace, éstas deben ser razonables y justificables.
En el México en el ámbito Federal y en el Estado de Coahuila de Zaragoza se han promulgado una serie de legislaciones que han permitido que se protejan los derechos humanos de las personas, priorizando en algunas de ellas la protección de los derechos humanos de la mujeres, niñas y niños, con el objetivos de cumplir con las recomendaciones y sentencias que se han dictado a nivel internacional en contra del Estado Mexicano, los marcos normativos que sirvieron como ejes de referencia para este trabajo fueron:

1.         Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres

Esta ley es una disposición reglamentaria de los artículos 1 y 4 de la Constitución. Su objetivo es regular y garantizar la igualdad de oportunidades y de trato entre mujeres y hombres, así como proponer los lineamientos y mecanismos institucionales que orienten a la nación hacia el cumplimiento de la igualdad sustantiva en los ámbitos público y privado, promoviendo el empoderamiento de las mujeres y la lucha contra toda discriminación por motivos de género. Sus disposiciones son de orden público e interés social y de observancia general en todo el territorio nacional. Los principios rectores de esta ley son: la igualdad, la no discriminación, la equidad y todos aquellos contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Los sujetos de los derechos establecidos en la ley son las mujeres y los hombres que se encuentren en territorio nacional, que por razón de su sexo, independientemente de su edad, estado civil, profesión, cultura, origen étnico o nacional, condición social, salud, religión, opinión o discapacidad, vean afectado el derecho a la igualdad.

El artículo 38 de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres señala acciones concretas que deberán llevar a cabo  las autoridades con el fin de promover la igualdad en el acceso a los derechos sociales y el pleno disfrute de éstos, entre las que destacan: “garantizar el seguimiento y la evaluación de la aplicación en los tres órdenes de gobierno, de la legislación existente, en armonización con instrumentos internacionales”. Esta disposición señala la obligación de llevar a cabo la armonización legislativa en materia de igualdad y no discriminación para todos los poderes que integran el Estado mexicano, incluido el Legislativo.

2.         Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia

El objetivo de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de   Violencia (LGAMVLV) es establecer la coordinación entre la Federación, las entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios para prevenir, atender sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres. La Ley establece los principios de igualdad y no discriminación para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia y al desarrollo y bienestar personal, así como para garantizar la democracia, el desarrollo integral y sustentable que fortalezca la soberanía y el régimen democrático establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Este instrumento normativo señala las medidas necesarias para garantizar la prevención, la atención, la sanción y la erradicación de todos los tipos de violencia contra las mujeres durante su ciclo de vida y en todos los ámbitos,  y para promover su desarrollo integral y su plena participación en todas las esferas de la vida.

Los principios rectores de esta Ley que deberán observarse en la elaboración y ejecución de las políticas públicas federales y locales son: la igualdad jurídica entre la mujer y el hombre, el respeto a la dignidad humana de las mujeres, la no discriminación y la libertad de las mujeres. Con respecto a la armonización legislativa para garantizar a las mujeres una vida libre de violencia, la LGAMVLV señala que:

La Federación, las entidades federativas, el Distrito Federal y los municipios, en el ámbito de  sus respectivas competencias expedirán las normas legales y tomarán las medidas presupuestales y administrativas correspondientes, para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, de conformidad con los Tratados Internacionales en Materia de Derechos Humanos de las Mujeres, ratificados por el Estado mexicano.

3.         Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación

El objetivo de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación  es prevenir y eliminar todas las formas de discriminación que se ejerzan contra cualquier persona en los términos del artículo 1 de la Constitución. Así, prohíbe toda práctica discriminatoria que tenga por objetivo o efecto el impedir o anular el reconocimiento o ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportunidades de las personas. La ley define la discriminación como:

Toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que, por acción u omisión, con intención o sin ella, no sea objetiva, racional ni proporcional y tenga por objeto o resultado obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y libertades, cuando se base en uno o más de los siguientes motivos: el origen étnico o nacional, el color de piel, la cultura, el sexo, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, económica, de salud o jurídica, la religión, la apariencia física, las características genéticas, la situación migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las preferencias sexuales, la identidad o filiación política, el estado civil, la situación familiar, las responsabilidades familiares, el idioma, los antecedentes penales o cualquier otro motivo.
4.         Ley General de Víctimas

La Ley General de Víctimas  obliga a las autoridades del Estado y a los organismos e instituciones públicas y privadas, en el ámbito de sus competencias, a velar por la protección de las víctimas y a proporcionarles ayuda, asistencia o reparación integral. Su principal objetivo es:

Reconocer y garantizar los derechos de las víctimas del delito y de violaciones a derechos humanos, en especial el derecho a la asistencia, protección, atención, verdad, justicia, reparación integral, debida diligencia y todos los demás derechos consagrados en ella, en la Constitución, en los Tratados Internacionales de derechos humanos de los que el Estado Mexicano es Parte y demás instrumentos de derechos humanos.
Otro aspecto importante que abarca la ley es la reparación integral, la cual comprende las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica, las cuales deben aplicarse a favor de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del hecho cometido o la gravedad y magnitud de la violación de sus derechos, así como las circunstancias y características del hecho victimizante.
5.         Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

Esta ley reconoce la titularidad de derechos de niñas, niños y adolescentes, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Asimismo, garantiza el pleno ejercicio, respeto, protección y promoción de sus derechos humanos, de acuerdo con lo establecido en la Constitución. En relación con el interés superior de la niñez, señala que “deberá ser considerado de manera primordial en la toma de decisiones sobre una cuestión debatida que involucre niñas, niños y adolescentes”.
6.         Ley General para Prevenir, Sancionar y Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y para la Protección y Asistencia a las Víctimas de estos Delitos (Ley General de Trata)

Esta ley tiene por objeto establecer competencias y formas de coordinación para la prevención, investigación, persecución y sanción de los delitos en materia de trata de personas. Instaura los mecanismos efectivos para tutelar la vida, la dignidad, la libertad, la integridad y la seguridad de las personas, así como el libre desarrollo de niñas, niños y adolescentes, cuando sean amenazados o lesionados por la comisión de los delitos establecidos en la ley. Además de señalar las disposiciones relativas a la reparación el daño a las víctimas de manera integral, adecuada, eficaz y efectiva, proporcional a la gravedad del daño causado y a la afectación sufrida.

Esta ley impone la obligación a la Conferencia Nacional de Procuradores de proponer la armonización legislativa de los tipos penales vinculados a esta materia en todo el país.

7.         Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres en el Estado de Coahuila de Zaragoza (LIMHC)
El eje principal de la esta ley es “garantizar que las mujeres y los hombres sean iguales en dignidad, en derechos y obligaciones”. Asimismo, el objeto de la ley es “desarrollar la normatividad que en materia de igualdad entre mujeres y hombres, prevén la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, para alcanzar una sociedad más democrática, justa y solidaria.”
En materia de armonización, la LIMHC establece que en el sistema estatal la Secretaría de las Mujeres tiene la atribución de “velar por el progreso legislativo en materia de igualdad entre mujeres y hombres, a fin de armonizar la legislación local con los estándares internacionales en la materia”.  Además, establece que las entidades públicas deben promover la igualdad en la vida civil, a través de acciones que permitan “impulsar las reformas legislativas y políticas públicas para prevenir, atender, sancionar y erradicar la desigualdad en los ámbitos público y privado”.
8.         Reglamento de la Ley de Igualdad entre Mujeres y Hombres en el Estado de Coahuila de Zaragoza.

El objeto del Reglamento es proveer el exacto cumplimiento de las disposiciones de la LIMHC y establecer las bases de coordinación entre el gobierno del estado y los gobiernos municipales para el cumplimiento de la Ley. Señala que la administración pública estatal y la municipal deberán establecer acciones y políticas públicas para garantizar y fortalecer la igualdad en materia de acceso a la justicia, empoderamiento y autonomía de las mujeres y participación de las mujeres en la toma de decisiones.

Asimismo, señala que el Sistema Estatal para la Igualdad entre Mujeres y Hombres se encargará de las políticas y acciones interinstitucionales orientadas a garantizar la plena igualdad entre mujeres y hombres. Así, una de sus atribuciones es “aprobar los instrumentos jurídicos o normativos que se presenten con motivo de la revisión periódica del  marco  normativo  local,  a  fin de  armonizar  la  legislación  local  con  los  estándares internacionales y nacionales en la materia.”
9.         Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza

El objetivo de esta ley es la prevención, atención, asistencia, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres de cualquier edad en el ámbito público y privado. Como parte de su observancia e implementación la autoridad estatal establecerá los principios, las políticas y las acciones destinados a eliminar cualquier tipo de violencia contra las mujeres.

A través de las entidades de la administración pública estatal, se implementarán políticas públicas que deberán condenar la violencia contra la mujer y no invocar ninguna costumbre, tradición o consideración religiosa para eludir su obligación de procurar eliminarla. Además deberán proceder con la debida diligencia a fin de prevenir, investigar y, conforme a la legislación estatal, sancionar todo acto de violencia contra la mujer, ya se trate de actos perpetrados por autoridades o por particulares

Así mismo se deberá garantizar a las mujeres el acceso a los mecanismos de justicia, conforme a la legislación civil, penal, laboral y administrativa a fin de que se sancionen a los responsables   y se les condene a la reparación del daño. Y dentro de un marco de cooperación interinstitucional,   asegurar que estas y sus hijos, dispongan de asistencia especializada, como servicios de rehabilitación, ayuda para el cuidado y manutención de los niños, tratamiento, asesoría, servicios, instalaciones y programas sociales y de salud, así como estructuras de apoyo.

10.       Reglamento de la Ley de Acceso de la Mujeres a una vida libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza
El objetivo del Reglamento es “regular las disposiciones de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza”. En relación con la armonización legislativa, el Reglamento establece que entre las atribuciones del Poder Legislativo está la labor de “armonizar y mantener actualizado el marco normativo del Estado bajo los principios de igualdad jurídica entre mujeres y hombres, respeto a la dignidad humana de las mujeres, no discriminación, libertad de las mujeres e integración de las mujeres a la vida democrática y productiva del Estado”.
En el ámbito internacional en las últimas décadas, México ha firmado y ratificado diversos instrumentos internacionales en materia de derechos humanos, como la Declaración Universal  de  los  Derechos  Humanos,  el Pacto Internacional  de  Derechos  Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés). A nivel regional, destaca la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra  la Mujer,  conocida como la “Convención de Belém do Pará”. Cabe mencionar también las normas establecidas en documentos que, si bien no son jurídicamente vinculantes, son una herramienta fundamental en el desarrollo del derecho internacional de los derechos humanos conocidos como soft law.  Estas herramientas incluyen las conferencias mundiales sobre la mujer celebradas por la ONU, la primera tuvo lugar en México, en 1975. A continuación se señalan los principales instrumentos internacionales y sus mecanismos de implementación y seguimiento que han servido de fundamento en esta propuesta legislativa.

1.         Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la Mujer (CEDAW)

La CEDAW representa un avance histórico en la protección de los derechos de las mujeres y es una referencia obligatoria en materia de igualdad entre mujeres y hombres. En el preámbulo de la Convención se establece que, a pesar de la existencia de instrumentos jurídicos que consagran la igualdad de derechos entre hombres y mujeres, la discriminación contra las mujeres sigue existiendo en todas las sociedades, y que atenta contra la dignidad humana y obstaculiza el bienestar de la sociedad y la familia. En el artículo 1 señala que la expresión "discriminación contra la mujer" denota toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos de la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.

En la CEDAW se establece la obligación de los Estados Parte de adoptar medidas legislativas, administrativas y jurisdiccionales, destinadas a garantizar y proteger todos los derechos humanos de las mujeres, sobre la base de la igualdad entre mujeres y hombres y el combate a la discriminación, así como a impulsar políticas públicas con perspectiva de género.

La CEDAW es un tratado internacional vinculante. Al ratificarla, los Estados Parte se obligan jurídicamente a adoptar una serie de medidas dirigidas a lograr el pleno desarrollo y adelanto de las mujeres; la igualdad de facto entre hombres y mujeres; la modificación de patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres; la supresión de todas las formas  de  trata  y explotación de la prostitución  de las mujeres; la eliminación de la discriminación contra las mujeres en la vida política y pública del país; la promoción de la participación de las mujeres en la esfera internacional; la igualdad de derechos en el ámbito de la educación, el empleo, la atención médica y en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares, entre otras cuestiones.

Lo establecido por la CEDAW en materia de igualdad y no discriminación es vinculante, y pasa a ser parte de la normativa nacional de los Estados signatarios. Así, la Convención prohíbe la discriminación de las mujeres en todas las esferas, pública o privada, y señala que la discriminación afecta a las mujeres en las distintas etapas de su existencia. Por otra parte, fortalece el concepto de indivisibilidad de los derechos humanos al recoger en un único instrumento derechos económicos, sociales, culturales, civiles, políticos, así como derechos colectivos y el derecho al desarrollo. El principio rector de la CEDAW es la igualdad sustantiva, que comprende la igualdad de oportunidades y la igualdad de resultados. La Convención obliga a los Estados Parte a respetar, proteger y garantizar los derechos de las mujeres frente a actos discriminatorios cometidos por individuos, empresas o instituciones no estatales. Asimismo, establece la obligación de los Estados de adoptar medidas temporales de carácter afirmativo para eliminar los roles y estereotipos de género, y reconoce el papel de la cultura y las tradiciones en el mantenimiento de la discriminación contra las mujeres.

Con respecto a la armonización legislativa, establece que los Estados Parte convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se comprometen a: (…) adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con las sanciones correspondientes que prohíban toda discriminación contra la mujer; (…) adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de carácter legislativo, para modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan discriminación contra la mujer; y derogar todas las disposiciones penales nacionales que constituyan discriminación contra la mujer.
Asimismo, señala que “se tomarán en todas las esferas, y en particular en las esferas política, social,  económica y cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre”. Estas disposiciones son el fundamento para llevar a cabo el proceso de armonización legislativa en los Estados que han ratificado la CEDAW.

2.         Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (Comité de la CEDAW/CoCEDAW)

La Convención señala el establecimiento de un Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, cuya función principal es examinar los progresos  de la correcta aplicación de la CEDAW y colaborar con los Estados Parte para eliminar la discriminación contra las mujeres. Con este fin, los Estados envían informes periódicos –al menos cada cuatro años– al Comité o cuando éste lo solicita, detallando las “medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que han adoptado” en cumplimiento de la Convención, así como sus progresos en cuanto a su aplicación.

Este Comité emite Recomendaciones Generales dirigidas a todos los Estados Parte que han ratificado la Convención, y Recomendaciones Específicas en relación con los informes que cada país presenta, donde se hacen observaciones sobre las violaciones a derechos humanos de las mujeres que se presentan en cada país. Hasta la fecha se han emitido 33 Recomendaciones Generales sobre diferentes temas.

En la Recomendación General 28,  relativa al artículo 2 de la CEDAW, se determina la naturaleza de las obligaciones jurídicas generales de los Estados Parte, y con respecto a la armonización  legislativa, señala que los Estados  Parte deben  evaluar de  inmediato  la situación de jure y de facto de las mujeres y adoptar medidas concretas para eliminar por completo todas las formas de discriminación contra ellas con el fin de alcanzar la igualdad sustantiva de mujeres y hombres. “Una política de esta naturaleza debe incluir garantías constitucionales y legislativas, incluida la armonización con las disposiciones jurídicas nacionales y la enmienda de las disposiciones jurídicas que sean contrarias”.
3.         Recomendaciones del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer a los Informes del Estado Mexicano

Desde que suscribió la CEDAW, México ha presentado ocho informes periódicos sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que se han adoptado para hacer efectivas las disposiciones de la Convención y sobre los progresos alcanzados en este sentido.

En cuanto a las recomendaciones que el Comité de la CEDAW ha hecho al Estado mexicano en materia de armonización legislativa a sus informes periódicos destacan los siguientes.

En el Sexto informe, el Comité señala que “se observa con preocupación el que no haya una armonización sistemática de la legislación y de otras normas federales, estatales y municipales con la Convención, lo cual tiene como consecuencia la persistencia de leyes discriminatorias en varios estados y dificulta la aplicación efectiva de la Convención”.
Además, lo exhorta a que se “conceda una alta prioridad a la armonización de las leyes y las normas federales, estatales y municipales con la Convención, en particular mediante la revisión   de   las   disposiciones   discriminatorias   vigentes”.     Hay   que   resaltar   la recomendación específica en relación con la preocupación del Comité de la CEDAW por las demoras en “la aprobación de los proyectos de ley pendientes y las enmiendas de las leyes vigentes que son críticas para lograr el disfrute de los derechos humanos de las mujeres y la eliminación de la discriminación”. El no atender esta recomendación podría dar pauta a que se extienda la brecha de desigualdad de género en el ámbito legal.

En las Observaciones finales del Séptimo y Octavo Informes presentados por México al Comité de CEDAW, destaca el reconocimiento de la Reforma constitucional en materia de derechos humanos, que eleva a rango constitucional los tratados internacionales de derechos humanos, incluida la Convención, y que consagra el principio pro persona.
No obstante, con respecto a la armonización legislativa, el Comité recomienda “adoptar las medidas necesarias para eliminar las incoherencias en los marcos jurídicos entre los planos federal, estatal y municipal, entre otras cosas integrando en la legislación estatal y municipal pertinente el principio de la no discriminación y la igualdad entre mujeres y hombres”. Además, señala que el Estado debe “derogar las disposiciones discriminatorias contra las mujeres, y proporcionar definiciones y sanciones coherentes, entre otras cosas sobre la violación, el aborto, las desapariciones forzosas, la trata de personas, las lesiones y los homicidios por motivos llamados ‘de honor’, así como sobre el adulterio”,  y que se debe armonizar de manera coherente “la legislación penal, procesal y civil con la Ley General o las leyes locales sobre el acceso de la mujer a una vida libre de violencia y con la Convención”. Es fundamental que las instancias legislativas atiendan estas recomendaciones para cumplir con las observaciones emitidas por el Comité.

4.         Recomendaciones del Examen Periódico Universal de la ONU

El Examen Periódico Universal, (EPU) fue creado en marzo de 2006 y consiste en un procedimiento de revisión del cumplimiento de las obligaciones y compromisos de derechos humanos de cada uno de los Estados Miembros de la ONU, cada cuatro años.

En 2009, el Consejo de Derechos Humanos emitió una lista de recomendaciones al Estado mexicano en el marco del EPU. La segunda revisión a México tuvo lugar el 23 de octubre del 2013. Como parte de las conclusiones de esta última revisión, en materia de armonización legislativa y protección de los derechos humanos de las mujeres destacan las siguientes:

•          Garantizar la aplicación de las leyes de igualdad de género, en particular la Ley General para la Igualdad entre hombres y mujeres, en los 32 estados.

•
Continuar  la  promoción  de  la  legislación  y  las  medidas  para  eliminar  la discriminación y fortalecer la protección de los derechos de los grupos desfavorecidos, como las mujeres, los niños y los pueblos indígenas.

5.         Cuarta Conferencia Mundial de la Mujer celebrada en Beijing, República Popular China, 1995.

En la Cuarta Conferencia Mundial de la Mujer se estableció la Plataforma de Acción de Beijing como un programa encaminado a crear las condiciones para potenciar el papel de la mujer en la sociedad. Allí, se reconoce la importancia de trasladar el contenido de los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos a la legislación interna de los países miembros de la ONU, favoreciendo con ello el reconocimiento de los derechos humanos de las mujeres. Este documento establece 12 áreas de atención prioritaria para ofrecer a las mujeres una mejor calidad de vida. Los temas que se abordan son: pobreza, educación, salud, violencia, economía, toma de decisiones, mecanismos para el adelanto de las mujeres, medios de difusión, medio ambiente y derechos de las niñas.

Además, en la Plataforma se establecieron las medidas afirmativas para alcanzar en el corto y mediano plazo las metas propuestas. Entre estas medidas se encuentra la armonización legislativa, de manera que los países que se adhirieron a la Plataforma deben “adoptar o aplicar las leyes pertinentes, y revisarlas y analizarlas periódicamente a fin de asegurar su eficacia para eliminar la violencia contra la mujer”. Estas medidas están encaminadas a fortalecer la legislación vigente para garantizar los derechos de las mujeres.

6.         Sentencias dictadas en contra del Estado mexicano por la Corte Interamericana de los Derechos Humanos

La Convención Americana sobre Derechos Humanos instrumentó dos órganos competentes para tener conocimiento sobre las violaciones a los derechos humanos: la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH). Esta última es un tribunal internacional que tiene una función de tipo contencioso, según la cual conoce y resuelve los casos sometidos a su jurisdicción por la Comisión o por un Estado perteneciente a la Organización de Estados Americanos (OEA), respecto de presuntas violaciones a los derechos humanos. Sus resoluciones y jurisprudencia son jurídicamente vinculantes, es decir, obligatorias en su cumplimiento para los Estados que se someten a su jurisdicción.

Los casos que son sometidos a la consideración de la Corte culminan con una o varias resoluciones que, en su caso, declaran qué derechos humanos se violaron e imponen el resarcimiento a la(s) víctima(s). La condena impuesta puede traducirse en diversos modos de reparación del daño, los cuales pueden ser pecuniarios, pues pueden incluir daño material, moral e, incluso, al proyecto de vida de los afectados o de sus sobrevivientes. Otras medidas podrían ser, por ejemplo, llevar a cabo investigaciones profundas y efectivas para determinar fehacientemente quiénes son las o los responsables de la violación de los derechos humanos. En materia de legislación, estas medidas pueden consistir en la anulación de leyes —con efectos generales—, la obligación de modificar la legislación interna, que puede ser ordinaria o hasta constitucional o, en su caso, la expedición de normas que hagan efectivos los derechos consagrados en la Convención Americana de Derechos Humanos. A partir del 16 de diciembre de 1998, México reconoce la competencia contenciosa de la Corte en lo que respecta a presuntas violaciones de derechos humanos en el país. A la fecha, se han dictado seis sentencias en contra del Estado mexicano, de las cuales tres fueron por violación a los derechos humanos de las mujeres, particularmente en lo que se refiere al acceso a la justicia.
De las sentencias emitidas por la Corte IDH en contra del Estado mexicano, es importante destacar el “Caso Rosendo Radilla Cantú vs. Estado Mexicano”, que aun cuando no sea un caso de violación de derechos humanos de las mujeres, constituye un parteaguas en la aplicación de la justicia en México. En relación con esta sentencia, la Corte IDH resolvió que sus sentencias son de aplicación obligatoria para todas las autoridades mexicanas, facultando a las y los juzgadores a hacer un control de convencionalidad al aplicar tratados internacionales de derechos humanos, aun cuando éstos pudiesen ser contrarios a lo establecido en la legislación mexicana, debiéndose privilegiar, siempre, la aplicación del derecho que más favorezca a la persona.  Estas resoluciones emitidas por la Corte IDH fortalecen las reformas constitucionales en materia de justicia penal, en materia de amparo y de derechos humanos, permitiendo al Estado mexicano el cumplimiento de las sentencias. Así,  es  necesario  que  las  y  los  legisladores  incluyan  en  sus  agendas  legislativas  la armonización en sus respectivos ámbitos, para que todos los estándares internacionales en materia de derechos humanos sean incorporados en el derecho interno, asegurando así su reconocimiento y respeto.

En materia de violación de los derechos humanos de las mujeres, destaca la sentencia del “Caso González y otras ("Campo Algodonero") vs. México”,  la cual no sólo incidió en el derecho mexicano, sino que se considera un referente en el ámbito regional, ya que es la primera resolución donde la Corte IDH se pronuncia, con base en la Convención de Belém do Pará, sobre la obligación del Estado de no discriminar, de actuar con diligencia, de incluir normas para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra las mujeres, así como sobre la competencia para conocer sobre violaciones de derechos humanos, así calificados en este instrumento normativo.
7.         Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, “Convención de Belém do Pará”

La Convención de Belém do Pará fue creada con el objetivo de prevenir, sancionar y erradicar todas las formas de violencia contra las mujeres en los países de la OEA. Es un instrumento internacional, de carácter regional y vinculante, que ha sido firmado y ratificado por el Estado mexicano. Por ello, su aplicación y observancia es obligatoria. Además de reconocer los derechos de las mujeres, establece definiciones, ámbitos de aplicación y medidas integrales para combatir la violencia en contra de ellas. Los derechos protegidos por la Convención de Belém do Pará son:

a)   El derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado.

b)  El derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y las libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos.
En materia de armonización legislativa, el artículo 7, inciso c, de la Convención de Belém do Pará establece la obligación de los Estados Parte de adoptar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra las mujeres.

8.         Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (MESECVI), Convención de Belém do Pará.

El MESECVI fue diseñado a fin de dar seguimiento a los compromisos asumidos por los Estados Parte de la Convención de Belém do Pará, contribuir al logro de los propósitos establecidos en ella y facilitar la cooperación técnica entre los Estados Parte, así como con otros Estados miembros de la OEA y de los Observadores Permanentes. Cuenta con un Comité de Expertas y Expertos, que es el órgano técnico integrado por las y los especialistas en los temas que abarca la Convención.  Dicho Comité lleva a cabo rondas de evaluación multilateral y envía un cuestionario a las autoridades de los Estados sobre la implementación de las disposiciones de la Convención. A partir de estas respuestas, y con base en la información recabada, el Comité emite un Informe Hemisférico e informes del país signante y efectúa recomendaciones a las que deberá dar seguimiento.

9.         Primer Informe Hemisférico del MESECVI

El Primer Informe Hemisférico del MESECVI en materia de armonización legislativa recomendó que las sanciones que se impongan a la violencia en contra de las mujeres deberán estar de acuerdo con lo establecido en la Convención de Belém do Pará y los estándares internacionales en materia de derechos humanos, por lo que deben de hacerse “reformas en los códigos penales o la expedición de leyes especiales”. Asimismo, señala que estas normas deben de ser específicas para prevenir, sancionar y/o erradicar la violencia en contra de las mujeres, y que, por esta razón, se debe eliminar “toda norma que sea genéricamente neutra”. Además, subraya la importancia de hacer   reformas legislativas pertinentes en los ámbitos civil y penal a fin de evitar “limitaciones en el ejercicio de los derechos de las mujeres, especialmente su derecho a una vida libre de violencia”.
10.       Segundo Informe Hemisférico del MESECVI

En el Segundo Informe Hemisférico sobre la Implementación de la Convención de Belém Do Pará, del MESECVI,  el   Comité de Expertas y Expertos emitió recomendaciones a los Estados Parte sobre la armonización legislativa, refiriéndose de forma específica a la revisión y modificación de la definición de violencia dentro del marco jurídico, así como a la tipificación de la trata de personas y la prostitución forzada, de acuerdo con lo establecido en los instrumentos internacionales en la materia. Además, recomendó sancionar el acoso sexual en el trabajo; tipificar la violencia sexual, incluida la que se cometa en establecimientos estatales; sancionar los casos de conflictos armados y desastres naturales; tipificar la violación sexual entre cónyuges y uniones de hecho; prohibir los métodos de conciliación y mediación en casos de todo tipo de violencia contra las mujeres, ya sea en resoluciones extrajudiciales, así como en la legislación procesal. Asimismo, señala que se deberá prevenir y sancionar el feminicidio, evitando que se disminuya la pena por considerarlo resultado de una “emoción violenta”. También se recomienda la penalización de la violencia obstétrica y considerar la inseminación artificial y la esterilización forzada como delito común y como acto conducente al genocidio, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad.

11.
Observaciones a los Informes de México, por parte del Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém Do Pará. (MESECVI).

De las observaciones hechas por el MESECVI al Primer Informe presentado por el  Estado Mexicano    en materia de armonización legislativa cabe resaltar las siguientes recomendaciones generales: revisar las legislaciones ordinarias de las entidades federativas que pudieran contravenir los derechos de las mujeres establecidos en sus Constituciones Políticas o en la Constitución Política Federal, a fin de considerar la emisión armónica de reformas legales o establecimiento de nuevas normas en los ámbitos penal, laboral, familiar y civil, entre otros, de manera tal que se concretizaran los mandatos de la Convención y las consideraciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. Así mismo recomiendan que se deberán “tomar medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer”.

Las recomendaciones específicas se centraron en solicitar se deroguen o en su caso modifiquen en las legislaciones estatales lo relativo al matrimonio niñas, se tipifique en todas las entidades federativas los delitos de hostigamientos sexual, violencia familiar y violación entre cónyuges.

En relación con el Segundo Informe presentado por el Estado Mexicano al MESECVI,  las recomendaciones generales hechas en materia de armonización legislativa son: tipificar el femicidio   (feminicidio) como un delito, así como unificar la legislación en materia de violencia en contra de las mujeres, lo anterior en todas las entidades federativas, incluyendo en el Distrito federal.

Lo señalado con anterioridad fue el marco jurídico nacional e internacional que aunado a la Jurisprudencia emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Corte Interamericana de Derechos Humanos se tomó como base para elaborar las propuestas de reformas legales que a continuación se presentan.

Derivado del análisis de la legislación del estado de Coahuila, se proponen los siguientes cambios a fin de llevar a cabo avances significativos y de esta manera cumplir con el pleno reconocimiento de los derechos de las mujeres.

Propuestas Legislativas en relación con la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

Las propuestas legislativas que serán presentadas siguiendo con la metodología que se utilizó para realizar el “Análisis y diagnóstico sobre armonización legislativa en materia de no discriminación y protección de los derechos humanos de las mujeres, tanto en los ámbitos civil como penal de Coahuila”, es decir se presentarán atendiendo al eje en el que se encuentra y en relación con el indicador que les corresponda, los ejes temáticos son:

•
Derecho a la igualdad

•
Derecho a la no discriminación,

•
Derecho a una vida libre de violencia

•
Interés superior de la infancia.

Cabe aclarar que en el cuerpo de la propuesta de reforma legislativa, la normatividad se presenta en el orden numérico que les corresponde a los artículos, respetando la estructura del instrumento legal.

•
En relación con el Eje del Derecho a la igualdad se proponen las siguientes reformas:

1. En relación con el artículo 276, se analizó atendiendo al indicador que establecía verificar si “reconoce los gastos de embarazo y parto dentro de los conceptos que integran los alimentos”. En la reforma se propone introducir como parte de la definición de los alimentos, los gastos de embarazo y parto, con la intención que esta sea integral, inclusiva y que contenga todos los elementos necesarios para la protección de este derecho humano. Otro punto de la propuesta es el reconocimiento al derecho a los alimentos a las personas con discapacidad y adultos mayores.

Cabe señalar que si bien es cierto en el artículo 283 se establece como obligación entre las parejas cubrir los gastos del embarazo y parto, se propone que se omita esta mención y solo se conserve la remisión al artículo 276 que contiene el concepto del derecho a los alimentos. En este mismo tenor se propone una reforma al artículo 280, en relación con la proporcionalidad del monto de los alimentos, esta se debe ajustar a la capacidad del deudor alimentista y las necesidades de quien deben recibirlos. Por lo que la autoridad judicial competente cuando no sean comprobables los ingresos, deberá resolver con base en la capacidad económica del deudor y el nivel de vida que los acreedores alimentarios hayan llevado en los dos últimos años.

Al efecto la CEDAW señala que las mujeres y los hombres “deben tener los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio y con ocasión de su disolución”, es decir, debe haber un derecho recíproco de proporcionarse alimentos. En este sentido, la Recomendación General 24 del Comité de la CEDAW dice que:

Muchas mujeres corren peligro de muerte o pueden quedar discapacitadas por circunstancias relacionadas con el embarazo cuando carecen de recursos económicos para disfrutar de servicios que resultan necesarios o acceder a ellos, como los servicios previos y posteriores al parto y los servicios de maternidad.

En México, la SCJN ha reconocido que “los alimentos comprenden la comida, el vestido, la habitación, la atención médica y hospitalaria y, en su caso, educación, rehabilitación y atención geriátrica”. Este criterio jurisprudencial constituye un avance importante en el reconocimiento de los derechos de las mujeres.

Así, para que exista un pleno reconocimiento a este derecho de las mujeres, el concepto de alimentos debería incluir los gastos de embarazo y parto, así mismo la SCJN señala que se deben de contemplar los gastos de atención geriátrica por lo cual con la presente reforma se incluye para los adultos mayores, asimismo se prevé para personas con algún tipo de discapacidad o que requieran de asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos  que se les proporcione en la medida de lo posible su rehabilitación. 

Con respecto a la educación cabe señalar que el artículo 3 de la CPEUM señala que serán obligatorias la educación  preescolar, primaria, secundaria y la media superior tal y como lo señala la Ley de Familia.

2.         El  artículo  238  establece  entre  otros  supuestos  que  la  o  el  cónyuge que esté imposibilitado para trabajar y no tenga medios para subsistir tendrá derecho a alimentos en caso de divorcio, pero contempla la suspensión de éste derecho si el cónyuge alimentista se casa, se une en concubinato o celebre Pacto Civil de Solidaridad, con persona distinta. La propuesta consiste en reformar diversos artículos para que la pensión se otorgue por un tiempo igual al que haya durado el matrimonio, concubinato o Pacto Civil de Solidaridad, sin ninguna otra restricción.

A fin de que exista una armonización en los derechos otorgados a las personas que reciben alimentos, se propone una reforma en al artículo 284, en donde se establece que personas unidas por una relación de pareja estable independientemente del estado civil de cada una de ellas, tienen la obligación recíproca de darse alimentos. En este artículo se contempla la condicionante de que esta obligación cese cuando se unan con persona distinta en matrimonio, concubinato o pacto civil de solidaridad, o en su caso durante un tiempo equivalente al que duró la relación. La propuesta de reforma se plantea en el sentido que la obligación dure por un tiempo igual al que haya durado la relación sin condicionante. Así mismo se omita lo relativo a que no se pueda reclamar este derecho cuando se alegue ingratitud, ya que esta circunstancia puede ser subjetiva.

Lo señalado se fundamenta en la CEDAW en donde se subraya que, de acuerdo con el principio de igualdad entre mujeres y hombres, ambos deben tener los mismos derechos y responsabilidades  en  el  matrimonio  y al disolverse  éste.   

Las  mujeres comparten en general, la experiencia de verse más perjudicadas económicamente que los hombres en las relaciones familiares y tras su disolución, la persona imposibilitada para trabajar tiene derecho a una vida digna y a recibir una pensión alimenticia, como lo establece el Comité de Expertas de la CEDAW:

“…en materia de consecuencia financieras de la disolución del matrimonio pueden clasificarse, a grandes rasgos, en dos categorías: las relativas al reparto de bienes y las relativas a la manutención después del divorcio o separación. Los regímenes de reparto de bienes y manutención después de la disolución del matrimonio favorecen a menudo a los maridos, con independencia de que las leyes sean o no neutrales en apariencia, debido a la influencia del género en la clasificación  de  los  bienes  matrimoniales objeto  de reparto, el insuficiente reconocimiento  de  las contribuciones  no financieras,  la  falta de  capacidad jurídica de la mujer para gestionar los bienes y los roles familiares basados en el género.”

Lo mencionado en el párrafo anterior se fortalece con lo establecido por el Comité de la CEDAW en su Recomendación General número 33, en la cual se indica como debe ser la actuación de las personas que representan jurídicamente a las mujeres en los juicios:

En casos de conflictos familiares o cuando las mujeres carecen de acceso en pie de igualdad al ingreso familiar, los proveedores de asistencia jurídica y defensa pública deben basar sus pruebas del ingreso familiar en el ingreso real” 

Por su parte, la SCJN emitió una tesis jurisprudencial en la que destaca la importancia de que el cónyuge imposibilitado para trabajar y que no tenga medios para subsistir tenga derecho a alimentos en caso de divorcio.

La obligación de dar alimentos derivada de una relación de matrimonio, desaparece al momento en que se declara disuelto el vínculo matrimonial, de esta ruptura puede surgir una nueva y distinta obligación que encuentra su razón de  ser en un deber tanto asistencial como resarcitorio derivado del desequilibrio económico que suele presentarse entre los cónyuges al momento de disolverse el vínculo matrimonial. “…surge de una realidad económica que coloca al acreedor de la pensión en un estado de necesidad e imposibilidad de allegarse de los medios suficientes para su subsistencia”… la mencionada disposición es armónica con la naturaleza y alcances de la figura, lo que permite la consecución de los fines de la misma consistentes en la plena eficacia del derecho fundamental  a  acceder a un nivel de vida digno de los cónyuges afectados por un desequilibrio económico post-marital.

En la Ley de Familia de Coahuila se reconoce expresamente la obligación de otorgar una pensión alimenticia a la o el cónyuge que esté imposibilitado para trabajar y que no tiene medios para subsistir, sin importar las actividades a que se hubiera dedicado en el matrimonio, como, por ejemplo, el cuidado de las hijas y/o los hijos.

Señala además que la obligación de proporciona alimentos cesa cuando la/el acreedor alimentista contraiga matrimonio, se una en concubinato o una vez que haya transcurrido el tiempo equivalente a la duración de la unión. Por lo que se sugiere eliminar que la obligación cese por una nueva unión, toda vez que vincula la terminación de un derecho al establecimiento de una nueva relación sentimental, pudiendo ser discriminatorio para quien recibe los alimentos, ya que no toma en cuenta las aportaciones que hizo mediante trabajo remunerado o no remunerado a la construcción del patrimonio familiar, actividades que incluyen las labores del hogar y el cuidado de los hijos.

•
Por cuanto al eje temático relativo al Derecho a la no Discriminación se plantea lo siguiente:

3.         En cuanto al artículo 147, el cual establece los fines del matrimonio, se presenta una reforma en donde se propone que estos fines se basen en conceptos universales como es el respeto a la dignidad de la persona y el derecho a vivir una vida libre de violencia y que abonen aún más a favor de relaciones igualitarias en cuanto a derechos y obligaciones entre las personas que deciden contraer matrimonio.

Al efecto la CEDAW señala que los Estados Partes deberán adoptar todas las medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones familiares, principalmente establecer: “Los mismos derechos y responsabilidades durante el matrimonio”. Así mismo en su Recomendación General número 29 establece que: “Los Estados partes deberían aprobar códigos de familia o leyes relativas a la condición personal en forma escrita que establezcan la igualdad entre los  cónyuges o  integrantes de  la  pareja.”   La Recomendación  General número 33  al respecto señala que: “Los tratados y declaraciones internacionales y regionales de derechos humanos…contienen garantías relativas a la igualdad de sexo y/o género ante la ley y una obligación de   asegurar que todos  saquen provecho de la protección de la ley en condiciones de igualdad

En relación con los fines del matrimonio la SCJN ha señalado que su conceptualización tradicional pueda modificarse acorde con la realidad social y, por tanto, con la transformación de las relaciones humanas, esto se señaló en la Acción de Inconstitucional que se transcribe:

Así, aun cuando tradicionalmente el matrimonio hubiere sido considerado únicamente como la unión entre un hombre y una mujer, que entre sus objetivos principales tenía el de la procreación, no se trata de un concepto inmodificable por el legislador, ya que la Constitución General de la República no lo dispone así; además de que la relación jurídica matrimonial ha dejado de vincularse al fin de la procreación, sosteniéndose, primordialmente, en los lazos afectivos, sexuales, de identidad, solidaridad y de compromiso mutuos de quienes desean tener una vida en común.

Dentro del eje relativo al Derecho a la no Discriminación se encuentra el indicador que estable: “B.-Solicita al hombre demostrar que no tuvo acceso carnal con su esposa con el fin de desconocer su paternidad”, las reformas planteadas en relación a este son:

4. El artículo 319 presenta los supuesto mediante los cuales un hombre puede impugnar el reconocimiento de una hijo o una hija, en la Ley de Familia se abre la posibilidad de impugnar cuando se presuma que la cónyuge mantuvo relaciones sexuales con persona distinta, la reforma consiste en proponer que los medios que se admitan para probar la filiación sean primordialmente los de naturaleza científica, lo anterior para no causar algún perjuicio en la dignidad de las personas involucradas con otro tipo de probanzas. Esto con base en el interés superior de la infancia y con pleno respeto a los derechos humanos.

5. Así mismo y para efecto de que haya una armonización integral, se propone reformar en su redacción el artículo 327 el cual la temporalidad para intentar la acción de desconocimiento de filiación, este precepto señala que el hombre “descubrió el engaño” cuando es solo una presunción ya que precisamente esa es la acción que se debe de probar en juicio en contra de la mujer.

Valen para ambos artículos la siguiente fundamentación nacional e internacional:   En Coahuila se contempla la posibilidad de que el hombre desconozca su paternidad mediante pruebas que permitan acreditar que le fue físicamente imposible mantener relaciones sexuales con su cónyuge en un lapso de 120 días de los 300 días que transcurrieran antes del nacimiento del niño o la niña.

La petición hecha al marido de demostrar que no ha tenido “acceso carnal” con la esposa como podría presentar una carga moral para las mujeres por lo que se sustituye este término para garantizar aún más sus derechos sexuales y reproductivos, y probar de mejor manera la filiación del hijo o la hija.

Si bien es cierto que el hombre tiene derecho a presentar pruebas para desconocer la paternidad, también es cierto que las mismas deben de respetar lo establecido en la Declaración de Beijing en relación a que debe existir un “reconocimiento explícito y la reafirmación del derecho de todas las mujeres a controlar todos los aspectos de su salud, en particular su propia fecundidad”  Así mismo en el cuerpo de la Plataforma de Acción se menciona que “Los derechos humanos de la mujer incluyen su derecho a … su salud sexual y reproductiva, y decidir libremente respecto de esas cuestiones, sin verse sujeta a la coerción, la discriminación y la violencia.”

La CEDAW establece que se deben proteger en todo momento los derechos de las mujeres “por conducto de los tribunales nacionales competentes (…) contra todo acto de discriminación”. Así mismo el Comité de la CEDAW señala como obligación a los Estados que deben evitar la estigmatización y victimización de las mujeres dentro de los procedimientos al recomendar que se: “…utilice un criterio confidencial y con una perspectiva de género para evitar la estigmatización durante todas las actuaciones judiciales,   incluida   la   victimización   secundaria   en   casos   de   violencia,   durante   el interrogatorio,  la  reunión  de  pruebas  y  otros  procedimientos relacionados con la investigación”

•
El tercer eje que se aborda es el derecho a una vida libre de violencia, las propuestas legislativas que se presentan en torno al mismo son las siguientes:

6.- La reforma que se presenta tiene como referencia el indicador relativo al derecho de: “las y los cónyuges y concubinos para promover acciones en caso de violencia familiar.” El artículo 240 señala que: “El cónyuge que estime haber sufrido daño moral o afectación en los derechos de la personalidad con motivo y por el tiempo que estuvo unido en matrimonio o concubinato…”, no obstante se tiene a bien complementarlo, por lo que se propone reconocer en la redacción desde el inicio el derecho de las y los cónyuges y concubinos para interponer la acción, y además en la fracción II se establecen los tipos de violencia acorde a la LGAMVLV. Este último cambio de establecer los tipos de violencia también se hace en el artículo 265 relativo al compañero civil que estime haber sufrido daño o afectación en los derechos de la personalidad.

Al respecto el marco normativo nacional e internacional establece:

La Convención de Belém do Pará establece que “toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado”.

Por su parte, el Comité del MESECVI recomienda “…reformar la legislación civil y penal donde sea necesario, a fin de evitar limitaciones en el ejercicio de los derechos de las mujeres, especialmente su derecho a una vida libre de violencia”.

En el ámbito nacional, la SCJN define la violencia familiar como:

Cualquier acto, ya sea de hecho o por omisión recurrente, tendente a someter, controlar o agredir, ya sea física, verbal, psicoemocional o sexualmente a la víctima, acto o actos que también pueden ser a través del dominio y dirigidos a un miembro de la familia, ya sea en el propio domicilio o fuera de éste, siendo el sujeto pasivo cualquiera que tenga relación de parentesco por consanguinidad con el activo o tenga o haya tenido por afinidad matrimonio, concubinato o una relación sentimental de hecho.

La LGAMVLV define la violencia familiar como:

El acto abusivo de poder u omisión intencional, dirigido a dominar, someter, controlar, o agredir de manera física, verbal, psicológica, patrimonial, económica y sexual a las mujeres, dentro o fuera del domicilio familiar, cuyo

Agresor tenga o haya tenido relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato o mantengan o hayan mantenido una relación de hecho. 

7.- En relación con el indicador denominado “D. Considera la violencia como un impedimento para contraer matrimonio.”, se proponen reformas a los artículos 143 relativo a los impedimentos para contraer matrimonio, así como a los artículos 212 y 213 en todos ellos la propuesta se centra en especificar de manera más clara y contundente que es la violencia de género, las definiciones que se agregan son basadas en el marco jurídico nacional como es la LGAMVLV y en los instrumentos y recomendaciones internacionales en materia de derechos humanos de las mujeres.

La fundamentación el marco jurídico nacional e internacional es el siguiente: La Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer señala que “la violencia contra la mujer constituye  una  violación  de  los  derechos  humanos  y  las  libertades  fundamentales”.

Asimismo, la Convención de Belém do Pará establece como eje rector el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia; con este fin, los Estados deben establecer los marcos normativos que prohíban la violencia en todos los ámbitos, incluido el matrimonio. En este sentido, la CEDAW señala que los Estados Parte deberán tomar las “medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio”.  Así, señalar la violencia como un impedimento para contraer matrimonio responde al mandato de proteger los derechos humanos de quienes han decidido casarse.

En el ámbito nacional, la LGAMVL define la violencia en  contra de las mujeres como “…cualquier acción u omisión, basada en su género, que les cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual o la muerte tanto en el ámbito privado como en el público”.

Al respecto, la SCJN señala que:

El derecho humano de la mujer a una vida libre de violencia y discriminación es interdependiente del derecho a la igualdad; primeramente, porque este último funge como presupuesto básico para el goce y ejercicio de otros derechos y porque los derechos humanos de género giran en torno a los principios de igualdad y no discriminación por condiciones de sexo o género.

La Ley de Familia contempla la violencia y el miedo como un impedimento para contraer matrimonio, sin embargo es mejor tomar en cuenta los tipos de violencia establecidos en la LGAMVL.

En relación a la nulidad del matrimonio en los casos en que haya violencia o miedo, la Ley de Familia supedita su procedencia a la concurrencia de ciertas circunstancias, entre ellas, a que exista el riesgo de perder la vida, libertad, salud, bienes y “la honra”. Este último concepto ha sido definido por la SCJN como: “(…) dignidad, buena fama, prestigio, concepto público, buen nombre (…)”. Es un elemento de naturaleza pudiese ser subjetiva.

8.- Dentro del eje del derecho a una vida libre de violencia se propone la creación de un capítulo que se integraría al final de la Ley de Familia relativo a la Violencia Familiar, se considera una aportación valiosa. Además se agregan definiciones que proporcionaran a la autoridad jurisdiccional herramientas para una aplicación de la justicia desde una perspectiva de género con un pleno respeto a los derechos humanos. Otro elemento importante que se agrega en este Capítulo es el relativo a las Órdenes de Protección, esto con la finalidad de cumplir con lo mandatado por los organismos internacionales y nacionales en materia de protección a las personas víctimas de violencia. Por lo que este se agregaría como el Título XII, y comprendería del artículo 646 al artículo 652.

El marco normativo nacional e internacional que sirve de fundamento es el siguiente:

La Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer señala que “la violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos humanos y las libertades fundamentales”. Asimismo, la Convención de Belém do Pará establece como eje rector el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia; con este fin, los Estados deben establecer los marcos normativos que prohíban la violencia en todos los ámbitos, incluido el matrimonio. La Convención de Belém do Pará define la violencia contra las mujeres como “…cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”, y puede ejercerse en la familia o unidad doméstica. En el Primer Informe Hemisférico del MESECVI, las expertas recomiendan que las legislaciones de los Estados incluyan “la sanción de la violencia contra las mujeres en el ámbito de la familia en los códigos penales o leyes especiales”, de manera que estas conductas sean penalizadas por parte del Estado. En este sentido, la CEDAW señala que los Estados Parte deberán tomar las “medidas adecuadas para eliminar la discriminación contra la mujer en todos los asuntos relacionados con el matrimonio”.  Así, señalar la violencia como un impedimento para contraer matrimonio responde al mandato de proteger los derechos humanos de quienes han decidido casarse.

En el ámbito nacional, la LGAMVLV define la violencia en contra de las mujeres como “…cualquier acción u omisión, basada en su género, que les cause daño o sufrimiento psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual o la muerte tanto en el ámbito privado como en el público”.

Al respecto, la SCJN señala que:

El derecho humano de la mujer a una vida libre de violencia y discriminación es interdependiente del derecho a la igualdad; primeramente, porque este último funge como presupuesto básico para el goce y ejercicio de otros derechos y porque los derechos humanos de género giran en torno a los principios de igualdad y no discriminación por condiciones de sexo o género.

En cuanto a las órdenes de protección el Comité de la CEDAW señala que los Estados Parte “deben establecer medidas de protección (…) para las mujeres que son víctimas de violencia o que se encuentren en peligro de serlo”.  En la Recomendación General número 33, a los Estados Parte, el Comité de CEDAW, señala que se: “…Adopten medidas para garantizar que las mujeres no se vean sometidas a demoras indebidas en sus solicitudes de protección y que todos los  casos de discriminación basada en el género comprendidos en el derecho penal, incluida la  violencia, sean tramitados de manera oportuna e imparcial.”

En las Observaciones Finales a los informes 7º y 8º presentados por México ante el Comité de CEDAW, se recomendó que se debía “garantizar que las autoridades pertinentes sean conscientes de la importancia de emitir órdenes de protección para las mujeres que se enfrentan a riesgos y adoptar las medidas necesarias para mantener la duración de las órdenes de protección hasta que la víctima de la violencia deje  de estar expuesta al riesgo”.  Asimismo, el Comité de Expertas del MESECVI señala que los Estados deben “asegurar que las medidas de protección sean expedidas en todos los casos de violencia contra las mujeres.”

En el ámbito Nacional, La LGAMVLV señala que las órdenes de protección –que pueden ser de prevención, de emergencia y de naturaleza civil–consisten en: Actos de protección y de urgente aplicación en función del interés superior de la Víctima y son fundamentalmente precautorias y cautelares. Deberán otorgarse por la autoridad competente, inmediatamente que conozcan de hechos probablemente constitutivos de infracciones o delitos que impliquen violencia contra las mujeres.

•
El cuarto eje temático del análisis es el interés superior de la infancia, en este se analizarán los derechos de niñas y niños a la luz de los siguientes indicadores.

9.- El primer indicador que se abordará es el relativo a lo establecido en la Ley en el artículo 305 en donde se establece como una causa de suspensión de la obligación el que se carezca de medios, por lo que la reforma va en el sentido que ese supuesto sea declarado judicialmente y así evitar conductas fraudulentas por parte de las personas obligadas a proporcionar los alimentos. Así mismo en los artículos 305 y 306 se propone que solo se podrá suspender, revocar o terminar la obligación de dar alimentos por las causas ahí señaladas a los beneficiarios mayores de 18 años, para fortalecer el respeto del interés superior de la infancia y al derecho humano a la alimentación de las niñas y niños.

La Convención sobre los Derechos del Niño señala la obligación de “asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley.” Asimismo, señala que los Estados Parte deben tomar las medidas apropiadas para “asegurar el pago de la pensión alimenticia por parte de los padres u otras personas que tengan la responsabilidad financiera por el niño, tanto si viven en el Estado Parte como si viven en el extranjero”.

En el ámbito nacional, el artículo 4 constitucional considera el derecho de la niñez como un derecho público subjetivo, y establece que los ascendientes deben velar por el cumplimiento y el respeto de los derechos de las niñas y los niños. La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes señalan que éstos deberán “disfrutar de una vida plena en condiciones acordes a su dignidad y en condiciones que garanticen su desarrollo integral” y establece “la obligación de quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y custodia, de asegurarles los principios básicos de la salud y la nutrición”.

Respecto a la imposibilidad de cumplir con ese deber, la SCJN señala que

La imposibilidad de cumplir con el deber de dar alimentos a los padres, hace obligatorio dicho cumplimiento a los ascendientes más próximos en grado por ambas líneas, se debe entender como el impedimento físico o mental de que adolezcan los progenitores, que les impida desarrollar cualquier actividad que les proporcione los recursos necesarios para contribuir al sostenimiento de los hijos, pero no se da cuando el padre es desobligado y en forma irresponsable y ventajosa, oculta los ingresos que obtiene para evadir el cumplimiento de su obligación.

En este criterio jurisprudencial es importante que se pondere que esta situación no debe dar lugar al incumplimiento de obligaciones de forma dolosa. La SCJN señala que los impedimentos a que se refiere la ley son físicos y/o mentales, pero que este supuesto no debe de aplicarse cuando se utilice, por parte de las personas obligadas, como una forma de evadir la obligación, aduciendo, de manera dolosa, que se “carece de medios” para cumplirla.

10.- Como parte de este eje temático se encuentra el indicador en relación a comprobar si la legislación “E.  Señala que la profesión de los hijos o las hijas debe ser adecuada para su sexo.”, en este caso el artículo 276 al final del primer párrafo no establece esta condición solo señala que el oficio, arte o profesión que se les proporcione como parte del concepto de alimentos deben ser honestos, por lo que la propuesta pretende que se excluya la palabra “honesto” a fin de garantizar la educación de los niños y niñas.

La fundamentación nacional e internacional que se tomó para esta propuesta es la siguiente: La Convención de los Derechos del Niño señala la obligación de los Estados Parte de reconocer el derecho de los niños y las niñas a la educación y de “…hacer la enseñanza superior accesible a todos, sobre la base de la capacidad, por cuantos medios sean apropiados”;  es decir, los Estados deben garantizarles el acceso a una formación lícita de acuerdo con su capacidad. En la Recomendación General número 31 el Comité de la CEDAW,  subraya que las prácticas nocivas también se pueden presentar como una forma de violencia hacia las mujeres, niñas y niños haciéndolas parecer una forma de protección, al respecto señala que es una preocupación que: “… las prácticas se utilicen para justificar la violencia contra la mujer como una forma de “protección” o dominación de las mujeres y los niños en el hogar o la comunidad, en la escuela o en otros entornos e instituciones educativos, y en la sociedad en general.”

El artículo 5 constitucional establece que “a ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos”.

Asimismo, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes los reconoce como titulares de derechos humanos, por lo que se debe “orientar a niñas, niños y adolescentes respecto a la formación profesional, las oportunidades de empleo y las posibilidades de carrera”, con el fin de que puedan ejercer su derecho a la libre elección de trabajo, profesión y oficio de acuerdo con sus capacidades y de manera libre de estereotipos.

El Estado de Coahuila garantiza este derecho pues en su Ley de Familia no establece que la profesión de los hijos y las hijas debe ser la adecuada para su sexo.

11.- En relación con el indicador que señala “F. Contempla la violencia contra las niñas y los niños como causa de pérdida de patria potestad.”, por lo que la propuesta de reforma es agregar esta causal al artículo 432, con la finalidad de asegurar a las niñas y niños una vida libre de violencia. 

El fundamento de esta propuesta es el siguiente: La Convención de Belém do Pará obliga a los Estados Partes a garantizar “el derecho de mujeres y niñas a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado,”  atendiendo al interés superior de la niñez. Por su parte, la Convención de los Derechos del Niño establece el derecho de niños y niñas a vivir en un entorno seguro, y señala la obligación de los Estados Parte de adoptar medidas legislativas y educativas con la finalidad de que el niño o la niña esté protegida y segura contra cualquier forma de “perjuicio o abuso físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, mientras el niño/a se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su cargo”.

Por su parte, la SCJN prevé que cuando se invoca la violencia familiar como  pérdida de la patria potestad, la acción se funda “no sólo en un hecho particular y aislado, sino en un cúmulo de actos y situaciones de maltrato.”

12.- En cuanto al indicador relativo a “G. Reconocer la igualdad entre padres y madres para el reconocimiento de los hijos y las hijas nacidas de una relación distinta al matrimonio.”, son varias las propuestas de reforma que se presentan, estas atendiendo a fortalecer los derechos de los niños y niñas a contar con una filiación así como la obligación que tienen el padre y la madre de llevar a cabo el reconocimiento de los hijos e hijas en igualdad de circunstancias independientemente el estado civil. Los artículos en los cuales se propone una reforma son: artículo 346, la propuesta obedece a refirmar la obligación del padre y la madre a reconocer a sus hijos ya de forma conjunta o separadamente.

En el artículo 353, se propone que los hijos e hijas de las mujeres casadas pueda ser reconocidos por sus padres biológicos aun cuando estos no sean los cónyuges de sus madres, cuando estás así lo acepten, lo cual se complementa con la propuesta de reforma a los artículos 62 y 63, lo anterior para efecto de que se tenga el mismo derecho que tiene el hombre casado de reconocer hijos e hijas que son procreados con personas distintas a los y las cónyuges. Además en esta ley el hombre puede desconocer la paternidad cuando presuma que su cónyuge (mujer) sostuvo relaciones sexuales con otra persona, por lo que esta reforma pretende que ambos padre y madre tengan las mismas oportunidades de ejercer su derecho de reconocimiento de hijos e hijas con quien sean sus progenitores biológicos sin necesidad de llegar a posteriores juicios de desconocimiento o en su caso reconocimiento de filiación. Así mismo se propone un cambio en la redacción al artículo 363 en donde se establece la obligación del padre de reconocer a los hijos/hijas aun cuando no este casado con la madre, y el derecho que tiene esta de representarles en juicio.

En cuanto al artículo 344 en relación con el reconocimiento de los hijos e hijas de personas menores de 18 años, si bien es cierto la justificación de su redacción se basa en a razón de que, al prohibirse el matrimonio infantil en la entidad, desaparece la emancipación por esa causa, y es necesaria la intervención de padres y tutoras se propone una reforma para que los padres y madres menores de 18 años esten apoyados y asesorados por la instancia encargada de salvaguardar los derechos humanos de la infancia.

La normativa nacional e internacional establece al respecto: La Declaración Universal de Derechos Humanos señala que “todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio tienen derecho a igual protección social”.  Asimismo, la Convención Americana Sobre Derechos Humanos reconoce la protección a la familia, y afirma que los Estados Parte deben reconocer en su legislación “iguales derechos tanto a los hijos nacidos fuera de matrimonio como a los nacidos dentro del mismo”.

Por su parte, el Comité de la CEDAW señala que algunos países no respetan el principio de igualdad de los padres de familia, especialmente cuando no están casados. Sus hijos no siempre gozan de la misma condición jurídica que los nacidos dentro del matrimonio y, cuando las madres están divorciadas o viven separadas, muchas veces los padres no comparten las obligaciones del cuidado, la protección y el mantenimiento de sus hijos.

En este punto es trascendente mencionar lo que el Comité de CEDAW señala en la Recomendación número 33 en relación con la obligación que tienen los Estados Parte de garantizar el derecho a la igualdad en los procedimientos y evitar que se le exija a la mujer mayores cargas probatorias en los procedimientos, y que refiere:

Los  Estados partes garanticen que el principio de igualdad ante la ley  tenga efecto mediante la adopción de medidas para abolir todas las leyes, procedimientos, reglamentaciones, jurisprudencia y  prácticas existentes  que discriminen directa o indirectamente contra la mujer, especialmente en cuanto a su acceso a la justicia, y supriman los obstáculos discriminatorios al acceso a la justicia, entre otros:...iii) Las normas de corroboración que discriminan contra las mujeres como testigos, querellantes y demandadas exigiendo que cumplan con una carga de la prueba superior a la de los  hombres a fin de establecer un delito o solicitar un recurso.

Con respecto a la asesoría y acompañamiento que se propone reciban las personas menores de 18 años que realicen el reconocimiento de sus hijos e hijas por parte de las instancias encargadas de la protección de los derechos de la infancia, es importante tomar en cuenta lo señalado por el Comité de la CEDAW en la Recomendación General número 31:

Siempre deben tenerse en cuenta el interés superior del niño y la protección de los derechos de las niñas y las mujeres, y deben darse las condiciones necesarias que les permitan expresar su punto de vista y garanticen que sus opiniones reciben la atención que les corresponde.

Asimismo, la SCJN establece que “debe tenerse presente que es un derecho del hijo tener su filiación correspondiente, y no una mera facultad de los padres hacerlo posible”.  El reconocimiento de la filiación es un derecho humano y no una potestad del padre o de la madre con independencia del estado civil. Los instrumentos legales nacionales e internacionales establecen el derecho de los niños y las niñas a ser reconocidos por su padre y madre desde el momento de su nacimiento. Diferentes instrumentos “preconizan el derecho de la niñez a ser protegidos (sic) contra toda forma de discriminación por motivos de filiación, así ha expresado la comunidad internacional su propósito de evitar que sean afectados a causa de su origen; hecho natural en el que no tuvieron ninguna injerencia y que en múltiples ocasiones les causa una afectación a sus derechos”. El derecho de niñas y niños a ser reconocidos por su padre y su madre es fundamental para que puedan ejercer otros derechos directamente interconectados, como los derechos a un nombre, nacionalidad, alimentación, salud y vivienda. En otras palabras, el derecho a ser reconocido asegura su supervivencia, desarrollo y bienestar.

La Ley de Familia de Coahuila establece el derecho de la madre y el padre de reconocer, a su hija o hijo. No obstante, establece que para que el hijo o hija de una mujer casada sea reconocido por otra persona distinta a su cónyuge, en tanto sólo lo permite cuando éste haya desconocido su paternidad o que ella ya no viva con su cónyuge y lo reconozca una persona distinta como progenitor. Por lo que se modifica a fin de respetar aún más los derechos sexuales o reproductivos de las mujeres independientemente de su estado civil, así como el derecho de las hijas/hijos de contar con el reconocimiento de su padre biológico y por lo tanto contar con su filiación real.

Propuestas Legislativas en relación con el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Para el análisis del Código Penal del Estado se revisaron dieciocho tipos penales que se considera que tienen más repercusiones en la vida de las mujeres y las niñas, pues las afectan de forma desproporcional. Estos tipos tutelan los derechos humanos a la protección a la vida, la libertad sexual, la integridad física y psicológica, siendo el Estado Mexicano sujeto obligado a garantizar, proteger y respetar estos derechos. Esta selección tomó como referencia algunos trabajos previos que se han hecho en materia de armonización legislativa, así como la clasificación estadística de delitos de género del Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática.
Adicionalmente, se realizó una revisión transversal y desde la perspectiva de género al Código Penal para identificar la existencia de disposiciones discriminatorias o contrarias a los derechos humanos de las mujeres, con base en los siguientes criterios comunes a todos los delitos:

a)  Uso sexista del lenguaje.

b)  Individualización de la pena. 

c)   Emoción violenta.

Cabe señalar que los delitos que se seleccionaron, en algunos no fue necesario proponer reformas ya que cumplían con los estándares internacionales de protección a los derechos humanos de las mujeres, asimismo desde el año dos mil catorce a la fecha, se han llevado a cabo importantes reformas legislativas que cumplen con las propuestas que en su momento se hicieron en el “Análisis y diagnóstico sobre armonización legislativa en materia de no discriminación y protección de los derechos humanos de las mujeres, tanto en los ámbitos civil como penal de Coahuila”. Por lo que, como una forma de fortalecer este trabajo tan importante que se está llevando a cabo en el Estado, se presentan las siguientes propuestas de reformas en materia penal a distintos delitos, a fin de cumplir en la medida de lo posible con las recomendaciones y sentencias que se han emitido al Estado Mexicano en materia de derechos humanos.

Las propuestas de reforma se presentarán siguiendo el orden numérico en que aparecen los delitos en el Código Penal de la entidad.

1.- Delito de Inseminación Artificial Indebida. La propuesta de reforma al artículo 383 consiste en establecer las sanciones en contra de quienes llevaron a cabo la inseminación indebida.

El fundamento de esta propuesta señala que: La Recomendación General 21 del Comité de la CEDAW sugirió que los Estados Parte informen sobre las medidas adoptadas para garantizar el acceso de las mujeres a los servicios de salud, y que impidan que se realicen conductas que violen los derechos humanos de las mujeres   prohibiendo “prácticas coercitivas que tienen graves consecuencias para la mujer, como el embarazo, el aborto o la esterilización forzados”. La salud reproductiva “es un estado general de bienestar físico, mental y social y no de mera ausencia de enfermedades o dolencias, en todos los aspectos relacionados con el sistema reproductivo y sus funciones y procesos. En consecuencia, la salud reproductiva entraña la capacidad de disfrutar de una vida sexual satisfactoria y sin riesgos y de procrear, y la libertad para decidir hacerlo o no hacerlo, cuándo y con qué frecuencia.”.
La Convención de Belém do Pará considera que algunos tipos de violencia contra la mujer, como la física, la sexual y la psicológica, pueden tener lugar en establecimientos de salud. Al respecto, el Comité de Expertas del MESECVI solicita que se dicten “regulaciones sobre la inseminación artificial y sanciones a quienes la realicen sin consentimiento de las mujeres”.
En México, la Constitución reconoce el derecho humano a la protección de la salud, y señala que “[t]oda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e informada sobre el número y espaciamiento de sus hijos”. En este sentido, el Estado Mexicano debe garantizar y proteger el derecho de las mujeres a decidir sobre cuestiones relativas a su función reproductiva en condiciones de igualdad y sin discriminación. El ejercicio de este derecho se ve conculcado cuando una mujer es obligada por medios clínicos a embarazarse en contra de su voluntad, situación que violenta sus derechos sexuales y reproductivos. Éstos son derechos humanos reconocidos en Tratados Internacionales y en la Constitución Federal.

Así pues, aunque el Código Penal de Coahuila tipifica el delito de inseminación artificial indebida –en armonía con la normatividad nacional e internacional–, no contempla la disposición de que además de las penas previstas se impondrá la suspensión para ejercer la profesión o, en caso de servidores públicos, inhabilitación para el desempeño del empleo, cargo o comisión públicos, por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta, así como la destitución, como está establecido en el CPF, por lo cual se propone reformarlo en ese sentido.

2.- Delito contra la Dignidad e Igualdad de las Personas. En este delito establecido en el artículo 383 BIS se propone agregar la discriminación por género para armonizarlo con el artículo 1 de la CPEUM, asimismo se señala la obligación para la autoridad jurisdiccional de establecer lo relativo a la reparación del daño, las medidas afirmativa, y garantizar que los actos, omisiones o prácticas sociales discriminatorias no se vuelvan a repetir en perjuicio de la víctima.

Esta propuesta encuentra su fundamento en la siguiente normatividad: La CEDAW señala que por Discriminación contra la Mujer deberá entenderse:

“Toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”.

El artículo 1 de la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (CERD) define el concepto de la discriminación como sigue:
“Toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública”.

La Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación en su artículo 1 fracción III define la discriminación como:

 “Para los efectos de esta ley se entenderá por discriminación toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que, por acción u omisión, con intención o sin ella, no sea objetiva, racional ni proporcional y tenga por objeto o resultado obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y libertades, cuando se base en uno o más de los siguientes motivos: el origen étnico o nacional, el color de piel, la cultura, el sexo, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, económica, de salud o jurídica, la religión, la apariencia física, las características genéticas, la situación migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las preferencias sexuales, la identidad o filiación política, el estado civil, la situación familiar, las responsabilidades familiares, el idioma, los antecedentes penales o cualquier otro motivo;

También se entenderá como discriminación la homofobia, misoginia, cualquier manifestación de xenofobia, segregación racial, antisemitismo, así  como  la discriminación racial y otras formas conexas de intolerancia.”.

El Código Penal del Estado contempla la discriminación bajo la figura de delitos contra la dignidad e igualdad de las personas. Como elementos de esta figura penal establece diferentes tipos de discriminación, como la que se da por razón de sexo, embarazo, estado civil, entre otras. No obstante, se considera oportuno mencionar expresamente la discriminación en razón de género como una de las figuras típicas de los delitos contra la dignidad e igualdad. El criterio de género actualmente se considera como parte de la conducta que constituye limitación laboral.

Por otra parte, en el tipo penal mencionado no se establece una referencia expresa sobre las medidas afirmativas, las cuales no deben considerarse como discriminación, tal como lo contempla la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación. Asimismo, se propone reformar el tipo penal a fin de agregar las consideraciones relativas a la reparación del daño y medidas para garantizar que no se repitan los actos, las omisiones o las prácticas sociales discriminatorias en contra de las víctimas.

3.- Delito de Esterilidad Provocada. La propuesta al presente ilícito contemplado en el artículo 383 BIS 1, consiste en establecer la reparación del daño a favor de la víctima de forma integral a cargo del agresor. Además, se agrega el artículo 383 BIS 2 que establecen las sanciones cuando esta acción se lleva a cabo en personas menores de dieciocho años o que sean incapaces para comprender el significado del hecho o no puedan resistir. En el artículo que se propone como 383 BIS 3 se establecen los agravantes para dicha figura y el numeral 383 BIS 4 señala la suspensión para ejercer la profesión o, en caso de servidores públicos, la inhabilitación para el desempeño del empleo, cargo o comisión públicos, así como la destitución, como sanción adicional a quien cause la esterilidad provocada. 
La propuesta de reforma se fundamenta en los siguientes ordenamientos: La Recomendación General 19 del Comité de la CEDAW señala que “[l]a esterilización y el aborto obligatorios influyen adversamente en la salud física y mental de la mujer y violan su derecho a decidir el número y el espaciamiento de sus hijos”. Para asegurar que este tipo de conductas no sucedan, los Estados Partes deben informar y “[n]o deben permitir formas de coerción, tales como la esterilización sin consentimiento o las pruebas obligatorias de enfermedades venéreas o de embarazo como condición para el empleo, que violan el derecho de la mujer a la dignidad y dar su consentimiento con conocimiento de causa”.

La Convención de Belém do Pará señala que la violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica, ejercida en establecimientos de salud o en cualquier otro lugar. En este sentido, el Comité de Expertas del MESECVI solicita a los Estados que adopten: “disposiciones que criminalicen la esterilización forzada como delito común y como acto conducente al genocidio, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad”. Asimismo, en su Primer Informe el Comité señala que “[e]n legislaciones donde los derechos sexuales y reproductivos no son protegidos ni reconocidos se puede incurrir en graves violaciones a estos derechos, traducidas en (…) esterilización forzada, altas tasas de morbilidad y mortalidad materna, entre otros”.
En el marco normativo nacional, la Constitución reconoce a toda persona el derecho a la protección de la salud, y el CPF señala que:

“Comete el delito de esterilidad provocada quien sin el consentimiento de una persona practique en ella procedimientos quirúrgicos, químicos o de cualquier otra índole para hacerla estéril.

Al responsable de esterilidad provocada se le impondrán de cuatro a siete años de prisión y hasta setenta días multa, así como el pago total de la reparación de los daños y perjuicios ocasionados, que podrá incluir el procedimiento quirúrgico correspondiente para revertir la esterilidad.

Además de las penas señaladas en el párrafo anterior, se impondrá al responsable la suspensión del empleo o profesión por un plazo igual al de la pena de prisión impuesta hasta la inhabilitación definitiva, siempre que en virtud de su ejercicio haya resultado un daño para la víctima; o bien, en caso de que el  responsable  sea servidor público se le privará del empleo, cargo o comisión público que haya estado desempeñando, siempre que en virtud de su ejercicio haya cometido dicha conducta típica.”
La esterilidad provocada viola los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres, su “derecho a tener control sobre las cuestiones relativas a su sexualidad, incluida su salud sexual y reproductiva, y decidir libremente respecto de esas cuestiones, sin verse sujeta a la coerción, la discriminación y la violencia”.
Si bien el Código Penal de Coahuila tipifica esta conducta, a diferencia del CPF, no se señala la obligación de reparar los daños y perjuicios ocasionados por el procedimiento quirúrgico para esterilizar sin el consentimiento de la mujer, ni establece como sanción la inhabilitación o suspensión del empleo de la persona responsable de realizar el procedimiento, tampoco establece la inhabilitación del servidor público que aplicara la esterilización forzada, por lo cual se propone la modificación del citado ordenamiento en ese sentido.

4.- Delito de Violación. En cuanto hace al delito de violación se realizan propuestas de reforma a los artículos 384 y 385, las cuales versan sobre agregar la violencia psicológica, como un medio para cometer el delito. Se agrega en el artículo 385 la violación en el concubinato y en el artículo 388 BIS se propone la reforma de que en caso de muerte como consecuencia de violación se apliquen las penas del feminicidio.

La fundamentación nacional e internacional señala que “La violencia sexual es una de las formas de violencia más graves que se cometen en contra de las mujeres”. Al respecto, el Comité de la CEDAW estipula que se deben de tomar “medidas jurídicas eficaces, como sanciones penales, recursos civiles e indemnización para protegerlas contra todo tipo de violencia, hasta la violencia y los malos tratos en la familia, la violencia sexual y el hostigamiento en el lugar de trabajo”. El artículo 2 de la Convención de Belem do Pará establece que “Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica: que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual”. Por su parte, el Comité de Expertas del MESECVI recomendó “tipificar la violencia sexual y la violación sexual dentro del matrimonio o unión de hecho y revisar las normas de procedimiento penal a fin de remover los obstáculos que podrían impedir a las mujeres obtener justicia en esos casos”.
En el ámbito nacional, la Ley General de Acceso de la Mujeres a una Vida Libre de Violencia dispone que la violencia sexual “es cualquier acto que degrada o daña el cuerpo y/o la sexualidad de la Víctima y que por tanto atenta contra su libertad, dignidad e integridad física. Es una expresión de abuso de poder que implica la supremacía masculina sobre la mujer, al denigrarla y concebirla como objeto”.
Con respecto a la violación entre cónyuges, la SCJN ha señalado que “cuando uno de los cónyuges obtiene la cópula por medios violentos –sean éstos físicos y/o morales–, queda debidamente integrado el delito de violación, sin importar la existencia del vínculo matrimonial”.
Cabe señalar que todos los supuestos relacionados con el delito de violación se persiguen de oficio.

En ese sentido, destaca el hecho de que el Código Penal establece expresamente la violación entre cónyuges pero no incluye a las personas que viven en concubinato por lo que se propone reformarlo con el objeto de agregar el concubinato. Por otra parte, en el delito de violación se contempla la figura de “acceso carnal y violento y violación con resultado de muerte”, en el artículo 388 BIS del Código Penal, circunstancia que puede derivar en la actualización del feminicidio.

5.- Delito de Rapto. La propuesta de reforma para el delito de rapto que se establece en el artículo 389, es el cambio de denominación a “privación de la libertad con fines sexuales” pero también se proponen nuevos elementos constitutivos del tipo penal para castigar esta conducta acordes con la realidad de los hechos.

Asimismo, se complementa con el artículo 390 en el que se propone establecer un agravante en los casos de que la persona tenga menos de dieciocho años o sea una persona que no tuviere capacidad de comprender el significado del hecho o de decidir conforme a esa comprensión, o por cualquier circunstancia personal no pueda resistirlo. Aunado a lo anterior, en el artículo 391 se propone señalar un atenuante para los casos en que la víctima sea restituida sin haberse practicado el acto sexual por parte del sujeto activo. 
Dicha propuesta se fundamentó en la siguiente normativa: El delito de rapto es una figura anacrónica que refuerza la visión estereotipada de la mujer como objeto. Se ha derogado en 22 entidades federativas, así como en el CPF; en algunos estados donde la figura persiste, se le tipifica como privación ilegal de la libertad con fines sexuales, con lo que se elimina el supuesto de llevarlo a cabo con fines de matrimonio. Coahuila forma parte de los pocos estados que conservan el tipo penal, y señala que tiene lugar cuando, por medio de violencia física o moral, o del engaño, se sustraiga o retenga a una persona para satisfacer algún deseo erótico o para casarse.

El Comité de la CEDAW establece que los Estados deben de tomar “medidas jurídicas eficaces, como sanciones penales, recursos civiles e indemnización para proteger (a las mujeres) contra todo tipo de violencia, (…) incluida la violencia sexual.” Asimismo, agrega que hay actitudes tradicionales que pueden “llegar a justificar la violencia contra la mujer como una forma de protección o dominación (…) según las cuales se considera a la mujer como subordinada o se le atribuyen funciones estereotipadas perpetúan la difusión de prácticas que entrañan violencia o coacción”. Esto se reafirma en la Recomendación General 33 de la CEDAW, en la cual se establece que los Estados Parte: “…ejerzan la debida diligencia para prevenir, investigar, castigar y ofrecer reparación por todos los delitos cometidos contra mujeres y además se elimine la tipificación como delito discriminatoria y revisen y supervisen todos los procedimientos judiciales para garantizar que no discriminen directa o indirectamente contra la mujer”.
6.- Delito de Estupro. Este delito señalado en el artículo 394 tuvo reformas recientes y se armonizó la edad de la víctima a 18 años. La propuesta de reforma es un ajuste al artículo 396, en donde se hace referencia a la figura de los alimentos que ahora se encuentra reglamentada en la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

7.- Delito de Abuso Sexual. El delito de abuso sexual se encuentra contenido en los artículos 397 y 398 del Código Penal de la entidad, y la propuesta que se presenta es agregar la violencia psicológica como medio de comisión del delito.

El fundamento de esta propuesta es el siguiente: El abuso sexual es una conducta violenta, que afecta particularmente a las mujeres, y que ha sido reconocida tanto en el ámbito internacional como en el nacional. La Convención de Belém do Pará establece que “[l]a violencia  contra  la  mujer  incluye  la  violencia  física,  sexual  y  psicológica (…) y que comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual”.
Al respecto, la SCJN señala que la expresión abuso sexual debe entenderse como cualquier acción dolosa con sentido lascivo que se ejerza en el sujeto pasivo, sin su consentimiento, el cual podría ser desde un roce, frotamiento o caricia, pues el elemento principal que se debe valorar para considerar que se actualiza el delito en mención, es precisamente la acción dolosa con sentido lascivo que se le imputa al sujeto activo.

El abuso sexual es un delito tipificado en las 32 entidades federativas del país, pero sin una categorización homogénea, ya que se lo denomina de diferentes maneras. El Estado debe proteger el libre ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos de las personas.

8.- Delito de Acoso Sexual. En relación con el delito de acoso sexual señalado en el artículo 399 BIS, se propone una reforma en el que se refuerzan los elementos que integran el tipo penal, así como las sanciones. Si bien es cierto hay una reforma reciente que agrega lo relativo  al  acoso por  medios informáticos o cibernéticos, también lo es que se sigue condicionando la sanción a una serie de circunstancias que dificultan que esta acción pueda ser castigada.

El tipo penal actualmente establece que será punible el acoso sexual cuando el sujeto activo pueda causar un daño personal, laboral, educativo, profesional o patrimonial. En este caso, la configuración del tipo penal se condiciona a que se produzca un elemento subjetivo como la posible comisión de un daño. Con ello se desestima el perjuicio que la propia acción de acoso o asedio genera en la victima y es independiente al resultado ulterior que pueda darse como consecuencia de la conducta delictiva.

9.- Delito de Hostigamiento Sexual. Este delito no existe actualmente en el Código Penal del Estado, la propuesta de reforma contempla que se pueda castigar el hostigamiento que se realiza por aquellas personas que abusando de su posición jerárquica de poder causan daño a quien en determinado momento se encuentran en una situación de indefensión.

A continuación se presenta la fundamentación desde el ámbito nacional e internacional para los delitos de acoso sexual y hostigamiento sexual. El Comité de Expertas del MESECVI recomienda “sancionar el acoso sexual en el trabajo, en los centros de salud y educativos y en cualquier otro ámbito, tal como dispone el artículo 2 de la Convención de Belém do Pará y derogar cualquier disposición que revictimice a las mujeres afectadas o que obstaculice sus intentos de obtener sanciones para los responsables y una reparación adecuada”.
Asimismo, el Comité de CEDAW solicita a los Estados aborden los delitos cibernéticos al recomendar que: “…tomen medidas, incluida la promulgación de legislación, para proteger a la mujer contra delitos leves y delitos cibernéticos”.
La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia define el acoso sexual y el hostigamiento sexual de la siguiente manera:

“Artículo 13.- El hostigamiento sexual es el ejercicio del poder, en una relación de subordinación real de la víctima frente al agresor en los ámbitos laboral y/o escolar. Se expresa en conductas verbales, físicas o ambas, relacionadas con la sexualidad de connotación lasciva.

El  acoso  sexual  es  una  forma  de  violencia  en la  que,  si  bien  no  existe  la subordinación, hay un ejercicio abusivo de poder que conlleva a un estado de indefensión y de riesgo para la víctima, independientemente de que se realice en uno o varios eventos.”. 
En el Estado de Coahuila se tipifica el acoso sexual de conformidad con la definición de la LGAMVLV. No obstante, no se tipifica el hostigamiento, figura que supone una relación de subordinación de la víctima frente al agresor. El Código Penal únicamente establece una conducta agravada, basada en la calidad del sujeto activo, es decir, cuando éste sea un servidor público que utilice los medios propios del cargo para acosar sexualmente. Estos supuestos podrían ubicar esta conducta como hostigamiento sexual, como lo define la LGAMVLV.

Así pues, es necesario tipificar de forma separada cada delito, toda vez que los elementos constitutivos del delito de hostigamiento sexual son diferentes a los del acoso sexual: en el primero existe una relación de subordinación; el segundo se da entre pares. Al ser delitos autónomos, cada uno debe contar con una definición propia, así como con sanciones y agravantes, de manera que se pueda integrar mejor el caso y se dé un castigo acorde a los responsables. Además, la sanción debe considerar los derechos de las víctimas, la reparación del daño y lo relativo a la permanencia del agresor en el lugar de trabajo o estudio.

Con base en las anteriores consideraciones y fundamentos, se presenta esta propuesta de reformas legales a la Ley de Familia para Coahuila de Zaragoza y al Código Penal para el Estado de Coahuila de Zaragoza, esto con el objetivo de fortalecer el respeto a los derechos humanos de las mujeres en el Estado y que se pueda actuar a su favor con la debida diligencia.
TERCERO.- Los integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y no Discriminación, consideramos de gran importancia que estemos en un constante proceso de armonización legislativa, con el fin de actualizar y unificar nuestra legislación con el marco jurídico vigente del país, atendiendo a los ordenamientos federales y a los instrumentos internacionales, particularmente en temas tan significativos, como lo son los derechos humanos, y la perspectiva de género.

Asimismo, consideramos que estas propuestas de reforma a la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza y el Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, cuentan con el respaldo de todo un análisis y diagnóstico sobre armonización legislativa en materia de no discriminación y protección de los derechos humanos de las mujeres, tanto en los ámbitos civil como penal, por lo cual se puede afirmar que dichas propuestas  contribuirán a lograr que en el Estado de Coahuila de Zaragoza, contemos con leyes acordes a la realidad que estamos viviendo, así como para que día con día sigamos avanzando en temas tan importantes como lo son los derechos a la igualdad, la no discriminación y la vida libre de violencia, entre otros.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO PRIMERO. Se reforma los artículos 62 y 63, la fracción V del artículo 143, los artículos 147, 212, 213, 238, la fracción II, los párrafos primero y segundo del artículo 240, la fracción II del artículo 256, la fracción II del artículo 265, el artículo 276, el segundo párrafo del artículo 280, el artículo 283, el penúltimo y último párrafo del artículo 284, los artículos 305 y 306, el primer párrafo del artículo 319, el artículo 327, el primer párrafo del 344, los artículos 346, 353 y 363; se adiciona un segundo párrafo al artículo 250, un segundo párrafo al artículo 319, un segundo párrafo al artículo 344, la fracción VII al artículo 432, el título décimo segundo que contiene los capítulos primero y segundo y comprende los artículos del 646 al 652 de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Artículo 62. Cuando la hija o hijo nazcan de un hombre casado y una persona soltera distinta a la cónyuge, podrán acudir de forma conjunta a reconocerle ante él o la Oficial del Registro Civil. La madre no podrá desconocer a su hija o hijo bajo ninguna circunstancia.

Artículo 63. Cuando la hija o hijo nazcan de una mujer casada con persona distinta al cónyuge, podrán acudir de forma conjunta a reconocerle ante él o la Oficial del Registro Civil, en los términos del artículo 353 de esta ley.

Artículo 143. … 

I. a IV. ...

V. La violencia física, sexual, económica, patrimonial y psicológica.

VI. a X. …

…
Artículo 147. Los cónyuges están obligados a cumplir con lo fines del matrimonio a partir de un plano de igualdad, del respeto a su dignidad, de la asistencia mutua, a procurarse una vida libre de violencia, dentro del respeto irrestricto de sus derechos humanos.

Artículo 212. La acción de nulidad proveniente del atentado contra la vida de alguno de los cónyuges para casarse con el que quede libre, puede ser deducida por el cónyuge víctima del atentado, por sus hijas o hijos o por el Ministerio Público, dentro de un término igual al que se señala para la prescripción del delito, contado desde que se celebró el nuevo matrimonio. Si el cónyuge víctima del atentado fallece, o es víctima de feminicidio la acción deberá continuarla de oficio el Ministerio Público dentro del plazo antes mencionado.

Artículo 213. La violencia física, psicológica, sexual, patrimonial y económica será causa de nulidad del matrimonio si concurren las circunstancias siguientes: 

I. Que la violencia ejercida sobre la o el cónyuge la pongan en riesgo su vida, su integridad, su dignidad, su libertad, la salud o una parte considerable de los bienes; o bien, que haya sido de tal grado determinante, que la víctima haya celebrado el matrimonio en contra de su voluntad. 

II. Que la violencia haya sido en contra de la o el cónyuge o a sus ascendientes, descendientes o a sus demás parientes colaterales dentro del segundo grado. 

III. Que esta haya subsistido al tiempo de celebrarse el matrimonio. 

La acción que nace de esta causa de nulidad sólo puede deducirse por el cónyuge agraviado, dentro de un año   contado desde la fecha en que cesó el último acto de la violencia o intimidación. En caso contrario, el cónyuge agraviado podrá proceder penalmente.

Artículo 238. La autoridad judicial competente que decrete el divorcio resolverá sobre el pago de alimentos a favor del cónyuge que, teniendo la necesidad de recibirlos durante el matrimonio, se haya dedicado preponderantemente a las labores del hogar, al cuidado de las hijas o hijos o esté imposibilitado para trabajar y carezca de bienes que produzcan frutos, sin perjuicio de la acción compensatoria prevista en la disposición siguiente.

La autoridad judicial tomando en cuenta las circunstancias del caso podrá aumentar, disminuir o cancelar la obligación de dar alimentos; empero, esta obligación a favor del cónyuge que se haya divorciado se extingue cuando haya transcurrido un término igual a la duración del matrimonio.

Artículo 240. Las personas unidas en matrimonio o concubinato que estimen haber sufrido daño moral o afectación en los derechos de la personalidad con motivo y por el tiempo que estuvieron unidas, podrán ejercer la acción prevista en el artículo 1895 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, en contra de quien fue su cónyuge o concubino.

Se presumirá el daño moral y, por tanto, habrá lugar a la indemnización, además de los casos previstos en el párrafo segundo del artículo de referencia, cuando un cónyuge o concubino:

I. …

II. Ejerza violencia familiar de tipo física, psicológica, sexual económica o patrimonial.

III. …

Artículo 250. …

La autoridad judicial tomando en cuenta las circunstancias del caso podrá aumentar, disminuir o cancelar la obligación de dar alimentos; empero, esta obligación a favor del concubino después de la separación se extingue cuando haya transcurrido un término igual a la duración del concubinato.

Artículo 256. …

I. ...

II. La obligación, monto y aseguramiento de alimentos. Tomando en cuenta las circunstancias del caso podrá aumentar, disminuir o cancelar la obligación de dar alimentos; empero, esta obligación a favor del compañero civil después de la terminación se extingue cuando haya transcurrido un término igual a la duración del Pacto Civil de Solidaridad.

III. …

…

Artículo 265. …

…

I. …

II. Ejerza violencia familiar de tipo física, psicológica, sexual económica o patrimonial.

III. a V. …

…

Artículo 276. Para los efectos legales se entiende por alimentos: la alimentación nutritiva, el vestido, la habitación, la atención médica y psicológica preventiva integrada a la salud, la  asistencia  médica  y terapéutica  en  casos de  enfermedad,  los  gastos  relativos  al embarazo y el parto, la recreación. Respecto de las niñas y niños los alimentos comprenden los gastos necesarios para la educación preescolar, primaria, secundaria y media superior del alimentista, su recreación y para proporcionarle algún oficio, arte o profesión adecuados a sus circunstancias personales.

Para personas con algún tipo de   discapacidad o que requieran de asistencia o representación para el ejercicio de sus derechos se deberá proporcionar en la medida de lo posible su rehabilitación y los elementos para una vida digna.

En el caso de las personas adultas mayores que carezcan de capacidad económica, la persona a la que le corresponda proporcionarle alimentos deberá además proveer atención geriátrica que redunde en una buena calidad de vida, debiéndose en la medida de lo posible integrarse a la familia.

Artículo 280. …

Cuando  no  sean  comprobables  el  salario  o  los  ingresos  del  deudor  alimentario,  la autoridad judicial competente resolverá con base en la capacidad económica del deudor y el nivel de vida que sus acreedores alimentarios hayan llevado en los dos últimos años.

Artículo 283. Los cónyuges y concubinos deben darse alimentos. Esta ley determina cuando queda subsistente esta obligación en los casos de divorcio y en los demás que ella señale.

Los compañeros civiles deben darse alimentos. La ley determinará cuando queda subsistente esta obligación en los casos de terminación del pacto civil de solidaridad y en los demás que ella señale.

Los convivientes, deben darse alimentos. La ley determinará cuando queda subsistente la obligación en caso de terminación de la sociedad.

Artículo 284. …

I. a III. …

Al cesar la relación a que se refiere este artículo y alguno de sus integrantes carece de ingresos o bienes que produzcan frutos suficientes para su sostenimiento, tiene derecho a una pensión alimenticia por un tiempo igual al que haya durado aquella relación. 

La autoridad judicial tomando en cuenta las circunstancias del caso podrá aumentar, disminuir o cancelar la obligación de dar alimentos; empero, esta obligación a favor de la pareja necesitada se extingue cuando haya transcurrido un término igual a la duración de la relación.

Artículo 305. Se suspende la obligación de dar alimentos:

I. Cuando judicialmente se ha declarado que él o la que la tiene carece de medios para cumplirla.  

II. Cuando él o la alimentista mayor de dieciocho años deja de necesitar los alimentos en los casos del artículos 8 y 9 de esta Ley.

III. Cuando la necesidad de los alimentos dependa de la conducta viciosa o de la falta de aplicación al trabajo del o la alimentista mayor de dieciocho años, mientras subsistan estas causas.

IV. Si él o la alimentista, mayor de dieciocho años sin consentimiento del que debe dar los alimentos, abandona la casa de éste por causas injustificadas.

Artículo 306. Cesa la obligación de dar alimentos a los mayores de dieciocho años, en caso de injuria, falta o daño grave inferidos por el o la alimentista contra el que debe prestarlos, si no está en los casos de excepción.

Artículo 319. Contra las presunciones establecidas por el artículo 318 de esta ley, se puede ejercer la acción de desconocimiento de la paternidad, sí al marido se le ocultó el nacimiento, si es estéril, salvo el caso de fecundación asistida, si le fue físicamente imposible o que no tuvo relaciones sexuales con su esposa en los primeros ciento veinte días de los trescientos que han precedido al nacimiento o si considera que ésta mantuvo alguna relación con otra persona en la que se presuma que hubo contacto sexual.

Esto se acreditará con toda clase de pruebas, considerándose como idóneas las científicas en el área médico-biológica que permitan establecer la filiación, debiéndose salvaguardar siempre la dignidad de las personas y respetando sus derechos humanos, así como observándose en todo momento el interés superior de las niñas y niños.

Artículo 327. En todos los casos en que el hombre tenga el derecho de contradecir que la o el nacido es hija o hijo de su matrimonio, deberá deducir su acción dentro de ciento ochenta días contados desde el nacimiento, si está presente; desde el día en que llegó al lugar, si estuvo ausente; desde el día en que tuvo conocimiento del supuesto engaño, si se le ocultó el nacimiento o si considera que su cónyuge mantuvo alguna relación con otra persona en la que se presuma que hubo contacto sexual.

Artículo 344. La niña o niño no puede reconocer a su hija o hijo sin la asistencia o representación del que o de los que desempeñen su patria potestad, o tutela, o, a falta de éstos, o por su negativa injustificada, sin la autorización judicial o demás autoridades que sean competentes.

En todo momento contarán con la asistencia social del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia y protección de Derechos y en su caso con la representación de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia.

Artículo 346. El padre y la madre están obligados a reconocer junta o separadamente a sus hijos e hijas.

Artículo 353. La hija o hijo de una mujer casada podrá ser reconocido por otra persona distinta al cónyuge, en cualquiera de los dos casos siguientes:

I. Cuando haya sentencia ejecutoriada que declare que no es del cónyuge.

II. Cuando la madre de la o el hijo reconocido por otra persona distinta del cónyuge, acepte como padre a quien hizo el reconocimiento.  

Artículo 363. El padre tiene la obligación de reconocer la paternidad de los hijos o hijas aun cuando no este unido civilmente a la madre. Este reconocimiento puede ser en forma voluntaria o por sentencia ejecutoriada que declare la paternidad, estando legitimada la madre para el ejercicio de dicha acción durante toda la minoría de edad del hijo o hija. 

Artículo 432. …

I. a VI. …

VII. Cuando el que la ejerza cometa actos de violencia física, psicológica o sexual, en contra de la niña o niño.

…

TÍTULO DÉCIMO SEGUNDO

DE LA VIOLENCIA FAMILIAR

CAPITULO PRIMERO 

Disposiciones Generales

Artículo 646. Por Violencia Familiar se entiende:

Todo acto abusivo de poder u omisión intencional, dirigido a dominar, someter, controlar, o agredir de manera física, verbal, psicológica, patrimonial, económica y sexual a las personas, dentro o fuera del domicilio familiar, cuyo agresor tenga o haya tenido relación de parentesco por consanguinidad o afinidad, de matrimonio, concubinato, pacto civil de solidaridad o mantengan o hayan mantenido una relación de hecho.

Artículo 647. La violencia familiar se puede presentar mediante los siguientes tipos de violencias:

I. La violencia psicológica. Es cualquier acto u omisión que dañe la estabilidad psicológica, que puede consistir en: negligencia, abandono, descuido reiterado, celotipia, insultos, humillaciones, devaluación, marginación, indiferencia, infidelidad, comparaciones destructivas, rechazo, restricción a la autodeterminación y amenazas, las cuales conllevan a la víctima a la depresión, al aislamiento, a la devaluación de su autoestima e incluso al suicidio;

II. La violencia física.- Es cualquier acto que inflige daño no accidental, usando la fuerza física o algún tipo de arma u objeto que pueda provocar o no lesiones ya sean internas, externas, o ambas;

III. La violencia patrimonial.- Es cualquier acto u omisión que afecta la supervivencia de la víctima. Se manifiesta en: la transformación, sustracción, destrucción, retención o distracción de objetos, documentos personales, bienes y valores, derechos patrimoniales o recursos económicos destinados a satisfacer sus necesidades y puede abarcar los daños a los bienes comunes o propios de la víctima;

IV. La violencia económica.- Es toda acción u omisión del Agresor que afecta la supervivencia económica de la víctima. Se manifiesta a través de limitaciones encaminadas a controlar el ingreso de sus percepciones económicas, así como la percepción de un salario menor por igual trabajo, dentro de un mismo centro laboral;

V. La violencia sexual.- Es cualquier acto que degrada o daña el cuerpo y/o la sexualidad de la Víctima y que por tanto atenta contra su libertad, dignidad e integridad física. Es una expresión de abuso de poder que implica la supremacía masculina sobre la mujer, al denigrarla y concebirla como objeto, y

VI. Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean susceptibles de dañar la dignidad, integridad o libertad de las personas que integran la familia.

Artículo 648. Los integrantes de la familia tienen derecho a desarrollarse en un ambiente de respeto a su dignidad e integridad física, psicológica, económica y sexual y tienen la obligación de evitar conductas que generen violencia familiar.

Se entiende por integrante de la familia a la persona que se encuentre unida a otra por una relación de matrimonio, concubinato, pacto civil de solidaridad o por un lazo de parentesco consanguíneo, en línea recta ascendente o descendente sin limitación de grado, colateral o afín hasta el cuarto grado, así como de parentesco civil.

No se justifica en ningún caso como forma de educación o formación el ejercicio de la violencia hacia las niñas y niños.

Artículo 649. También se considera violencia familiar las conductas llevadas a cabo contra la persona que esté sujeta a su custodia, guarda, protección, educación, instrucción o cuidado, siempre y cuando el agresor y el ofendido convivan o hayan convivido en el ámbito familiar.

Artículo 650. Los integrantes de la familia que incurran en violencia familiar, deberán reparar los daños y perjuicios que se ocasionen con dicha conducta, con autonomía de otro tipo de sanciones que éste y otros ordenamientos legales establezcan.

En todas las controversias derivadas de violencia familiar, el Juez dictará órdenes de protección que sean necesarias para salvaguardar la integridad de las personas afectadas.

CAPITULO SEGUNDO

De Las Ordenes De Protección En Caso De Violencia Familiar

Artículo 651. Las órdenes de protección: Son actos de protección y de urgente aplicación en función del interés superior de la víctima y son fundamentalmente precautorias y cautelares. Deberán otorgarse por el la autoridad judicial competente, inmediatamente que conozcan de hechos probablemente constitutivos de infracciones o delitos que impliquen violencia familiar de cualquier tipo.

Artículo 652. Las Ordenes de Protección en materia familiar además de las establecidas en la Ley de Acceso de la Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Coahuila de Zaragoza,  en el Código de Procedimientos Familiares para el Estado de Coahuila de Zaragoza y demás ordenamientos aplicables pueden ser:

I. Suspensión temporal al agresor del régimen de visitas y convivencia con sus descendientes;

II. Prohibición al agresor de enajenar o hipotecar bienes de su propiedad cuando se trate del domicilio conyugal; y en cualquier caso cuando se trate de bienes de la sociedad conyugal;

III. Posesión exclusiva de la víctima sobre el inmueble que sirvió de domicilio;

IV. Embargo preventivo de bienes del agresor, que deberá inscribirse con carácter temporal en el Registro Público de la Propiedad, a efecto de garantizar las obligaciones alimentarias;

V. Obligación alimentaria provisional e inmediata;

VI. Y aquellas que se consideren necesarias para salvaguardar la dignidad e integridad de las personas con pleno respeto a los derechos humanos y ponderando el interés superior de la infancia.

Corresponde a las autoridades jurisdiccionales competentes valorar las órdenes y la determinación de medidas similares en sus resoluciones o sentencias. Lo anterior con motivo de los juicios o procesos que se estén ventilando en los tribunales a su cargo.

ARTICULO SEGUNDO. Se reforma el párrafo segundo del artículo 355, los párrafos primero y sexto del artículo 383 BIS, el artículo 383 BIS 1, el párrafo primero del artículo 384, el artículo 385, la fracción II del artículo 387, el artículo 388 BIS, la denominación del capítulo segundo del título tercero del apartado cuarto del libro segundo, los artículos 389, 390, 391, 396 y 397, el último párrafo del artículo 398 y el artículo 399 BIS; se adiciona un último párrafo al artículo 383, un párrafo séptimo al artículo 383 BIS, los artículos 383 BIS 2, 383 BIS 3 y 383 BIS 4 y el capítulo sexto al título tercero del apartado cuarto del libro segundo conformado por el artículo 400 BIS 1; se derogan los artículos 392 y 393, del Código Penal del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

ARTÍCULO 355. ...
El tipo penal de la figura anterior admitirá las modalidades agravantes o atenuantes del homicidio doloso y sus penalidades, en caso de que haya sido por razón de género se estará a lo señalado en el artículo 336 BIS 1 que establece el feminicidio, además se aplicarán las reglas del concurso.

ARTÍCULO 383. ...

I. a VIII. ...

...

...

Además de las penas previstas en los párrafos anteriores, se impondrá la suspensión para ejercer la profesión o, en caso de servidores públicos, la inhabilitación para el desempeño del empleo, cargo o comisión públicos, por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta, así como la destitución.

ARTÍCULO 383. BIS. SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS DE LOS DELITOS CONTRA LA DIGNIDAD E IGUALDAD DE LAS PERSONAS. Se impondrá pena de seis meses a tres años de prisión y multa, a quien injustificadamente por razones de edad, sexo, género, embarazo, estado civil, raza, color de piel, idioma, religión, ideología, orientación sexual, opiniones políticas, posición social o económica, discapacidad, condición física, estado de salud o de cualquier otra índole, atente contra la dignidad humana o anule o menoscabe los derechos y libertades de las personas mediante la realización de las siguientes conductas:

I. a V. ...

...

...

...

...

La autoridad judicial competente estará obligada en su resolución a señalar a favor de la víctima lo relativo a la reparación del daño y las medidas afirmativas correspondientes que garanticen que los actos, omisiones o prácticas sociales discriminatorias no se repitan en su perjuicio.

Este delito, sólo se perseguirá por querella de parte ofendida. 

ARTÍCULO 383. BIS 1. SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS DE LA ESTERILIDAD PROVOCADA. Se impondrán de cuatro a siete años de prisión y multa, a quien sin el consentimiento de una persona mayor de edad practique en ella procedimientos quirúrgicos, químicos o de cualquier otra índole con el propósito de provocarle esterilidad.

Además deberá cubrirse la reparación del daño, la cual podrá consistir, de ser procedente, en la reestructuración, apertura, recanalización de conductos deferentes o cualquier otro procedimiento quirúrgico que restablezca la función reproductora anulada y, en su caso, tratamiento psicológico, cuyo costo será a cargo del sujeto activo.

ARTÍCULO  383. BIS 2.  SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS DE ESTERILIDAD PROVOCADA EN PERSONAS MENORES DE EDAD O INCAPACES. Se impondrán de seis a diez años de prisión y multa, a quien practique procedimientos quirúrgicos, químicos o de cualquier otra índole con el propósito de provocar la esterilidad de una persona sin capacidad para comprender el significado del hecho o para resistirlo, o de una persona menor de dieciocho años, aún con su consentimiento o de quien detente la guarda, custodia, atención o cuidado, tutela o patria potestad de la víctima.

ARTÍCULO 383. BIS 3. AGRAVANTES DE LAS FIGURAS TÍPICAS DE ESTERILIDAD PROVOCADA. Cuando el delito descrito en los dos artículos precedentes se realice valiéndose de medios o circunstancias que le proporcione su empleo, cargo o comisión públicos, profesión o cualquier otra que implique subordinación por parte de la víctima, se aumentará en un tercio más la pena prevista. 

Asimismo, se aumentará la pena en los términos previstos en el párrafo anterior en el supuesto de que el delito se realice con violencia física, psicológica o moral, aprovechándose de la ignorancia, extrema pobreza o cualquier otra circunstancia que hiciera vulnerable a la víctima.

ARTÍCULO 383. BIS 4. SANCIÓN ADICIONAL A QUIENES CAUSEN LA ESTERILIDAD PROVOCADA. Además de las penas previstas en los artículos 383 BIS 1, 383 BIS 2 y 383 BIS 3, se impondrá la suspensión para ejercer la profesión o, en caso de servidores públicos, la inhabilitación para el desempeño del empleo, cargo o comisión públicos, por un tiempo igual al de la pena de prisión impuesta, así como la destitución.

ARTÍCULO 384. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE VIOLACIÓN. Se aplicará prisión de siete a catorce años y multa: A quien por medio de la violencia física, psicológica o moral tenga cópula con una persona sin su voluntad, cualquiera que sea su sexo.

...

ARTÍCULO 385. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE VIOLACIÓN EN EL MATRIMONIO O CONCUBINATO. Se aplicará prisión de tres a diez años y multa: A quien por medio de la violencia física, psicológica o moral tenga cópula con la persona con quien esté unida en matrimonio o concubinato sin la voluntad de ésta.

ARTÍCULO 387. ...

I. ...

II. VIOLACIÓN PREPOTENTE. Se realice por el ascendiente en contra del descendiente; por el adoptante en contra del adoptado o adoptada; el tutor en contra de su pupilo o pupila; el padrastro en contra del hijastro o hijastra; o la persona con quien se tenga una relación de hecho en contra del hijo o hija de su pareja.

III. y IV. ...

...

...

ARTÍCULO 388 BIS. ACCESO CARNAL VIOLENTO Y VIOLACIÓN CON RESULTADO DE MUERTE O LESIONES. Si el autor matare a la víctima o a través de la violencia sexual o de la violación le causare la muerte; además de las sanciones que le correspondan por el delito de violación, se le aplicarán las sanciones relativas al feminicidio establecido en el artículo 336 BIS 1, atendiendo a las reglas del concurso. Las lesiones dolosas que resulten de la comisión de este delito se sancionarán, además de las que le son propias, con la penalidad de las lesiones calificadas.

CAPÍTULO SEGUNDO
PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD CON FINES SEXUALES

ARTÍCULO 389. SANCIÓN Y FIGURA TÍPICA DE PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD CON FINES SEXUALES. Al que prive a otro de su libertad, con el propósito de realizar un acto sexual, se le impondrá de uno a siete años de prisión y multa.

ARTÍCULO 390. SANCIÓN Y FIGURA TÍPICA DE LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD CON FINES SEXUALES EN PERSONAS MENORES DE EDAD O INCAPACES. Cuando la persona a quien se le prive de la libertad sea menor de dieciocho años o sea una persona que no tuviere capacidad de comprender el significado del hecho o de decidir conforme a esa comprensión, o por cualquier circunstancia personal no pueda resistirlo, se le impondrá de dos a ocho años de prisión y multa.
ARTÍCULO 391. SANCIÓN Y FIGURA TÍPICA DE LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD CON FINES SEXUALES ATENUADA. Si dentro de las veinticuatro horas siguientes a la privación, el autor del delito restituye la libertad a la víctima, sin haber practicado el acto sexual, la sanción será de tres meses a tres años de prisión.

Este supuesto se perseguirá de oficio solo en cuanto hace a personas menores de dieciocho años y personas que no tuvieren capacidad de comprender el significado del hecho o de decidir conforme a esa comprensión, o por cualquier circunstancia personal no puedan resistirlo.

ARTÍCULO 392. Se deroga

ARTÍCULO 393. Se deroga

ARTÍCULO 396. AMPLIACIÓN DE LA REPARACIÓN DEL DAÑO POR CONSECUENCIAS ESPECÍFICAS DE VIOLACIÓN O ESTUPRO. Si como consecuencia de la violación o del estupro hay descendencia, la reparación del daño comprenderá, además de lo que señala este código, la ministración de alimentos al hijo o hija en los términos de la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO 397.- SANCIONES Y FIGURAS TÍPICAS DE ABUSO SEXUAL. Se aplicará de uno a cinco años de prisión y multa: A quien sin el propósito de llegar a la cópula y sin consentimiento de una persona de cualquier sexo, mayor de quince años de edad, ejecute en ella o la haga ejecutar un acto erótico. 

Si se hiciere uso de la violencia física, psicológica o moral suficiente para intimidar al ofendido y cometer el delito, se incrementará en una mitad más las sanciones mínima y máxima.

ARTÍCULO 398.- ...

...

Si se emplea violencia física, psicológica o moral suficiente para intimidar a la víctima y cometer el delito, se aplicará de tres a ocho años de prisión y multa.

ARTÍCULO 399 BIS. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE ACOSO SEXUAL. Se aplicará de uno a cinco años de prisión y multa: A quien solicite favores sexuales para sí o para una tercera persona o realice una conducta de naturaleza sexual indeseable para quien la recibe, ya sea de manera directa, a través de medios informáticos, audiovisuales, virtuales o de cualquier otra forma, que le cause un daño o sufrimiento psicológico el cual lesione su dignidad, y coloque a la víctima en un estado de indefensión o de riesgo, independientemente de que se realice en uno o varios eventos.

Si la acción se realiza a través de medios informáticos, se impondrá además, la prohibición de comunicarse a través de dichos medios o redes sociales, hasta por un tiempo igual a la pena impuesta. 

Las sanciones se aumentarán en un tercio más si el sujeto activo puede causar un daño personal, laboral, educativo, profesional o patrimonial; o si el sujeto pasivo del delito es una persona menor de edad o sin capacidad de comprender el significado del hecho o de decidir conforme a esa comprensión.

La misma sanción prevista en el párrafo anterior, se aplicará en el caso de que el sujeto activo fuere servidor público y utilizare los medios propios del cargo, además de la destitución e inhabilitación para ocupar empleo, cargo o comisión en el servicio público por un período de uno a cinco años. 

CAPITULO SEXTO

HOSTIGAMIENTO SEXUAL
ARTÍCULO 400 BIS 1. SANCIONES Y FIGURA TÍPICA DE HOSTIGAMIENTO SEXUAL. Se aplicará de dos a siete años de prisión y multa: A quien, basado en el ejercicio del poder, en una relación de subordinación real respecto de la víctima, realice una conducta de tipo verbal, física o ambas, relacionadas con la sexualidad de connotación lasciva que le cause un daño o sufrimiento psicológico que lesione su dignidad, y coloque a la víctima en un estado de indefensión o de riesgo, independientemente de que se realice en uno o varios eventos.

Las sanciones se aumentarán en un tercio más si el sujeto activo dado su posición de ejercicio de poder puede causar un daño personal, laboral, educativo, profesional o patrimonial; o si el sujeto pasivo del delito es una persona menor de edad o sin capacidad de comprender el significado del hecho o de decidir conforme a esa comprensión.

Las mismas sanciones se aplicarán si el sujeto activo fuere servidor público y utilizaré los medios propios de su cargo jerárquico. Adicionalmente será destituido e inhabilitado para ocupar empleo, cargo o comisión en el servicio público por un período de dos a siete años.

Este delito se perseguirá por querella.

T R A N S I T O R I O S.

ÚNICO: El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Las disposiciones contenidas en este Decreto que reforman la Ley para la Familia de Coahuila de Zaragoza, entrarán en vigor el mismo día que inicie la vigencia de dicha Ley.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de Igualdad y no Discriminación de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller,  Dip. Luisa Ivone Gallegos Dip. Jesús de León Tello Martínez, Dip. Irma Leticia Castaño Orozco (Coordinador), Dip. Yolanda Olga Acuña Contreras (Secretario), Dip. Martha Garay Cadena, Dip. Shamir Fernández Hernández, Dip. Leonel Contreras Pámanes. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 25 de mayo de 2016.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa con proyecto de Decreto para crear la Ley que Establece el Arancel para el Cobro de Honorarios de los Abogados en el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”; y,  

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 28 del mes de abril del año 2015, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, Iniciativa con proyecto de Decreto para crear la Ley que Establece el Arancel para el Cobro de Honorarios de los Abogados en el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”; y,  

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 90, 116, 117 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que la Iniciativa con proyecto de Decreto para crear la Ley que Establece el Arancel para el Cobro de Honorarios de los Abogados en el Estado de Coahuila de Zaragoza, suscrita por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”, se basa entre otras en las  consideraciones siguientes:  

E X P O S I C I Ó N   D E   M O T I V O S

De acuerdo al artículo 5º Constitucional, todas las personas tienen derecho a ejercer la profesión, oficio, industria o actividad comercial que les acomode, mientras su objeto sea lícito, sin más limitaciones que las que establezcan las leyes; una determinación judicial o, una resolución gubernativa. 

En el caso de las profesiones universitarias, se exige, generalmente y con algunas salvedades, poseer título y cédula profesional para estar en condiciones de cobrar honorarios por la actividad realizada.

La profesión del abogado no es sólo una de las más comunes  y antiguas en nuestro país, sino  que es además, una de las más necesarias a pesar de los años y de la oferta de profesionales del derecho que crece cada año en nuestra nación al egresar profesionales de esta carrera de universidades públicas y privadas en cada entidad federativa.

Las personas, todas, sin importar su condición social, cultural o financiera, e incluso los extranjeros que residen o se encuentran en tránsito por nuestro país,  requieren en algún momento de sus vidas del apoyo, asesoría y representación de un abogado profesional para defender sus derechos, realizar trámites o iniciar juicios en diversas vías según sea el caso particular de cada quien. El abogado, a pesar de la mala fama que algunos le han dado a la profesión por realizar prácticas deshonestas, abusivas y corruptas, es un profesional siempre necesario en toda sociedad, como lo es el médico, la enfermera, el contador, la secretaria, el odontólogo, y tantos otros profesionistas que la gente necesita no una, sino varias veces a lo largo de su vida.

En el caso de los profesionales del derecho, su quehacer reviste una especial y vital importancia por las razones que se exponen enseguida:

A) Toda persona, a lo largo de su vida, enfrenta la necesidad de recibir asesoría o la representación legal de un abogado para un determinado problema legal. Aunque las estadísticas reflejan que en realidad, salvo contadas excepciones, un ser humano que viva en la sociedad civilizada, especialmente en las urbes, enfrentará al menos entre cinco y 10 problemas legales en un lapso de 25 años, tomado este periodo como base. Hablamos desde asuntos menores como puede ser una multa de tránsito o una corrección de acta de nacimiento,  hasta graves, que implican la privación de la libertad, el riesgo de perder el patrimonio o fuertes sumas de dinero, y reclamos sobre asuntos de gran relevancia.

B) No todos los problemas son en sí un juicio formal, hay trámites administrativos, procesos de jurisdicción voluntaria, y procesos extrajudiciales que requieren los conocimientos de un profesional del derecho.

C) La abundancia de leyes y reglamentos, así como manuales y disposiciones administrativas, han tornado el marco legal mexicano en una estructura amplia, hasta cierto punto compleja, y de difícil acceso para el ciudadano promedio; ello hace que en no pocas ocasiones sean necesarios los servicios de un abogado. Y;

D) Fenómenos como la corrupción  gubernamental hacen presa fácil de abusos a los ciudadanos, quienes requieren forzosamente en muchos casos de apoyo legal para defenderse de los atropellos sufridos.

El Investigador Miguel Carbonell, del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, reveló en julio del año 2013, que de acuerdo a datos proporcionados por la SEP, “una de las carreras con más estudiantes es la de Derecho. En ella estaban inscritos en el primer semestre de 2013, 276,352 estudiantes. 975 instituciones eran la que impartían la carrera de Derecho en esos días, las cuales lo hacían a través de 1,597 distintos programas….”

En el marco del día del abogado, celebrado el día 12 de julio del año 2014, el INEGI, con base en la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE) reveló lo siguiente:
“…en el primer trimestre de 2014, el número de abogados en México, suma un poco más de 321 mil personas, de las cuales 58 de cada 100 son hombres y 42 son mujeres.
En algunas entidades como Guanajuato, Tabasco y Michoacán, el número de mujeres abogadas es mayor. Guerrero tiene la menor proporción de abogadas, pues solo 16 de cada 100 ocupados en esta profesión son mujeres. Otras entidades con menor proporción de abogadas respecto a la media nacional son: Hidalgo, Querétaro y Nuevo León.

La proporción de abogados respecto del total de ocupados a nivel nacional es de 0.7 por ciento. En el Distrito Federal alcanza el porcentaje más alto con 1.7%, en tanto que Tlaxcala tiene el porcentaje más bajo con 0.2 por ciento.

Los abogados se distribuyen por toda la geografía nacional concentrándose principalmente en cinco entidades federativas (Distrito Federal, Jalisco, México, Puebla y Veracruz), en las que reside 58.3% de la población.

La edad promedio de los abogados es de 37.4 años; en los hombres es de 39.2 y en las  mujeres de 34.9 años. De  los abogados existentes, tienen 5 años de haber terminado la licenciatura.

En cuanto al salario de los abogados, estos ganan en promedio por hora trabajada, alrededor de 73 pesos. La cantidad es mayor si se trabaja por cuenta propia (83 pesos) o  como empleador (entre 75 y 86 pesos por hora dependiendo el sexo), y menor cuando son trabajadores subordinados (donde la mujer está en desventaja)….Fin de la cita.
Según la ENOE, de cada 100 abogados 48 son investigadores, especialistas y docentes; 6 son directores, gerentes, coordinadores, jefe de área o juez calificador en los servicios de salud, enseñanza y sociales; 10 oficinistas, y 36 laboran en otras áreas. De cada 100, 54 trabajan en empresas, 35 en instituciones públicas o privadas y 11 en el sector de los hogares.

Estos auxiliadores se concentraron principalmente en Distrito Federal, Jalisco, México, Puebla y Veracruz, donde reside 58.3% y su edad promedio es de 37.4 años; en los hombres 39.2 y en las mujeres 34.9 años. La mayoría de estos profesionistas cuenta con edades que van de los 25 a los 34 años.

La estructura por edad muestra un importante contingente joven (menores de 35 años). De cada 100 abogados, 44 tienen entre 20 y 34 años, 28 entre 35 y 44 años y 28 con 45 años y más.

Estos defensores representan 0.7% de la población ocupada del país. Sólo Distrito Federal, Morelos y Estado de México alcanzan a tener un abogado por cada 100 de sus ocupados.

El problema de los honorarios de los abogados

Nayarit, Michoacán, Baja California, Nuevo León, Sinaloa, Estado de México, Jalisco, Guanajuato, Puebla, Veracruz, Zacatecas, Chihuahua y Durango, son de las entidades federativas que ya cuentan con un ordenamiento para regular y establecer bases para el cobro de honorarios por los servicios prestados por los profesionales del derecho. El objetivo no es sólo, como algunos creen, “favorecer” o tratar de “proteger” el trabajo de los abogados; se busca también proteger y tutelar los derechos del cliente en el sentido de no sufrir abusos y exponerse un sistema estatal carente de regulación, donde lo mismo pueden toparse con un abogado que les cobre muy por debajo de la tarifa mínima; que toparse con otro que pida honorarios abusivos en cuanto a monto e incluso en relación a las condiciones que impondrá para que sean pagados por los clientes los gastos y honorarios correspondientes. 

A efectos de lo señalado, resulta oportuno retomar lo que establece el artículo 5º Constitucional:

“…A ninguna persona podrá impedirse que se dedique a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos. El ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial, cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolución gubernativa, dictada en los términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos de la sociedad. Nadie puede ser privado del producto de su trabajo, sino por resolución judicial.

La Ley determinará en cada Estado, cuáles son las profesiones que necesitan título para su ejercicio, las condiciones que deban llenarse para obtenerlo y las autoridades que han de expedirlo.

Asimismo, en esta iniciativa se respeta el derecho que tienen las partes a pactar los honorarios de forma libre y privada bajo un convenio o contrato de acuerdo al Código Civil del Estado, que refiere:

ARTÍCULO 3070. El que presta y el que recibe servicios profesionales pueden fijar, de común acuerdo, la retribución debida por ellos.

ARTÍCULO 3072. Si los servicios estuvieren regulados por arancel, éste servirá de norma para fijar el importe de los honorarios, si no los hubieren fijado las partes.

Por su parte, el Código Procesal Civil de la entidad, establece  lo que se lee:

ARTÍCULO 121.

“Honorarios a que tienen derecho los abogados, 

patronos o procuradores.

Los honorarios de los abogados patronos y de los procuradores, se regularán mediante  convenio celebrado con la parte que los designe. A falta de convenio, se fijarán de acuerdo con el Arancel.

Los abogados patronos y procuradores podrán reclamar de las partes que los designen, el pago de sus honorarios en forma incidental, dentro del mismo proceso...”

Este ordenamiento que se propone se aplicará sólo en caso de que las partes no establezcan montos en la contratación, pues la asesoría y la participación en los trámites legales se circunscriben al acuerdo de voluntades entre el prestador del servicio y el que lo recibe.  Igualmente se basarán en éste para la determinación de las costas en los incidentes de gastos y costas y será determinante en los conflictos entre el abogado y los clientes por los montos a cobrar en la prestación de servicios legales.

Esta nueva ley  que proponemos, tomará como base los días en su factor de salario mínimo o cuotas; igualmente  se establecen porcentajes relacionados con el monto total del negocio en sustitución de las cantidades en pesos, con la finalidad de que con el transcurso del tiempo los honorarios se vayan actualizando a la par del salario mínimo vigente en el  Estado.

Se incluyen formalidades que deben observarse por parte de quienes ofrecen este tipo de servicios al público, con el objeto de dotar de mayor seriedad y certeza al quehacer de estos profesionistas y proteger al ciudadano de abusos o fraudes cometidos en su perjuicio por seudo profesionales del derecho y oportunistas que encuentran en la necesidad apremiante de las personas, una oportunidad para lucrar de modo indebido.

Para la elaboración de este proyecto de iniciativa tomamos en cuenta dos proyectos presentados por grupos parlamentarios del Pan en otras legislaturas.

Asimismo, leímos y analizamos lo más relevante de similares ordenamientos de los estados de Nuevo León, Veracruz y Chihuahua, entre otros. 

De igual forma, consideramos oportuno que en su momento, la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, recabe la opinión de los colegios de abogados de la entidad, de las universidades que imparte la carrera de derecho y del Tribunal Superior de Justicia del Estado, a fin de fortalecer este ordenamiento de forma previa a su dictamen.

TERCERO.- Una vez realizado el análisis y estudio detallado de la iniciativa, y de cada una de las opiniones vertidas por la Asociación de Licenciados en Derecho de Coahuila, el Foro Profesional de Abogados de Saltillo, así como de los Abogados del Estado de Coahuila, los integrantes de esta Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia, concluimos en la viabilidad de la misma, esto por la necesidad de que en nuestro estado contemos con un instrumento jurídico plenamente actualizado, que regule el cobro de honorarios de los abogados, apegados a la realidad actual de nuestra sociedad. 

Consideramos que para la imparcial administración de justicia, es indispensable que los honorarios de los abogados que en cualquier forma presten un servicio profesional sean conforme a normas que los fijen de una manera equitativa, evitando que el profesionista cobre sumas desproporcionadas por sus servicios, o que el particular pague por el mismo concepto cantidades que no correspondan al trabajo e importancia de los servicios prestados, sobre todo cuando estos han significado un trabajo arduo y de seria responsabilidad para el abogado o un aumento efectivo en el patrimonio de su cliente

Es por ello que consideramos que lo que aquí se presenta, es una adaptación a la realidad social vigente en nuestra entidad, lo que contribuirá a hacer más flexible la aplicación del Arancel en cada caso concreto, evitando con ello que se cometan excesos y defectos al momento de fijar los montos y en consecuencia liquidar una relación contractual o extracontractual entre cliente y prestador del servicio profesional, lo que redunda indudablemente dicho proyecto en beneficio de quienes se encuentran de una u otra forma en litigio.

Por las consideraciones que anteceden se estima pertinente emitir y poner a consideración del pleno el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se crea la Ley que Establece el Arancel para el Cobro de Honorarios de los Abogados  en el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Capítulo Primero

Disposiciones Generales

Artículo 1.- La presente Ley es de orden público e interés general, y tiene por objeto la regulación del cobro de honorarios por los servicios profesionales prestados de manera independiente por los Licenciados en Derecho en el ejercicio de la abogacía.

Los honorarios de los abogados se convendrán de común acuerdo entre quien presta el servicio y el que lo recibe, y a falta de dicho convenio se estará a lo que establece la presente Ley, sin perjuicio de lo que establecen el Código Civil y el Código Procesal Civil del Estado de Coahuila.

Artículo 2.- Las personas que ejerzan la abogacía sin título debidamente inscrito en el Tribunal Superior de Justicia y sin contar con cédula profesional expedida en los términos de la Ley de Profesiones del Estado, no podrán cobrar los honorarios fijados en esta Ley.
Se exceptúa de lo señalado en este artículo, a los pasantes de derecho, y/o personas que se encuentran en proceso de recibir su título profesional, siempre y cuando se ajusten a las disposiciones previstas en la legislación civil y de profesiones aplicable en el Estado de Coahuila, y; cuando cuenten con autorización para ejercer sin título, expedida por las autoridades competentes. Si se tratare de abogados de otras entidades federativas podrán cobrarlos sólo si ejercieron ocasionalmente su profesión en el Estado, y si acreditan el registro de su Título en la entidad federativa de su domicilio o en la Ciudad de México.

Para efectos fiscales, se entiende que todo profesional del derecho que cobre honorarios por su trabajo, debe estar inscrito como contribuyente en la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y su Registro Federal de Contribuyentes debe exhibirse a la vista de sus clientes, en su lugar de trabajo, despacho, oficina o empresa de asesoría jurídica. 

Igualmente deben exhibir a la vista del público, una lista de los precios o costos estándar o precios promedio que cobran por los servicios más comunes.

En todo convenio o contrato celebrado con el cliente, debe constar:

A) La cédula profesional del abogado.

B) Su Registro Federal de Contribuyentes. 

C) El costo del servicio que se prestará al interesado y los alcances, límites y naturaleza del mismo.

D) La obligación que tiene el prestador del servicio de entregar recibos de honorarios al cliente, debidamente legalizados. 

Artículo 3.- Los servicios profesionales que no se encuentren cotizados en esta Ley, pero que tuvieren analogía con alguno de los especificados en la misma, causarán los honorarios de aquellos con los que presenten mayor semejanza, y en su defecto, a la cuantía del negocio.

Artículo 4.- Los honorarios se causarán por servicios prestados y serán exigibles inmediatamente, pero puede convenirse el pago de anticipos. Los gastos del negocio deberán cubrirse conforme se vayan generando.  

Artículo 5.- Si en la tramitación de los negocios a que se refiere esta ley, intervienen varios abogados en forma sucesiva, cada uno cobrará lo que corresponda en proporción a su intervención.

Deberá designarse por cada una de las partes al abogado patrono,  haciendo constar la inscripción del título en el Tribunal Superior de Justicia, y la aceptación del cargo por parte del Licenciado en Derecho para poder cobrar costas en los Juicios. En el caso de los pasantes o personas autorizadas para ejercer sin título, se procederá al registro y acreditación en los términos y formas de la legislación aplicable. 

Artículo 6.- La falta de pago de los honorarios autorizará al abogado para separarse de la dirección del negocio, avisando por escrito al cliente su determinación, siempre que no hubiere pendiente la práctica de alguna diligencia ya decretada que requiera la intervención del mismo, pues en estos casos su separación deberá ser hasta que hubiere concluido dicha diligencia, a menos que el interesado designe oportunamente un substituto. Dicho aviso deberá darse por lo menos con setenta y dos horas de anticipación.

Artículo 7.- La presente Ley se aplicará también para regular las costas cuando se condene al pago de las mismas. En este caso no se tomará en cuenta el contrato que hubiere celebrado la parte a cuyo favor se decretan las costas.  

Los abogados que intervengan por causa propia, tendrán derecho a cobrar las costas que fija esta Ley, aún y cuando no sean asesorados o patrocinados por otro.

Artículo 8.- Las reclamaciones sobre honorarios profesionales y costas, se ventilarán ante el Juez competente, que será el del lugar donde se hubieren prestado los servicios, siguiendo en todo la tramitación que para el caso señale el Código Procesal Civil del Estado de Coahuila. 

No se podrán cobrar honorarios por las promociones que fueren desechadas por frívolas o improcedentes.

Tampoco podrán reclamar el pago de honorarios o gastos los abogados que, por negligencia profesional o dolo, hubiesen dejado en estado de indefensión a su cliente, o le generen el sufrir la prescripción o caducidad de plazos legales para ejercer los recursos jurídicos correspondientes. 

En este último caso, se harán acreedores además, a las sanciones civiles y penales previstas en la legislación aplicable. 

Capítulo Segundo

Cobros por Servicio

Artículo 9.- Para los efectos de esta Ley, el valor de la unidad de medida y actualización,  será el equivalente al de su valor diario vigente en el momento en que se efectúe el pago de honorarios, conforme a lo establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables.

Artículo 10.- Por consultoría y elaboración de escritos, los abogados cobrarán lo siguiente:

I. Por consulta personal o conferencia inicial de instrucción para plantear la demanda o la contestación: el equivalente de 4 a 9 unidades de medida y actualización por cada hora, además por cada fracción cobrará de 3 a 7 unidades de medida y actualización.

II. Por la consulta por escrito según la importancia del asunto y las dificultades técnicas del negocio se cobrará de 6 a 30 unidades de medida y actualización, según la importancia, dificultades técnicas y extensión del escrito.

Artículo 11.- En los negocios de cuantía determinada o determinable, se cobrará por todo el juicio lo siguiente:

I. Si el monto de la reclamación es menor de 500 unidades de medida y actualización: el  30%

II. Sobre el excedente de 500 unidades de medida y actualización hasta 1900 unidades de medida y actualización: el 25%

III. Sobre el excedente de 1900 unidades de medida y actualización: el 20%

Artículo 12.- En todos los casos en los que la cuantía del negocio no esté determinada, pero sea determinable, podrá hacerse, a través de operaciones matemáticas, en cualquier estado del procedimiento o bien durante el procedimiento de regulación de costas.

Artículo 13.- En caso de requerirse dictamen pericial para determinar la cuantía de un negocio, podrá elaborarse durante el período probatorio en negocios civiles y penales; de no presentarse durante este período, se reservará su presentación hasta el procedimiento de regulación de costas.

Los jueces cuidarán que las partes sean notificadas directamente, debiendo los abogados manifestar al Juzgado el domicilio de sus clientes a fin de notificarles de la providencia que ordene la designación de peritos.

Artículo 14.- En los negocios que por naturaleza carezcan de cuantía, se cobrará por concepto de honorarios:

I. Por estudio previo del negocio: de 9 a 30 unidades de medida y actualización.

II. Por la demanda o contestación: de 25 a 50 unidades de medida y actualización.

III. Por cada escrito tramitado: 3 unidades de medida y actualización.

IV. Por el ofrecimiento de pruebas: de 25 a 50 unidades de medida y actualización.

V. Por cada notificación recibida: 1 unidad de medida y actualización.

VI. Por la asistencia a la diligencia dentro o fuera del juzgado: de 4 a 30 unidades de medida y actualización.

VII. Por alegatos: de 25 a 140 unidades de medida y actualización.

VIII. Por expresión de agravios o su contestación: de 30 unidades de medida y actualización.

Artículo 15.- Tratándose de juicios ejecutivos los honorarios que se establecen en el artículo 12 de esta Ley serán reducidos en los siguientes casos:

A).- A un 5% si el pago o cumplimiento se efectuare durante la diligencia de ejecución, cualquiera que sea el monto reclamado.

B).- A un 7.5% si el pago o cumplimiento se efectuare después de la diligencia de ejecución, pero dentro de los tres días siguientes, cualquiera que sea el monto de lo reclamado.

C).- A un 10% si el pago o cumplimiento se efectuare después de 3 días de la diligencia de ejecución, pero dentro de los 15 días siguientes de la propia diligencia, si la reclamación no excediera de 500 unidades de medida y actualización.

D).- A un 10% si el pago o cumplimiento se efectuara después de 3 días de la diligencia de ejecución, pero dentro de los 30 días siguientes a la propia diligencia, si la reclamación excediera de 500 unidades de medida y actualización pero no de 1900.

E).- Si el pago o cumplimiento se efectuara después de 3 días de la diligencia de ejecución pero dentro de los 60 días siguientes a la propia diligencia y la reclamación excediera de 1900 unidades de medida y actualización, se cobrará el 10% por el valor de las primeras 1900 y el 6% sobre el excedente.

Los días a que se refiere este artículo se entienden naturales, pero si un término concluyere en un día inhábil se entenderá prorrogado hasta el siguiente día hábil.

Artículo 16.-  En los juicios donde se versen cuestiones de arrendamiento servirá de base para fijar honorarios la tarifa señalada en el artículo 11 de la presente Ley en caso de que solo se reclame el cobro de rentas. En caso de reclamarse y obtenerse, la rescisión o terminación del contrato así como la desocupación del inmueble., se cobrará adicionalmente hasta el 2% del valor catastral del bien arrendado.

Artículo 17.- En los juicios sucesorios, se cobrará:

I. Por la tramitación general del juicio en lo principal y por los incidentes, el 8% si el valor comercial de la masa hereditaria no excede de 3,000 unidades de medida y actualización al momento del pago de los honorarios; más el 6% por el excedente hasta el equivalente de 20,000 unidades de medida y actualización y el 4% sobre el excedente de esta cantidad.

II. Por su intervención en los juicios en que la sucesión sea parte, cobrará los honorarios que les correspondan en dichos juicios.

III. Si el Abogado fuera además nombrado albacea judicial, cobrará los honorarios fijados en este artículo y los que les correspondan por su nombramiento conforme a las disposiciones relativas en el Código Civil. 

Artículo 18.- Por los actos prejudiciales y la tramitación de las medidas cautelares que establece el Código Procesal Civil, se cobrará:

I. Entre el 15 y el 30 % de lo que se cobra para el negocio de cuantía determinada;

II. De 15 a 50 unidades de medida y actualización si fueren de cuantía indeterminada;

Si mediante el acto prejudicial se concluyere el negocio, se cobrará la mitad de lo correspondiente al juicio principal.

Artículo 19.- Tratándose de juicios concursales, el abogado que patrocine al síndico,  cobrará del 7 al 10% del total de lo sujeto a concurso.
Artículo 20.-  En los juicios de divorcio se aplicarán las reglas de los negocios de cuantía determinada cuando en los mismos se incluya controversia sobre el patrimonio de la sociedad conyugal. Si en los juicios no se involucra discusión sobre el patrimonio conyugal se estará a lo que establece el artículo 12 de esta Ley.

Artículo 21.- Cuando se interpongan tercerías se cobrará conforme a las reglas de negocios de cuantía determinada. Si se trata de tercería excluyente de dominio, se tomará como base el valor del bien o bienes objeto de la tercería,  si se trata de tercería excluyente de preferencia, se tomará como base el valor de lo que se reclama como pago preferente.

Artículo 22.- Por la expresión de agravios o contestación a los mismos, respecto de la sentencia definitiva en los juicios de cuantía determinada, se cobrará además un 2% del valor del negocio.

Capítulo Tercero

Juicios de Amparo, Víctimas del Delito y Negocios Administrativos

Artículo 23.- Por los juicios de amparo, ya sea que se patrocine al quejoso o al tercero perjudicado, el abogado cobrará:

I. Las unidades de medida y actualización fijada en el artículo 11 de esta Ley si se trata de Amparo de cuantía determinada. 

II. Cuando se trate de amparos en los que no se determine la cuantía, se aplicará lo dispuesto en el artículo 12 de esta Ley. Los amparos en materia penal se sujetarán a lo establecido en el artículo siguiente.

III. Por su participación en el recurso de revisión, por la expresión de agravios o contestación de éstos, se cobraran 50 a 110 unidades de medida y actualización.

Artículo 24.- Los abogados que intervengan como defensores o asesores de las víctimas del delito en las causas penales cobrarán:

I. Por el estudio previo del negocio: de 9 a 30 unidades de medida y actualización.

II. Por el escrito de denuncia o querella: de 25 a 50 unidades de medida y actualización.

III. Por las promociones incidentales o de prueba: de 5 a 30 unidades de medida y actualización.

IV. Por asistencia a cualquier diligencia dentro o fuera del juzgado: de 4 a 30 unidades de medida y actualización.

V. Por cada notificación que reciban: 1 unidad de medida y actualización.

VI. Por el escrito de defensa o conclusiones: de 25 a 150 unidades de medida y actualización.

VII. Por la tramitación competa de un incidente de libertad bajo caución o de condena condicional o de libertad preparatoria: de 50 a 100 unidades de medida y actualización.

VIII. Por la tramitación completa del incidente de libertad con las reservas legales o incidente de libertad por desvanecimiento de datos o incidente de sobreseimiento: de 50 a 120 unidades de medida y actualización.

IX. Por la expresión de agravios: de 30 a 100 unidades de medida y actualización.

X. Por amparos en asuntos penales se cobrará: de 10 a 200 unidades de medida y actualización.

Artículo 25.-  En los negocios administrativos se estará a lo siguiente: 

I. Si se tratare de concesiones en las que una autoridad administrativa puede abstenerse de otorgar sin necesidad de expresar el fundamento de su negativa, el profesionista cobrará el 20% sobre el valor de la concesión que obtenga, como único honorario por todo su trabajo. 

II. Si se tratare de concesiones otorgables mediante la satisfacción de requisitos legales o reglamentarios cobrará el 10% sobre el valor de la concesión si el mismo no excede de 3,650 unidades de medida y actualización y el 5% sobre el valor que exceda de éstas.

III.  Si la concesión otorgada no tiene un valor determinado, éste se fijará para sólo los efectos del cobro de honorarios, por prueba pericial. Si el abogado y el cliente hubieren fijado en convenio escrito, la cuantía en que estimen el valor de la concesión para los efectos arancelarios, los Tribunales aceptarán esa cuantía como indiscutible.

Artículo 26.- Por la redacción de cualquier convenio que por voluntad de las partes o por disposición de la Ley hayan de ser elevadas a Escritura Pública o póliza ante corredor, cobrarán el  3% del valor del negocio, si su cuantía no pasa del equivalente de 365 unidades de medida y actualización, el 1.5%  además del anterior por la cantidad que excediere hasta 1,800 unidades de medida y actualización y el 1% sobre el excedente, sea cual fuere. Igual cobro harán por los convenios que se celebren en juicios, si en el convenio no se expresare un valor determinado, este se fijará pericialmente por el Juez de los Autos. 

Artículo 27.-  Si mediante la intervención del abogado el negocio se resuelve en forma extra-judicial, por concepto de honorarios cobrarán una unidad de medida y actualización fija consistente en un porcentaje sobre lo obtenido, conforme a la siguiente tarifa: en negocios que no excedan de 500 unidades de medida y actualización el 15%, sobre el excedente de 500 unidades de medida y actualización hasta 1900 unidades de medida y actualización el 10% y el 5% sobre el excedente de 1900 unidades de medida y actualización.

Si el negocio no fuere apreciable en dinero, se cobrará lo que se estimare justo a juicio del juez, oyendo a peritos.

Artículo 28.- En cualquier caso en que no pudieren regularse los honorarios de los licenciados en derecho mediante las prevenciones de esta Ley, se estará a juicio del juez, oyendo a  peritos.

Artículo 29.- Los peritos serán nombrados uno por cada parte y el tercero por el Juez que conozca del negocio sobre honorarios, a fin de que se proceda a su determinación.

Artículo 30.- Para la determinación del número de unidades de medida y actualización o porcentajes aplicables al caso concreto, dentro del mínimo y máximo señalados en esta ley, se tomará en cuenta la importancia del asunto, calidad y cantidad del trabajo profesional realizado, resultados obtenidos y cualquier otra circunstancia que le dé mayor plusvalía al trabajo hecho, así como el grado académico del Abogado que proporcionó el servicio. 

TRANSITORIOS

Primero.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Segundo.- Al iniciar la vigencia de esta ley, el Ejecutivo del Estado, el Congreso de Coahuila y toda autoridad encargada de su aplicación, instrumentarán conjunta o separadamente los mecanismos idóneos de divulgación para la población.

Tercero.-  Se derogan todas las disposiciones que se opongan a la presente, incluyendo el Decreto al que deberán sujetarse los Abogados para el Cobro de sus Honorarios, publicado en el Periódico Oficial del Estado, en fecha 17 de diciembre de 1902, Oficio No 53.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia de la  Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Tobías Hernández, (Coordinador), Dip. Georgina Cano Torralva (Secretaria), Dip. José María Fraustro Siller, Dip. Jesús de León Tello, Dip. Luisa Ivone Gallegos Martínez. En la Ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 19 de mayo de 2016.
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EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES



	DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTINEZ


	A FAVOR

EN CONTRA

ABSTENCION   

SI

CUALES




Acuerdo de las Comisiones Unidas de Ciencia y Tecnología y de Educación, Cultura y Actividades Cívicas, de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, con relación a una  Iniciativa de Decreto por  la que se establece un acuerdo de parte del Cabildo del Municipio de Francisco I. Madero, Coahuila, para que la Capsula puesta en resguardo en el Interior del incinerador que se encuentra ubicado sobre el Bulevar Primero de Mayo de esta ciudad, permanezca en su interior por un periodo de 50 años, y sea abierta hasta el 26 de abril de 2066.

RESULTANDO

PRIMERO.-  Que en Sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 3 de mayo del año 2016, se acordó turnar a las comisiones unidas de Ciencia y Tecnología   y de Educación, Cultura y Actividades Cívicas, la  iniciativa de decreto con el objetivo ya descrito en el proemio de la presente”. 
SEGUNDO.- Que en cumplimiento a dicho acuerdo, la mencionada petición  fue remitida a esta  comisiones unidas, para efectos de estudio y dictamen. 

TERCERO.- Que conforme a lo dispuesto en el Artículo 107, fracción II;  97, fracciones I y III de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, estas Comisiones  son competentes para resolver sobre dicha propuesta ciudadana; y

CONSIDERANDO:

PRIMERO.- Que  la propuesta  del Cabildo del Municipio de Francisco I. Madero, Coahuila, se basa en  ampliar el plazo del acuerdo por el que se acordó sepultar una capsula del tiempo en el Bulevar Primero de Mayo de esa localidad, para que sea abierta en el futuro lejano, concretamente en a fecha 26 de abril de 2066. 

SEGUNDO.- Que la iniciativa multicitada  fue aprobada por unanimidad de parte de los integrantes del Cabildo de Francisco I. Madero el 28 de abril de 2016. Y; tomando en cuenta que los objetos conocidos como “capsulas del tiempo”  son cajas, generalmente de forma cilíndrica o circular, construidas con una aleación de metales altamente resistentes a la corrosión de los elementos  naturales, donde se guardan mensajes escritos, objetos representativos, fotografías, microfilms y algunos elementos tecnológicos de tamaño pequeño, con la finalidad de que sean descubiertos y analizados por generaciones futuras, muy alejadas en el tiempo.

Se trata de conservar una pequeña parte de la historia de una época y pueblo determinado, la importancia del contenido reside en el tipo y calidad histórica de los elementos guardados en ella. Pero, en cualquier caso, lo que se halla siempre aporta la nitidez y precisión de las circunstancias, hechos, costumbres, momentos vividos,  ciencia y tecnología de la época en que fue enterrada, por lo menos una pequeña muestra de lo que “antes fue”.

Las capsulas del tiempo se han popularizado desde la década de 1930, incrementándose su número de forma exponencial durante los últimos treinta años; sus ventajas son: conservar una parte de la historia de modo intacto, preservar objetos originales de la era en que fue sepultada, que las generaciones futuras conozcan mediante el hallazgo y apertura de las mismas, el pensar, sentir o creencias de quienes, ya fallecidos (en muchos casos) quisieron expresar para sus lejanos conocedores en el tiempo, entre otras.

TERCERO.- Que estas dictaminadoras coinciden plenamente con la importancia de la propuesta planteada por el Cabildo del Municipio de Francisco I. Madero, y estima procedente someter a la consideración y, en su caso, aprobación del Pleno del Congreso, el siguiente:
 Acuerdo

ÚNICO.- El H. Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, con las facultades que la ley le confiere,  coincide  con la propuesta del Cabildo del Municipio de Francisco I. Madero, para que la Capsula del Tiempo puesta a resguardo en el incinerador que se ubica en el Bulevar Primero de Mayo, permanezca en su interior por un periodo de 50 años, y sea abierta hasta el 26 de abril del año 20166; no existiendo impedimento legal alguno para que, con las atribuciones que la Constitución Política del Estado y el Código Municipal confieren a los municipios de la entidad, pueda el Ayuntamiento de Francisco I. Madero realizar con plena autonomía todas las acciones que considere pertinentes para llevar adelante el acuerdo original tomado por el Cabildo en relación al objetivo ya multicitado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Ciencia y Tecnología y Justicia y de la Comisión de Educación, Cultura y Actividades Cívicas de la Sexagésima Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila,  a los 19 días del mes de Mayo de 2016.

POR LA COMISION DE CIENCIA Y TECNOLOGIA

	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA



	DIP.    Yolanda Olga Acuña Contreras
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP.  Francisco Tobías Hernández
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP.    Verónica Martínez García.

	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP.   Javier Díaz González.


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	DIP.   Leonel Contreras Pámanes

	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA




Comisión de Educación, Cultura y Actividades Cívicas
	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA



	DIP.  Jesús De León Tello
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	Dip. José María Fraustro Siller
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	Dip. Luisa Ivone Gallegos Martinez

	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	Dip. Ana Isabel Durán Piña

	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



	Dip. Francisco Tobías Hernández

	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA




Pronunciamiento  sobre  el sensible fallecimiento de Don Luis H. Álvarez, que presenta el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los diputados Lariza Montiel Luis,  Yolanda Olga Acuña Contreras y Armando Pruneda Valdez del Grupo Parlamentario “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal ´” del Partido Acción Nacional.
Don Luis H. Álvarez fue uno de los ideólogos más importantes del Partido Acción Nacional, y su influencia en la vida institucional de nuestro partido ha marcado una profunda huella imposible de borrar. 

Un firme defensor de la democracia, la paz y las instituciones, predicó con ejemplo de lucha y con la congruencia que un político honesto debe tener y practicar  en todo momento, llevando las palabras a las acciones, la idea a la realidad y los principios rectores de la dignidad humana como bandera, como meta final de toda batalla por la sociedad.

Luis Héctor Álvarez nació en octubre de 1919 en Camargo, Chihuahua. Miembro del PAN desde 1955. Fue candidato por ese partido a la Gubernatura de Chihuahua en 1956 y a la Presidencia de la República en 1958. 
Fue presidente municipal de Chihuahua (1983-1986) en una época en que los logros de este tipo para la oposición eran casi imposibles. También fue dirigente del CEN del PAN de 1987 a 1993. 

Don Luis H. Álvarez perteneció a una generación que sostuvo un principio elemental: cuidar el honor, cuidar su nombre, cuidar su prestigio. Un hombre con virtudes que dedicó su vida a la lucha por la democracia y al servicio de México. 
Fue un hombre sencillo y de una gran tolerancia. Supo negociar lo que era negociable. Por el contrario, supo aplicar un extremo rigor en aquello en que no se podía transigir. 

Don Manuel Gómez Morín lo describe, en una carta enviada a Efraín González Luna el 13 de abril de 1956, a raíz de la asamblea que elige a don Luis como candidato a gobernador de Chihuahua:
…nativo de Camargo, residente en Juárez, de 36 años de edad, de muy buena formación técnica y espiritual, no rico; pero sí con una posición excelente, con los más limpios antecedentes como joven, como esposo, como trabajador, como empresario, como partícipe en actividades sociales y cívicas. Nunca había intervenido en cuestiones políticas pero sí en cuestiones de carácter cívico general y, muy especialmente, en la lucha contra el vicio y la corrupción, contra todo lo que está ligado al candidato oficial. La designación fue para él como un rayo; pero con mucha humildad y con mucha decisión y muy a sabiendas de todo (sin excluir los riesgos personales pues conoce bien como se trabaja en el grupo de gánsteres contra el que va a pelear), aceptó la carga.
Esto, dicho hace 60 años, es de una gran actualidad y es un retrato fiel de una persona con convicciones y congruente: vivió como pensó. Es modelo a seguir para los políticos de hoy que han degradado la política por el contraste entre las ideas y la forma en que se actúa y se toman decisiones. 

México vive hoy un momento difícil. El ejemplo de Luis H. Álvarez debe brillar para seguir en la brega de eternidad. Tenemos que partir de rescatar lo mejor del pasado porque no siempre lo nuevo es lo más valioso. Es preciso someter todo a dubitación para preservar la riqueza de lo que ya es historia. La democracia es el sistema de la autocorrección que nunca concluye porque implica mejorar al ciudadano haciéndolo consciente y responsable de los retos de su tiempo. 
Don Luis luchó siempre por las causas más nobles, las de mayor riesgo, teniendo enemigos dispuestos a todo y él solamente escudado en sus principios. Enarboló la causa de la ciudadanía desde la trinchera panista. Sin dogmas, sin prejuicios, siempre presumiendo la buena fe, siempre solidario. 
El PAN, como partido político, fue oposición y ya fue gobierno. Hay una virtud esencial: siempre vernos con ojos críticos, siempre procurando ser mejores. Repasar hechos y conductas para cotejarlos con los ideales y, de esta manera, conservar siempre la identidad en lo fundamental. Ese es el gran legado del líder, del político y del hombre que fue don Luis H. Álvarez.
Hoy, los panistas reconocemos y agradecemos la labor y las aportaciones de Don Luis H. Álvarez a la vida política de México y a nuestro partido, reconociendo en su persona un ejemplo de lucha y de valores que todos quisiéramos poder imitar.

Por lo anterior, los que suscriben la presente, se pronuncian al tenor de lo siguiente: 

Único.- Este Grupo Parlamentario  reconoce la invaluable aportación de Don Luis H. Álvarez a la consolidación de la democracia en México, y a la dignificación de la política nacional.

Reconocemos y agradecemos el gran  ejemplo que fue y será siempre para los panistas.  

ATENTAMENTE

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO  “Alonso José Ricardo Lujambio Irazábal”

Saltillo, Coahuila a  26 de mayo de 2016

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS

      COORDINADOR
DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ

PRONUNCIAMIENTO PRESENTADO POR LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN, “CON MOTIVO DEL DÍA INTERNACIONAL DE LA DIVERSIDAD BIOLOGICA”.

H. PLENO DEL CONGRESO.-

Compañeras y Compañeros Diputados.

México es el tercer país con mayor diversidad a nivel mundial, no solo por ser poseedor de un  alto número de especies, sino también por su amplia variedad de ecosistemas. Se estima que en nuestro país se encuentra el 12% de la biodiversidad total del planeta, lo cual debe representar el compromiso de preservar el gran número de aves, reptiles, peces, anfibios y plantas.

La diversidad biológica es la base de la vida y de los servicios esenciales que brindan los ecosistemas. Por lo tanto, es el fundamento de los medios de vida y el desarrollo sostenible de la población en todas las esferas de una actividad, incluidos los sectores económicos como la agricultura, silvicultura, pesca y el turismo, entre otros. Al detener la pérdida de la diversidad biológica se estará invirtiendo en la gente, sus vidas pero sobre todo en su bienestar.

Cada 22 de mayo celebramos el día internacional de la diversidad biológica y en este año el lema es: "Incorporación a la diversidad biológica. Apoyar a la gente y a sus medios de subsistencia". 

Esta celebración tiene por objeto informar y concientizar a la población y los Estados sobre las cuestiones relativas a la biodiversidad y la fecha fue elegida para que coincidiera con la firma del Convenio sobre la Biodiversidad Biológica en 1992.

Otro hecho importante es que la biodiversidad de nuestro país se caracteriza por ser endémica, es decir, que no existe en otro lugar. Aproximadamente el 57%  de las especies reptiles, el 50% de las plantas y el 32% de los mamíferos son de ese tipo; es por ello que si desaparecieran de México serían considerados extinguidos. 

En nuestro Estado contamos con una gran cantidad de especies, tanto vegetales como animales, las cuales viven en múltiples hábitats naturales, que cuando se alteran o destruyen, ocasionan la pérdida de biodiversidad.

Coahuila se encuentra en el corazón de un desierto y como joyas de este paisaje contamos con áreas protegidas, cuidadas con esmero y dedicación, no sólo por dependencias de gobierno sino por asociaciones civiles especializadas en el cuidado y la preservación del medio ambiente.

Al sur de Saltillo encontramos la Sierra Zapalinamé, en el centro del estado podemos encontrar al río sabinas a cuyas márgenes se encuentran árboles centenarios a lo largo de sus 183 kilómetros de longitud, atravesando cinco municipios y el territorio donde habitan los indios kikapús.

Y no podemos dejar de mencionar a Cuatro Ciénagas con sus azules aguas y sus blancas dunas rodeadas de montañas y que además son el remanente de la época de la creación de la vida sobre la tierra.

No podemos dejar de hablar de la sierra de Jimulco, Monterreal y los viñedos, entre otras bellezas naturales con que contamos.

Podríamos seguir hablando de las maravillas con las que contamos, sin embargo, más que hablar debemos fomentar el cuidado y la protección hacia la diversidad con la que contamos pero sobre todo celebrar fechas que nos recuerdan la riqueza de nuestro Estado, a tal punto que Coahuila poco a poco, se está ganando un lugar preferido para practicar ecoturismo. Por todas estas razones no podemos dejar pasar por alto esta celebración y seguir promoviendo el cuidado del medio ambiente.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA A 24 DE MAYO DE 2016.

DEL GRUPO PARLAMENTARIO 

“GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”,

DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN.
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE AL PRONUNCIAMIENTO “CON MOTIVO DEL DÍA INTERNACIONAL DE LA DIVERSIDAD BIOLOGICA”.

PRONUNCIAMIENTO QUE PRESENTAN LOS INTEGRANTES DE LA SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, POR CONDUCTO DEL DIPUTADO JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER, “CON MOTIVO DE LOS LAMENTABLES HECHOS SUCEDIDOS EN EL CONGRESO DEL ESTADO DE CHIAPAS”.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

P R E S E N T E.-

El día de ayer en la ciudad de San Cristóbal de las Casas, Chiapas, se registro un lamentable hecho en el que un grupo de personas secuestraron a los Diputados Eduardo Ramírez Aguilar y Carlos Penangos Vargas, así como a otros funcionarios del Congreso de Chiapas.

Lo anterior, fue producto de una solicitud que un grupo de indígenas del Municipio de Chenalhó, realizaron al Congreso de aquella entidad, para que Rosa Pérez Pérez, alcaldesa del Municipio antes mencionado renunciara a su cargo, y su lugar fuera ocupado por un hombre.

Ante tal petición, el Congreso del Estado de Chiapas de manera acertada consideró improcedente dicha solicitud, toda vez que el escrito que les fue presentado no se encontraba ajustado a derecho.

Aunado a lo anterior, es importante señalar que en Enero de 2015, el Tribunal Federal del Poder Judicial de la Federación, emitió una resolución en la que estableció que las mujeres deben participar en condiciones de igualdad frente a los hombres en todas las etapas de los procesos electorales que se realicen bajo sistemas normativos indígenas, lo cual representó un gran avance para la vida democrática del país.

No obstante que la razón asistió en todo momento al Congreso de Chiapas, los Diputados y Funcionarios antes mencionados fueron privados de la libertad al término de una reunión que se sostenía entre los legisladores y un grupo de habitantes de Chenalhó, la cual tenía como propósito llegar a un común acuerdo, conciliar y terminar con el conflicto antes mencionado; pero como el resultado no fue el esperado por los indígenas, optaron por hacer uso de la violencia y secuestrar a los legisladores, llevándolos a la plaza central del municipio, en el cual los diputados y funcionarios se encuentran aun amarrados, siendo objeto de violencia física y reiteradas humillaciones.

Ante dicha circunstancia, los Congresos Locales del país debemos cerrar filas y permanecer unidos. Queda claro que tenemos la obligación de velar por los intereses de nuestros representados, pero esto será, siempre y cuando estén ligados estrechamente a los principios del respeto, la dignidad, la igualdad y el libre desarrollo del ser humano, rechazando como consecuencia todo acto de ingobernabilidad y abuso.

En este sentido, es importante destacar que en el marco de la Octava Asamblea Plenaria de la COPECOL, celebrada el mes pasado en Coahuila, las Diputadas y Diputados de todo el país, manifestamos nuestro compromiso de trabajar de manera conjunta desde las 32 legislaturas, por el bien de México y cada uno de sus Estados.

Por tal motivo desde ésta máxima tribuna nos solidarizamos con el Congreso del Estado de Chiapas, condenando categóricamente los lamentables hechos sucedidos en aquella entidad, esperando que de manera inmediata liberen a los Diputados y funcionarios de aquella Asamblea Legislativa, privilegiando el dialogo y el respeto de los derechos humanos; al mismo tiempo que esperamos que se sancione a aquellos que participaron en estos actos revestidos de ilegalidad y barbarie.

SALÓN DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

Saltillo, Coahuila de Zaragoza, a 26 de mayo de 2016.

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DE LA 

SEXAGÉSIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE AL PRONUNCIAMIENTO “CON MOTIVO DE LOS LAMENTABLES HECHOS SUCEDIDOS EN EL CONGRESO DEL ESTADO DE CHIAPAS”.

DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO
DIP. LARIZA MONTIEL LUIS
DIP. JOSÉ ARMANDO PRUNEDA VALDEZ
DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
DIP. SERGIO GARZA CASTILLO
DIP. LEONEL CONTRERAS PÁMANES

DIP. JAVIER DE JESÚS RODRÍGUEZ MENDOZA
DIP. LUISA IVONE GALLEGOS MARTÍNEZ

DIP. CLAUDIA ELISA MORALES SALAZAR
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE AL PRONUNCIAMIENTO “CON MOTIVO DE LOS LAMENTABLES HECHOS SUCEDIDOS EN EL CONGRESO DEL ESTADO DE CHIAPAS”.
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� Con base en el Artículo 3, fracción V, de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, Banda ancha es el: Acceso de alta capacidad que permite ofrecer diversos servicios convergentes a través de infraestructura de red fiable, con independencia de las tecnologías empleadas, cuyos parámetros serán actualizados por el Instituto periódicamente.
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